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>> Durante el período 1989-2003 hubo una
fuerte expansión en el reconocimiento y tu-
tela de derechos de la poblaciónpor parte del
Estado costarricense, como resultado de re-
formas constitucionales y una legislación ordi-
naria de corte garantista. Hoy las y los ciuda-
danos poseen más derechos y mecanismos
para exigir su cumplimiento.

>> Entre 1990-2003 se crearon 107 enti-
dades públicas, entre las cuales sobresalen
los órganos adscritos a ministerios, los fon-
dos y las comisiones. 

>> Pese a que la mayoría de los entes creados
pertenecen al Gobierno Central, el gasto per
cápita de este sector del Estado fue en el
2003 similar al de 1990: hay más institucio-
nes pero no más recursos.

>> Dentro del Estado costarricense ocurrió un
desplazamiento de poder en favor del Poder
Judicial, que además es el único poder estatal
que ha llevado a cabo un proceso de moderni-
zación institucional. Se observa una erosión
del Poder Legislativo, tanto por el control de
constitucionalidad ejercido por la Sala Cuarta,
como por las crecientes dificultades para
construir mayorías políticas a favor de nueva
legislación. La Asamblea Legislativa ha pa-
sado de un bipartidismo a un multipartidis-
mo con las mismas reglas de funcionamien-
to; sin embargo, su desempeño es similar al de
la época del bipartidismo.

>> El apoyo ciudadano a la democracia
muestra una recuperación respecto a 1999
(en una escala de 0 a 100 aumentó de 61 a
68) y es el más alto en la región conformada
por México, Centroamérica y Colombia. No
obstante, en relación con el apoyo regis-
trado en 1985 (87) se experimentó un de-
clive de largo plazo.

>> Hubo una fuerte ampliación de los cargos
públicos sujetos a elección popular. De poco
más de 1.000 cargos que se elegían hasta
1998, se pasó a 4.900 a partir del año 2002.

>> Creció de manera sostenida la represen-
tación de mujeres en los puestos de elección
popular, especialmente en la Asamblea Legis-
lativa y los concejos municipales. El TSE obligó
a los partidos a cumplir con el 40% de partici-
pación femenina en cargos elegibles dentro de
las listas partidarias.

>> El abstencionismo electoral se incrementó
fuertemente a partir de 1998 (30% en ese
año; 31,2% en la primera ronda de las eleccio-
nes presidenciales de 2002). Los abstencio-
nistas no son persistentes -la mayoría vota
en una elección pero desiste de votar en otras-
y se pueden encontrar patrones etarios, de
género y socioeconómicos.

>> En los últimos diez años se democratizó la
vida interna de los partidos, tanto por la in-
troducción de procesos electorales para esco-
ger candidaturas, como por disposiciones de
la Sala Constitucional. Esto generó nuevas
demandas de financiamiento político, que
han sido atendidas mediante donaciones pri-
vadas, sobre las que existen débiles contro-
les y crecientes escándalos. Asimismo, la
democratización interna no está asociada a
un fortalecimiento de los partidos.

>> En la década hubo un severo deterioro
en las relaciones entre los poderes Legis-
lativo y Ejecutivo. La capacidad de este últi-
mo para hacer aprobar su agenda legislativa
disminuyó notablemente.

>> Ante el debilitamiento de su mandato elec-
toral y su apoyo en el Parlamento, el Poder
Ejecutivo en diversas oportunidades procu-
ró crear coaliciones multipartidarias o plu-
risociales. Se observa una secuencia que va
desde los acuerdos más cerrados con el prin-
cipal partido de oposición, hasta esfuerzos
más amplios por concertar con grupos socia-
les dentro y fuera del Congreso. Ninguno de
estos intentos dio los frutos esperados.
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CUADRO 5.1 

Evolución de algunas variables e indicadores políticos. 1996-2003

1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003
Convivencia ciudadana
Sindicatos activos 1/ 319 283 279 212 205 253 219 244
Afiliados a sindicatos 1/ 165.075 152.778 134.998 141.880 132.855 146.884 150.944 162.265
Tasa de sindicalización a/ 14 12 10 11 9 9 10
Cooperativas activas 2/ 249 517 526 556 551 501 453 499
Afiliados a cooperativas 2/ 359.314 379.732 412.368 376.821 416.273 457.482 519.581 560.494
Asociaciones solidaristas activas 1/ 1.481 1.389 1.398 1.043 1.058 1.067 1074 1.191
Afiliados a asociaciones solidaristas 1/ 170.406 178.819 188.239 175.381 185.342 184.998 187.548 193.480
Sociedades anónimas laborales 1/ 13 168 215 218 221 225 233 235
Asociaciones de desarrollo comunal activas b/ 3/ 1.62 1.635 1.732 1.685 1.661 1.866 1.79 2.506
Cámaras empresariales afiliadas a UCCAEP 4/ 41 39 45 47 46 48 45 40
Asociaciones civiles inscritas 
en el Registro Nacional 8.163 9.467 10.568 11.356 13.094 13.999 15.386
Participación ciudadana 
y rendición de cuentas
Audiencias públicas en la ARESEP 5/ 7 70 79 74 61 75 118 128
Personas que asisten a las 
audiencias públicas 1.710 1.875 2.024 1.300 1.504 1.930
Casos presentados ante la CPC 6/ 45 66 52 62 59 82 58 82
Denuncias en la CNC 7/ 1.872 2.515 2.245 2.143 1.65 938 702 874
Casos en la Defensoría de los Habitantes 8/

Consultas 26.109 19.405 13.077 19.998 19.787 17.612 19.85 24.385
Expedientes abiertos 1.496 1.358 2.082 1.678 1.544 1.765 1.964 1.927
Gobierno local
Ingreso total 
(millones de colones corrientes) 9/ 22.939,3 30.218,2 32.528,4 40.488,3 49.591,6 58.708,0 71.707,7 82.243,5
Carga tributaria c/ 0,7 0,7 0,6 0,6 0,7 0,7 0,7 0,8
Presión tributaria d/ 45,4 41,2 40,6 36,3 37,5 37,5 35,4 37,4
Administración de la justicia 10/

Oficinas judiciales de primera instancia 
Casos entrados 631.643 664.641 629.376 726.757 798.198 934.213 996.534 921.61
Casos entrados menos casos en tránsito 287.538 315.486 329.396 362.783 378.653 396.673 402.117 419.183
Violencia doméstica
Casos entrados 5.023 15.336 20.996 26.437 32.643 43.929 46.012 47.086
Casos terminados 7.339 19.514 25.023 30.852 42.258 46.349 47.922
No comparecencia de la víctima 2.106 6.446 8.553 9.334 11.65 15.222 15.331
Población carcelaria
Personas privadas de libertad 4.408 4.967 5.208 5.374 5.634 6.079
Privados de libertad sin condena 933 784 800 902 1.289 1.295 1.427 1.501
Total de denuncias ante el MTSS 
por persecución sindical e/ 37 26 31 17 68 51 65

a/ Se obtiene de dividir el número de afiliados a sindicatos entre la población ocupada.

b/ A partir del año 2003 se incluyen los CEN CINAI, las reservas integrales y las reservas específicas. Dato del 2003 a diciembre.

c/ Se dividen los ingresos tributarios de los gobiernos locales a precios de enero de 1995 entre el producto interno bruto real.

d/ Se dividen los ingresos tributarios de los gobiernos locales a precios de 1995 entre los ingresos totales de los gobiernos locales a precios de 1995.

e/ Información proporcionada por la Dirección Nacional de Inspección de Trabajo (DNI), Unidad de Asesoría para la Investigación y Calidad de la Gestión, MTSS. Los

datos anteriores al 2000 corresponden a un estudio especial sobre persecución sindical, 1993-2000, elaborada por la Unidad antes citada. Los datos del 2000 y el

2001 fueron tomados del “Informe anual de labores de la DNI, labor de las regionales, Área de Inspección de Trabajo”.

Fuentes: 1/ Departamento de Organizaciones Sociales, MTSS; 2/ Departamento de Supervisión, INFOCOOP; 3/ DINADECO; 4/ UCCAEP; 5/ ARESEP; 6/ Comisión para la

Promoción de la Competencia, MEIC; 7/Comisión Nacional del Consumidor, MEIC; 8/ Defensoría de los Habitantes; 9/ Memoria Anual, CGR; 10/ Sección de Estadísticas

del Poder Judicial.
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VALORACION GENERAL

En los últimos quince años hubo una am-

pliación y profundización de los derechos ciu-

dadanos como pocas veces en la historia po-

lítica reciente de Costa Rica. El Estado pasó

del reconocimiento de las libertades públicas

y los derechos civiles individuales, a la provi-

sión de los mecanismos necesarios para que

los derechos políticos, económicos, sociales,

colectivos y difusos tengan una proyección

en las políticas públicas, constituyéndose en

límites programáticos al ejercicio del poder.

Esta expansión de la ciudadanía fue acompa-

ñada por un reforzamiento de las institucio-

nes del Estado democrático de derecho. En

efecto, se fortalecieron el control de constitu-

cionalidad y los controles legales y adminis-

trativos sobre la acción pública, mediante la

evolución hacia un modelo de controles múl-

tiples; creció el entramado institucional de

protección de los derechos, por medio de la

creación o fortalecimiento de instituciones

como la Sala Constitucional -pivote de este

entramado-, la Defensoría de los Habitantes,

la Contraloría General de la República, la

ARESEP y otras. La evidencia señala que se

mantuvo un amplio acceso ciudadano a la jus-

ticia y que mejoraron las garantías de inde-

pendencia judicial.

Esa evolución hacia “más democracia”

no se reflejó, sin embargo, en una mayor con-

tribución de esta al desarrollo humano. Dos

factores restringieron decisivamente ese

aporte y generaron una fuerte tensión entre

derechos reconocidos y exigibles, y la capaci-

dad del sistema político para procesar las de-

mandas derivadas de ellos. El primer factor

fue la erosión de la capacidad institucional

del Estado para cumplir con los mandatos ciu-

dadanos. Hubo más controles y derechos,

pero menor capacidad institucional para eje-

cutar acciones de política pública. La base

material de la acción pública fue afectada por

el deterioro de la solvencia fiscal a lo largo del

período. Aunque se crearon más de cien nue-

vas entidades públicas a partir de 1990, la

mayoría de ellas en el ámbito del Ejecutivo, a

la fecha este dispone de menos recursos per

cápita que en 1990. Las restricciones presu-

puestarias, unidas al fortalecimiento del en-

tramado de controles a la Administración,

provocaron la creación de un sistema de ata-

jos, en busca de mayor flexibilidad adminis-

trativa y financiera. Un componente de esta

respuesta fueron los nuevos tipos de entida-

des, muchas de ellas meros instrumentos de

ejecución de recursos. Por otra parte, se debi-

litaron amplios sectores institucionales vincu-

lados con la promoción de la producción local

(el MAG y el MEIC) y con la función de planifi-

cación estratégica del Estado (MIDEPLAN).

El positivo desarrollo de dos dimensiones

de una reforma democrática del Estado (de-

rechos y controles), pero no de la tercera (ca-

pacidad de ejecución) ha generado una cre-

ciente tensión entre la obligación pública de

proveer sustento a los derechos reconocidos

y tutelados, y un Estado desarticulado y cada

vez con menos capacidad para cumplir con

esas obligaciones. Ello ha ido configurando

un riesgoso impasse que puede dar origen

a tentaciones antidemocráticas: autorida-

des que reclaman que les “suelten las ama-

rras” -debilitando controles, incluso aquellos

indispensables en una democracia-, ciudada-

nos que demandan un líder milagroso que

“ponga orden” y mejore la capacidad del Es-

tado para resolver problemas colectivos, a

costa de limitar derechos de los demás en

aras de la eficiencia, o voces que piden recor-

tar “derechos excesivos”. Se requieren avan-

ces que, en el corto plazo, mejoren la capaci-

dad del Estado para actuar sobre los

mandatos ciudadanos, a fin de producir una

interacción virtuosa con los progresos logra-

dos en las otras dimensiones de la reforma

democrática del Estado. 

El segundo factor que limitó severamen-

te la contribución de la democracia al desa-

rrollo humano sostenible en la última década

fue la erosión de la democracia representati-

va. Esto no se debió a un retroceso en el sis-

tema electoral, que se mantuvo como una de

las fortalezas de la democracia costarricense,

sino a un declive de larga data en el apoyo

ciudadano a la democracia, al debilitamiento

del sistema de partidos, a la creciente des-

confianza ciudadana en la política y sus insti-

tuciones y a la caída de la participación elec-

toral. Un punto medular de este deterioro

fueron las crecientes dificultades de los pode-

res Ejecutivo y Legislativo para formar coali-

ciones que permitieran arribar a decisiones

colectivas. Las sucesivas acciones que desde

el Ejecutivo se realizaron a lo largo de la últi-

ma década para crear amplias bases políticas

y sociales de apoyo surtieron poco efecto.

Hoy en día múltiples actores sociales, políti-

cos e institucionales, tienen (alguna) capaci-

dad de veto sobre las políticas públicas.

Hacia la mitad de la primera década del

siglo XXI la democracia costarricense enfren-

ta un complejo dilema: debe revertir, en el

corto plazo, la erosión de la representación

política y el deterioro de la capacidad de ac-

ción del Estado a través de medios democrá-

ticos. Es urgente destrabar el sistema político. 
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VALORACION EN AÑOS ANTERIORES

Sétimo Informe: El 2000 fue un año positivo para la democracia costarricense. A pesar de

ello, el Estado costarricense es centralista y ha creado pocas oportunidades para la

participación ciudadana, individual y colectiva, más allá de los procesos electorales,

limitando el desarrollo de una cultura participativa.

Octavo Informe: La contribución del sistema político al desarrollo humano en el 2001 fue

inferior a la que podía haberse esperado, en razón de la madurez democrática del país. El

informe identificó tres áreas problemáticas: la persistencia del abstencionismo, la continúa

falta de transparencia y controles sobre el financiamiento político y la negativa de los

partidos a debatir las reformas electorales propuestas por el TSE.

Noveno Informe: El 2002 fue un año esperanzador en el corto plazo, pues en la mayoría de

los asuntos examinados la evolución fue positiva. Sin embargo, desde una perspectiva de

más largo plazo, varias de las mejorías consignadas estuvieron asociadas al “clima político”

favorable de un primer año de gobierno y, por tanto, no necesariamente son duraderas.
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ASPIRACIONES

>> SISTEMA ELECTORAL

Y PARTIDOS POLÍTICOS

El sistema electoral garantiza el ejercicio de

un voto libre, informado y respetuoso de los

derechos civiles y políticos de todas las per-

sonas. Crea las más amplias oportunidades

de participación ciudadana en los procesos

de deliberación y escogencia de los repre-

sentantes políticos y garantiza resultados

electorales que responden fielmente a las

preferencias ciudadanas. Existen y se apli-

can mecanismos eficaces de control sobre el

financiamiento a los partidos, que fomentan

la honestidad y la independencia de los líde-

res políticos y sancionan los hechos delicti-

vos. Existen y se aplican mecanismos efica-

ces de control sobre el cumplimiento de las

normas democráticas internas de los parti-

dos, para la escogencia de sus candidatos.

>> ADMINISTRACIÓN 

DE LA JUSTICIA

Un sistema de administración de la justicia

autónomo y abierto al escrutinio público

protege los derechos de la población, en

especial el derecho a la debida defensa, y

combate eficazmente cualquier forma de

discriminación contraria a la Constitución;

garantiza la aplicación de una justicia pron-

ta, cumplida e igual para todas las personas,

impone las sanciones correspondientes y re-

para los daños. 

>> GESTIÓN Y REPRESENTACIÓN

POLÍTICA RESPONSABLE

La aprobación y ejecución de leyes y polí-

ticas públicas nacionales y locales se reali-

za mediante la aplicación de las normas

democráticas y el ejercicio de la represen-

tación política responsable de los intereses

ciudadanos. Estas leyes y políticas garanti-

zan la separación y control mutuo entre

los poderes del Estado, amplían las oportu-

nidades de la ciudadanía para proteger sus

derechos y crean nuevas oportunidades

para mejorar las condiciones de habilitación

ciudadana de la población. 

>> PARTICIPACIÓN Y RENDICIÓN 

DE CUENTAS 

Las instituciones públicas ofrecen am-

plias y cada vez más eficaces oportunida-

des de participación a las y los ciudada-

nos en la discusión, formulación,

ejecución y evaluación de las políticas pú-

blicas. Los representantes políticos y los

funcionarios públicos rinden cuentas de

manera veraz, completa, oportuna y res-

ponsable, y respetan la dignidad de las

personas en un marco legal y administra-

tivo que garantiza la máxima transparen-

cia de la gestión pública y la efectiva pro-

tección a los derechos y libertades civiles

y políticas de la población. 

>> CONVIVENCIA CIUDADANA

La convivencia ciudadana respeta los de-

rechos y la dignidad de las personas (na-

cionales y extranjeras). Las y los ciudada-

nos tienen una fuerte creencia en la

democracia y participan activamente en

la formación de una opinión pública plura-

lista, que realiza un escrutinio eficaz y

permanente de los asuntos públicos. Los

ciudadanos ejercen eficazmente su dere-

cho a la libre organización, mediante la

creación de múltiples y activas organiza-

ciones de la sociedad civil, y hacen uso

efectivo de las oportunidades para parti-

cipar en la gestión pública. 

>> POLÍTICA EXTERIOR

La política exterior promueve valores y

temas acordes con la vivencia democráti-

ca del país (es un factor activo y eficaz en

el plano internacional para la promoción y

tutela de los derechos humanos, el desa-

rrollo humano sostenible y la paz). Es un

instrumento efectivo y activo para la pro-

tección y promoción de los intereses na-

cionales, expresados en la necesidad de

supervivencia económica y progreso ma-

terial.
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Introducción
Al igual que en informes anterio-

res, el presente capítulo valora la con-
tribución que la democracia -sus insti-
tuciones y ciudadanos- hace al
desarrollo humano1. Esta valoración
parte del concepto amplio de demo-
cracia planteado por la Auditoría ciuda-
dana sobre la calidad de la democracia2. Se
emplean, además, las aspiraciones má-
ximas y mínimas establecidas en el Oc-
tavo Informe Estado de la Nación. Este
Décimo Informe introduce tres dife-
rencias importantes: 

■ El balance se realiza con una pers-
pectiva de mediano plazo, centrada
en un período de diez años (1993-
2003) aunque, cuando es necesario y
existe información disponible, este
lapso se amplía hasta 1989. Se procu-
ra conocer si hubo cambios a lo lar-
go del tiempo y si estos acercaron o
alejaron a la sociedad costarricense
de las aspiraciones democráticas
que evalúa el Informe. 

■ Las seis aspiraciones del capítulo se
organizaron en dos temas transversa-
les, que fungen como ejes integrado-
res del análisis y que a su vez reagru-
pan esas aspiraciones: por una parte,
el eje de la reforma del Estado y, por
otra, el comportamiento de los acto-
res estratégicos del régimen político,
que, para simplificar, se presenta bajo
el título de democracia representati-
va. Dentro del eje de reforma del Es-
tado se analiza lo acontecido en los

ámbitos de administración de justi-
cia, participación ciudadana y rendi-
ción de cuentas, y se desarrolla co-
mo tema especial una aproximación
a la evolución institucional del Esta-
do costarricense. En el segundo eje
se analizan las aspiraciones relacio-
nadas con el sistema electoral y de
partidos políticos, gestión y repre-
sentación política responsable y
convivencia ciudadana.

■ En esta ocasión el capítulo no contie-
ne, como en ediciones anteriores, un
balance de la política exterior. La prin-
cipal razón es que durante el año se
concentraron los esfuerzos en generar
las bases técnicas e informativas para
efectuar dicho balance en el Informe
del 2005, mediante un convenio con la
Escuela de Relaciones Internacionales
de la Universidad Nacional. No obs-
tante, a manera de adelanto, se pre-
sentan algunos hallazgos del trabajo
realizado en un corto dossier que com-
plementa el capítulo.

Con respecto al primer eje, cabe
señalar que el presente Informe en-
tiende la reforma del Estado como un
proceso de cambio en la estructura y
funciones del aparato estatal, que alte-
ra los modos en que este se organiza y
se relaciona con la sociedad (Echeba-
rría, 2000). Sin embargo, como se
menciona más adelante, es preciso re-
conocer que se trata de un término po-
co preciso y abierto a intensas polémi-
cas. En cuanto al segundo eje, la

democracia representativa, el capítulo
analiza si la convivencia política, den-
tro de las reglas e instituciones que la
enmarcan (Urcuyo, 2003), se ha acer-
cado o alejado de las aspiraciones de-
mocráticas. Estos aspectos se abordan
mediante la valoración de los cambios
ocurridos en la década en el sistema
electoral y de partidos políticos, así co-
mo en la participación ciudadana; se
busca determinar si estos cambios han
tenido un impacto discernible sobre la
efectividad de las instituciones del nú-
cleo central del gobierno representati-
vo: el Poder Ejecutivo y el Poder Le-
gislativo, y en la capacidad de
formación de las coaliciones necesa-
rias para gobernar eficazmente.

Por ser la reforma del Estado un
tema nuevo dentro del Informe, es
preciso insertar una breve relación
conceptual. En los años ochenta, y ba-
jo el impulso de organismos financie-
ros internacionales como el Banco
Mundial y el FMI, se concibió la refor-
ma estatal como un proceso para redu-
cir el tamaño y la participación del Es-
tado en la sociedad (Schneider y
Heredia, 2003)3. Se trataba de una ini-
ciativa basada en el supuesto de que
cuanto menor Estado hubiese, más y
mejor mercado se tendría, y que limi-
taba los ajustes a las funciones econó-
micas y administrativas del Estado. 

Las experiencias en diversos países
de Asia y América Latina, por razones
distintas, hicieron evidente que este
planteamiento era equivocado e in-
completo. El Estado siguió siendo el
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actor central para la provisión de una
serie de bienes públicos vitales para el
desarrollo y para el correcto funciona-
miento del mercado, por lo que debía
tener la capacidad de realizar efectiva-
mente sus funciones esenciales. En
consecuencia, a partir de la segunda
mitad de los noventa, los propios orga-
nismos financieros internacionales
plantearon las llamadas “reformas de
segunda generación” (Banco Mundial,
1997), que hacían énfasis en ampliar la
capacidad de acción del Estado, para
enfrentar las nuevas tareas de regula-
ción y promoción de la competitividad,
como la dotación de bienes públicos
fundamentales4. Por otro lado, pese a
esta rectificación, el tema de las refor-
mas democráticas siguió siendo poco
trabajado por quienes proclamaban la
necesidad de efectuar ajustes en el
aparato estatal. En efecto, aún para ga-
rantizar el funcionamiento de las con-
diciones mínimas de un régimen de-
mocrático se requiere un Estado con
capacidad para proteger y tutelar los
derechos de las y los ciudadanos, para
controlar el ejercicio del poder, la re-
ducción de la discrecionalidad y la ar-
bitrariedad, y para proveer aquellos
bienes públicos necesarios para esta-
blecer el umbral mínimo de la ciuda-
danía efectiva (Iazzetta, 2003).

Este capítulo valora el tema de la re-
forma del Estado precisamente desde
una perspectiva democrática. Se plantea
las preguntas: ¿cuáles deben ser los cam-
bios en el Estado para fortalecer la de-
mocracia?, en los últimos diez años ¿hu-
bo en Costa Rica avances democráticos
en la reforma del Estado? El Informe
propone que una reforma democrática
de Estado debe ser producto de la inte-
racción de tres dimensiones: 

■ El reconocimiento, tutela y realiza-
ción de los derechos humanos por
parte del poder público. En una de-
mocracia, la autoridad está obligada
a reconocer y proteger esos dere-
chos, pues su mando es fruto de la
delegación parcial de poder median-
te las elecciones. Esta delegación
parcial implica que, al elegir a sus
gobernantes, las personas no renun-
cian al conjunto de los derechos

ciudadanos (Proyecto Estado de la
Nación, 2001b). Además, un propósi-
to esencial de las instituciones de go-
bierno es garantizar los derechos de
los individuos a promover sus pro-
pios objetivos, disponer de su propio
trabajo y tener su propia propiedad
(Held, 1996). En esta dimensión,
pues, el Informe estudia si hubo me-
joras y ampliaciones en estos temas.

■ El sometimiento del poder público a
las leyes y al control ciudadano, a
través de las instituciones de repre-
sentación y de las agencias de con-
trol horizontal. En una democracia,
los gobernantes están sujetos a los lí-
mites que establecen las leyes, los
mecanismos de control y rendición
de cuentas y el respeto de los dere-
chos ciudadanos. Quien gobierna no
está por encima de la ley (Proyecto
Estado de la Nación, 2001b; Bobbio,
1996). Por ello, debe rendir cuentas
sobre el uso que hace del poder que
le ha sido delegado. En esta dimen-
sión se examina si la práctica política
y de las instituciones del Estado es
capaz de garantizar que el poder pú-
blico realice sus acciones dentro del
marco de la delegación parcial que
hacen las y los ciudadanos.

■ La capacidad de las instituciones pú-
blicas para cumplir los mandatos ciu-
dadanos es la tercera dimensión de
una reforma democrática. Quien re-
sulta electo, además de estar subor-
dinado a la ley y obligado a proteger
y tutelar los derechos, debe tener
una razonable capacidad para actuar
con el fin de crear condiciones facili-
tadoras que promuevan los fines de
los gobernados. A toda acción de
gobierno democrático subyace el
imperativo de proveer una base de
condiciones mínimas jurídicas, insti-
tucionales y materiales para la habi-
litación ciudadana, responsabilidad a
la que se agregan los mandatos elec-
torales coyunturales, que expresan
las aspiraciones de las y los ciudada-
nos sobre los productos de la acción
de gobierno en un plazo determina-
do. El Estado debe tener la capaci-
dad material, jurídica, política e

institucional para llevar a buen tér-
mino sus mandatos. 

Si estas tres dimensiones evolucio-
nan positivamente de manera conco-
mitante, el resultado de la interacción
entre ellas sería el aumento de la capa-
cidad democrática de gobierno de la
sociedad, es decir, aquella capacidad
de ejecutar y conducir un gobierno
dentro de los límites al poder y el res-
peto y promoción de los derechos. Si
una o más de estas dimensiones está
ausente, se corre el riesgo de que los
avances en las demás se vean anulados
o, incluso, tengan efectos negativos5.

Una reforma desbalanceada 
En los últimos veinte años se gestó

en Costa Rica una reforma democráti-
ca del Estado parcial y desbalanceada.
Se produjeron apreciables avances en
dos dimensiones: una mayor capaci-
dad para la subordinación de los go-
bernantes a la ley, mediante el desa-
rrollo del sistema de controles al
poder público, y una fuerte ampliación
de la base de reconocimiento y garan-
tías de los derechos humanos. Sin em-
bargo, no se consiguieron acuerdos po-
líticos para avanzar en la tercera
dimensión de la reforma democrática:
mejorar la capacidad institucional y
política de los gobiernos para satisfa-
cer las crecientes necesidades del de-
sarrollo humano. Por el contrario, en
esta dimensión hubo un deterioro, tan-
to en la capacidad de articulación de la
acción pública como en los recursos
disponibles para ello. En esta dimen-
sión, el país quedó en “el peor de los
mundos”6: ni se aplicaron las estrate-
gias de reforma del Estado promovi-
das internacionalmente, ni se evolu-
cionó hacia un modelo alternativo. La
consecuencia, como se vio en el capítu-
lo 3, es que áreas enteras de la activi-
dad pública fueron severamente debi-
litadas y las nuevas tampoco lograron
desarrollarse7. Así, a diferencia de la
mayoría de los países de América La-
tina, el cierre de instituciones fue mar-
ginal, lo mismo que el proceso privati-
zador. Salvo episodios pasajeros, no
hubo reducción absoluta del tamaño
del Estado, aunque sí relativa: hoy el
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peso del empleo público con respecto a
la población económicamente activa es
bastante menor que hace veinte años.
No se produjeron mayores ajustes en el
Servicio Civil, que data de los años cin-
cuenta, con excepción de la reforma a la
carrera policial y a la carrera diplomáti-
ca. En materia de descentralización y
fortalecimiento de los gobiernos locales,
la reforma ha sido tímida, pese a los im-
portantes cambios constitucionales y le-
gales ocurridos en este ámbito. 

En resumen, lo que distingue el
proceso de reforma del Estado en Cos-
ta Rica es el énfasis en la creación y
fortalecimiento de instituciones admi-
nistrativas8 y un desplazamiento de po-
der, desde la esfera de la ejecución y la
definición de normas, hacia la esfera
del control judicial y administrativo y
de los mecanismos para el control del
ejercicio del poder y la protección de
los derechos humanos, pero con una
erosión de la base material de la ac-
ción pública para cumplir los manda-
tos ciudadanos. 

Desplazamiento de poderes 
en favor del Poder Judicial

El control recíproco de poderes se
amplió en los últimos quince años a
través del decisivo fortalecimiento del
control de constitucionalidad. Cuatro
funciones de la Sala Constitucional
han ocasionado una verdadera refor-
ma institucional del Estado costarri-
cense, al variar la manera en que se ar-
ticulan los poderes del Estado para
ejecutar las políticas públicas y prote-
ger los derechos (Echebarría, 2000), a
saber: a) el control de constitucionali-
dad de las normas de cualquier natu-
raleza y de los actos sujetos al Derecho
Público, que ha incidido sobre la acti-
vidad creadora de normas de los pode-
res Legislativo y Ejecutivo, así como
sobre la actividad administrativa del
Estado, b) la potestad de resolver los
conflictos de competencia constitucio-
nal entre los poderes del Estado, in-
cluido el Tribunal Supremo de Elec-
ciones, c) la función consultiva, es
decir, la competencia de conocer
consultas previas sobre proyectos de
reforma constitucional, tratados inter-
nacionales o convenios (consulta

preceptiva), y de otros proyectos de ley
(consulta facultativa a solicitud de diez
diputados, del Poder Judicial, del Tri-
bunal Supremo de Elecciones, de la
Contraloría General de la República o
del Defensor de los Habitantes), d) los
recursos de amparo y hábeas corpus.
A través de estas funciones la jurispru-
dencia constitucional ha establecido li-
mitaciones al funcionamiento de los
otros poderes y, en ocasiones, ha gene-
rado fricciones institucionales (la fun-
ción medular de la Sala Constitucional
relacionada con el acceso ciudadano a
la protección de derechos se examina
más adelante). 

Expansión del control de la 
regularidad administrativa del Estado

La creación de la Sala Cuarta im-
plicó un mayor control de la regulari-
dad administrativa del Estado9, al
ofrecer mejores condiciones de acceso
y celeridad del proceso que el control
ordinario de la jurisdicción contencio-
so-administrativa. Por la vía del ampa-
ro se pudo cuestionar directamente
cualquier acto administrativo sin tener
que agotar la vía administrativa y, a la
vez, se dispuso la suspensión automá-
tica de los efectos del acto con la sim-
ple presentación del recurso (Volio,
2000; Saborío, 2004a). Mientras en el
período 1938-1989 se plantearon 155
casos de inconstitucionalidad (Volio,
2000), entre 1990 y 2003 fueron pre-
sentados cerca de 110.000 casos, la ma-
yoría de ellos recursos de amparo.
Adicionalmente, instituciones como la
Procuraduría General de la República
(PGR) y la Contraloría General de la
República (CGR) fueron fortalecidas
mediante cambios y ampliaciones en
sus respectivas competencias, lo que
también contribuyó al desarrollo del
control de la regularidad administrati-
va del Estado. 

A pesar de que en los últimos años
la Sala Constitucional no aplica el con-
cepto de suspensión automática de la
actividad impugnada por la vía del am-
paro, esta mediada tuvo un importante
efecto sobre la capacidad de gestión de
la administración pública. La posición
de no aceptar tal suspensión se planteó
desde 1994 con la sentencia 988-94,

del 16 de febrero de ese año, aunque
no fue sino hasta el 2003 que median-
te la sentencia 03-8882, del 26 de agos-
to, se empezó a sostener dicha inter-
pretación en forma sistemática.

A través de la figura del amparo se
han desarrollado dos conceptos que
han marcado de manera definitiva la
administración pública en Costa Rica:
el debido proceso10 y el derecho de pe-
tición, que han hecho la actividad ad-
ministrativa menos secretiva y más
abierta. De los recursos de amparo in-
terpuestos contra la Administración
Pública, el 58% corresponde a alega-
das violaciones del derecho de peti-
ción o respuesta11. 

Asimismo, la Sala Constitucional
ha demarcado la función de gestión
presupuestaria por parte del Poder
Ejecutivo y la forma en que este pre-
senta el Presupuesto Nacional ante la
Asamblea Legislativa, para su discu-
sión y aprobación. El voto 9792-98 de-
finió que es contrario a la Constitución
Política: a) financiar gastos corrientes
con ingresos extraordinarios, b) incluir
partidas presupuestarias que no espe-
cifiquen el destino que tendrán los fon-
dos públicos transferidos, y c) autori-
zar la emisión de bonos de deuda
interna sin especificar parámetros ob-
jetivos relativos al plazo y la tasa de in-
terés (Proyecto Estado de la Nación,
1999).

Antes de la especialización de los
mecanismos de control del Estado, el
control de la regularidad administrati-
va se concentraba en la PGR y la CGR
y, en menor medida, en las revisiones
de constitucionalidad de la Corte Su-
prema de Justicia. La Contraloría ejer-
ce sus funciones mediante la aplicación
de controles previos y posteriores. Los
previos se presentan cuando la institu-
ción se pronuncia antes del acto admi-
nistrativo, a través de aprobaciones,
autorizaciones o refrendos de contra-
tos12. En 1985 la asesoría legal de la
CGR atendió por esta vía más de
23.000 casos (consultas verbales y es-
critas, intervenciones, asesorías a la
Asamblea Legislativa). El control pos-
terior se lleva a cabo cuando el acto
administrativo está consumado y se re-
visa si se ha realizado de conformidad
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con la ley. Por su parte, la PGR combina
su labor de representante legal del Esta-
do con una función consultiva. Así, ejer-
ce una labor de control de legalidad al ga-
rantizar el apego al principio de legalidad
mediante sus dictámenes, opiniones y ju-
risprudencia administrativa. En 1990 la
PGR rindió 238 dictámenes y opiniones,
frente a 999 en el 2003.

El fortalecimiento de los órganos
de control en la década de los noventa
produjo modificaciones institucionales
internas en ambas entidades, que se
concretaron por medio de la aproba-
ción de nueva legislación y procesos de
reestructuración interna (1998). En
tanto el objeto de control (el Estado)
cambie, las entidades contraloras de-
ben ajustarse también. La PGR inició
en 1999 su proyecto de modernización
y transformación, que incluyó el redi-
seño de la estructura organizacional y
ocupacional. Por su parte la CGR llevó
a cabo en 1998 una reforma orientada
a la modernización y agilización de la
labor de control que le compete, y en
1999 recibió un nuevo reglamento or-
gánico. Los organigramas de estas dos
instituciones fueron radicalmente mo-
dificados, a fin de ajustarlos a los cam-
bios en la demanda y en el entorno en
que trabajan (Beirute, 2004; Matamo-
ros, 2004). 

Mayor delimitación de las 
funciones del Poder Legislativo

La jurisprudencia de la Sala Cons-
titucional ha delimitado la forma en
que el Poder Legislativo cumple sus
funciones y ha introducido cambios en
el ejercicio de sus competencias cons-
titucionales: corresponde a la función
legislativa ejercer el control político y
la aprobación de reformas parciales a
la Constitución Política. Dicha juris-
prudencia ha introducido una serie de
principios que deben determinar el
quehacer legislativo, derivados a su
vez del principio democrático, como
parámetro que permite deducir qué
tanto se aproxima una sociedad o, en
su defecto, una decisión legislativa, al
ideal y vocación de la democracia
“perfecta” (Sala Constitucional, 2000).
A partir de ese principio, el desarrollo
del concepto de “debido proceso

legislativo”13, ha marcado tanto la fun-
ción de control político como la de le-
gislación. 

En el primer caso, el control políti-
co, hasta 1999 la Sala había emitido 23
votos en los que establecía los alcances
del trabajo de las comisiones legislati-
vas de investigación. Definió que las
personas no pueden ser investigadas o
sancionadas sin haber tenido derecho
a defenderse, excluyó a las personas
privadas como objeto de investigación,
a menos que sus actividades tengan una
relación directa con el interés público,
delimitó el carácter de las “sanciones”
que pueden dictar dichas comisiones,
aclarando que solo pueden emitir san-
ciones eminentemente políticas y tem-
porales, nunca perpetuas, y excluyó co-
mo objeto de la investigación legislativa
asuntos que estén siendo sometidos a
juicios en el Poder Judicial14. 

El debido proceso también ha teni-
do un impacto sobre la formalidad del
trámite de las iniciativas de ley, el cual
debe respetar las disposiciones del
Reglamento Interno de la Asamblea
Legislativa, que la Sala ha reconocido
como un parámetro de constitucionali-
dad. En virtud de ello, la violación de
requisitos o trámites esenciales sus-
tentados en el principio democrático
puede implicar la inconstitucionalidad
de la ley, por vicios esenciales en el pro-
cedimiento legislativo15. De este princi-
pio se derivan, por lo menos, el respeto
al principio de participación democráti-
ca plural, es decir, la representación en
el proceso legislativo de todas las fuer-
zas políticas electas en el Parlamento,
incluidas las minorías, y el principio de
publicidad del procedimiento. 

De igual manera, la Sala ha esta-
blecido el principio de conexidad, co-
mo una limitación al derecho de en-
mienda que tienen las y los diputados
sobre los proyectos de ley sometidos a
trámite. Ese principio establece un lí-
mite a la reformulación de que pueden
ser objeto los proyectos durante el trá-
mite legislativo y señala que no se pue-
den introducir disposiciones que no
estén directamente relacionadas con la
sustancia objeto original de la iniciati-
va de ley. Con esto se eliminó la prác-
tica, antes extendida, de las “normas

atípicas”, asuntos totalmente ajenos al
objeto de un proyecto que se introdu-
cían durante el trámite legislativo. En
la actualidad, el debate sobre los alcances
del principio democrático gira en torno a
su relación con los derechos de las mino-
rías, si estas deben o no tener poder de
veto y hasta qué punto el respeto a esos
derechos puede afectar el derecho de la
mayoría a producir acuerdos. 

La otra limitación impuesta a la
Asamblea Legislativa, la más contro-
versial, es la que se refiere a la capaci-
dad de reforma parcial de la Constitu-
ción, que estableció la sentencia
2771-03, de abril de 2003 (Sala Consti-
tucional, 2003b), con respecto a la ree-
lección presidencial. En esta sentencia
se definió que por vía de reforma par-
cial no pueden efectuarse cambios al
sistema político, que “afecten princi-
pios o valores fundamentales” o “dis-
minuyan derechos fundamentales re-
conocidos en la Constitución Política,
o incluso aquellos con valor supra-
constitucional según el principio de ri-
gidez constitucional”. Se ha producido
un intenso debate nacional sobre la
“extralimitación” de la Sala, en virtud
de que esta potestad no deriva directa-
mente de la Constitución Política, ni
tampoco de la Ley de la Jurisdicción
Constitucional. 

Ampliación de la base de 
derechos reconocidos y 
tutelados por el Estado 

La principal característica de la re-
forma del Estado en Costa Rica, que la
diferencia de la mayoría de los países,
es el amplio desarrollo de la tutela y
exigibilidad jurídica de los derechos
humanos. Los cambios constituciona-
les y legales aprobados por la Asam-
blea Legislativa han reconocido nue-
vos derechos, individuales y difusos, y
en el mismo sentido ha obrado la juris-
prudencia de la Sala Cuarta. Por su
parte, la piedra angular de la amplia-
ción de los derechos de las personas
ha sido el control especializado de
constitucionalidad de la Sala Cuarta.
De hecho, la jurisprudencia constitu-
cional ha suministrado las herramien-
tas procesales para hacer efectivos de-
rechos fundamentales que ya eran
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parte del ordenamiento jurídico, pero
que habían carecido hasta entonces de
un mecanismo que garantizara su exi-
gibilidad a la administración activa
(Saborío, 2004a). En resumen, el Esta-
do costarricense ha pasado del recono-
cimiento formal de las libertades pú-
blicas y los derechos civiles, a la
provisión de los mecanismos necesa-
rios para que los derechos políticos, eco-
nómicos, sociales, colectivos y difusos
tengan una proyección en las políticas
públicas, constituyéndose en límites
programáticos al ejercicio del poder,
que vienen a complementar los más tra-
dicionales controles institucionales. 

Nuevos derechos y 
mecanismos de protección

En la última década se aprobó un
conjunto de leyes que tutelan directa-
mente los derechos de grupos que re-
quieren protección especial por su
condición de vulnerabilidad: niñez y
adolescencia (once leyes), adultos ma-
yores (dos leyes), personas con disca-
pacidad (tres leyes) y mujeres (doce le-
yes). También se produjo la reforma al
artículo 78 constitucional, para desti-
nar un 6% del PIB a la educación, y en
1997 se otorgó a la educación preesco-
lar el carácter de obligatoria, gratuita y
costeada por el Estado, mediante la re-
forma del artículo 78 constitucional,
Ley 7676 (Asamblea Legislativa,
1997c).

En general, la legislación costarri-
cense tiende a ser muy “garantista”:
del total de 249 leyes aprobadas en la
primera legislatura de las administra-
ciones 1994, 1998 y 2002, un 43% gene-
ra obligaciones del Estado frente a la
población, un 11% amplía derechos
existentes, un 14% concede nuevos de-
rechos y solo una ley restringió dere-
chos (Ley 7431, reforma al artículo 160
de la Ley de Tránsito) (Programa Esta-
do de la Nación, 2004a). Sin embargo,
esta expansión en el reconocimiento
de derechos tiene una notable debili-
dad: si bien la mayoría de las leyes
(76%) otorga responsabilidades insti-
tucionales para el cumplimiento de las
obligaciones, solo en un 16% de ellas
se crean nuevas fuentes de financia-
miento para que las instituciones

acaten el nuevo mandato (Programa
Estado de la Nación, 2004a). Así, des-
de la perspectiva de la política pública,
la legislación costarricense es incom-
pleta; reconoce los derechos y las obli-
gaciones del Estado, pero deja en
manos de la Administración la respon-
sabilidad de definir la base material e
institucional para su concreción. Ade-
más, el 61% de las leyes que sí otorgan
responsabilidades institucionales es-
pecíficas no establece controles especí-
ficos para dar seguimiento al cumpli-
miento del mandato; se aplican
controles débiles o las disposiciones
generales contempladas en la Ley Ge-
neral de Administración Pública 

Varios votos han creado los meca-
nismos necesarios para la exigibilidad
práctica del derecho al ambiente sano,
los derechos de protección del consumi-
dor (Muñoz, 1999) y derechos sociales
como el derecho a la salud y a la educa-
ción sin discriminación16. La jurispru-
dencia de la Sala ha ampliado el univer-
so de los sujetos legitimados para acudir
directamente a la justicia constitucional,
tomando en cuenta a las organizaciones
sociales que defiendan los intereses de
una colectividad o actividad común, e
incluso a las y los niños, lo que convier-
te a Costa Rica en el primer país del
mundo que permite el acceso directo de
los menores de edad a este tipo de me-
canismos (Sala Constitucional, 1993a). 

De igual manera se han ampliado
los mecanismos para la tutela de los
derechos políticos, de mayor desarro-
llo en la historia institucional del país,
a través de dos nuevos elementos: la
aplicación del amparo electoral por el
TSE (sentencia 0638), como herra-
mienta procedimental para la tutela
efectiva de los derechos político-elec-
torales de las y los ciudadanos, y la re-
gulación del Estado sobre la actividad
interna de los partidos políticos, esta-
blecida por la Sala Cuarta en el voto
5379-97 (Sala Constitucional, 1997d)
(véase la sección sobre el sistema de
partidos políticos en este mismo capí-
tulo). También se extendieron los de-
rechos políticos de las mujeres, con la
decisión del TSE de no inscribir pape-
letas para puestos de elección popular
que no tengan por lo menos un 40% de

candidatas en puestos elegibles (véase
el apartado sobre democracia repre-
sentativa, más adelante).

Mejoran controles sobre 
la tutela de derechos 
por la Administración Pública  

En años recientes se establecieron
en el país instancias de control en
áreas novedosas y se desarrolló una
jurisprudencia constitucional que per-
mite proteger los intereses difusos y
colectivos de la ciudadanía. Un paso
en el perfeccionamiento del sistema de
tutela de los derechos humanos fue la
creación, en 1992, de la Defensoría de
los Habitantes de la República (DHR),
como institución independiente17 y es-
pecializada. El fin de la Defensoría es
proteger a las y los habitantes de los
actos de la Administración Pública que
atenten contra los derechos ciudada-
nos. En la DHR se agruparon las dis-
tintas defensorías que existían en el
Ministerio de Justicia, con excepción
de la Defensoría de los Derechos de
Consumidor, que fue absorbida por el
Ministerio de Economía, y la fiscaliza-
ción de los servicios públicos, que ac-
tualmente realiza la ARESEP18. Asi-
mismo, algunas de las atribuciones
que tuvo la Procuraduría General de la
República para ejercer su labor de pro-
tección pasaron a la Defensoría19. 

En relación con las entidades pree-
xistentes, una novedad de la Defenso-
ría es su capacidad para revisar de ofi-
cio actos de la Administración, es
decir, sin que medie la solicitud de un
ciudadano. De esta forma ha desarro-
llado un control de los intereses difu-
sos de la población, por medio de la
fiscalización en temas como violencia
doméstica, educación, trato al ciudada-
no, reforma fiscal, desechos sólidos,
acceso a la información administrativa,
privilegios en la función pública y ac-
tos de política exterior, entre otros. El
número de temas examinados de oficio
varía significativamente de un año a
otro, de acuerdo con el criterio del je-
rarca de la institución. Desde su crea-
ción y hasta el 2001 la DHR había
abierto 396 casos de oficio. Es impor-
tante el papel que juega esta entidad
en la representación de los intereses
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institución es calificada positivamente
por los usuarios, sobre todo en cuanto
al trato del funcionario (95% señala
que fue amable o muy amable). Como
desafíos se identifican el desconoci-
miento de los usuarios en materia de
medios electrónicos (no presenciales)
para presentar una denuncia y el he-
cho de que las personas reciben poca
información sobre la evolución de sus
casos (Escuela de Ciencias Políticas,
UCR, 2003).

También han sido mejor tutelados
los derechos de los consumidores, tan-
to por la Sala Constitucional como me-
diante la aprobación de la Ley de
Competencia y Protección al Consu-
midor. Los mecanismos de protección
combinan instancias administrativas,
de conciliación y judiciales. La Comi-
sión Nacional del Consumidor es el ór-
gano de acceso directo, que se activa

con una denuncia de un consumidor,
aunque no sea el directamente agra-
viado. En su primer año de funciona-
miento (1995) la Comisión recibió 785
denuncias y tuvo un auge dos años des-
pués, cuando el número de casos sobre-
pasó las 2.500, pero actualmente está
recibiendo una cifra cercana a las reci-
bidas en 199521. Este descenso se expli-
ca, entre otras razones, por el efecto de
los mecanismos de conciliación. 

Por su parte, la regulación pública
en materia ambiental se vio fortalecida
con tres nuevas instancias: el Tribunal
Ambiental Administrativo (TAA)22,
creado en 1995 para conocer, tramitar y
resolver las denuncias por violaciones
a la legislación ambiental y los recursos
naturales; la Procuraduría del Ambien-
te, ante la cual los particulares, en for-
ma individual o colectiva, pueden plan-
tear denuncias por violación a la zona

de los usuarios en los procesos de opo-
sición a los ajustes de tarifas que reali-
za la ARESEP; empero, ante el aumen-
to de la participación de los
ciudadanos organizados, la Defensoría
ha ido replegando su intervención en
este ámbito (cuadro 5.2) (Programa Es-
tado de la Nación, 2003). 

En cuanto a la percepción ciudada-
na, según los estudios de opinión de la
firma UNIMER, la Defensoría goza
uno de los más altos niveles de con-
fianza del país. Sin embargo, al igual
que el resto de las instituciones públi-
cas, ha venido experimentado una
disminución en este sentido, pues ha
pasado de un 80% de confianza ciuda-
dana en el 2000, a un 72% en el 2002 y
a un 69% en el 2004 (UNIMER, 2002
y 2004). Los resultados de una encues-
ta exploratoria20 sobre la calidad del
servicio brindado, muestran que esta

CUADRO 5.2

Evolución de la cantidad de casos tramitados en las principales instituciones de control. 1996-2003

Mecanismos de control Año base Crecimiento sobre año base Tendencia año base-2003
1996 1998 2000 2002 2003

Procuraduría General de la República
Dictámenes y opiniones jurídicas 1995=345 117,1 115,1 147,8 289,6 Crecimiento muy elevado
Consultas relacionadas con materia     
constitucional 1995=169 60,9 68,0 49,7 114,8 Crecimiento leve

Contraloría General de la República
Informes de fiscalización y 
relaciones de hecho 1997=88 193,2 195,5 284,1 238,6 Crecimiento muy elevado
Solicitudes de la Asamblea Legislativa 1999=189 124,3 138,1 246,6 Crecimiento muy elevado
Presupuestos ordinarios aprobados             
y modificaciones 1997=1.067 138,0 142,9 136,9 125,2 Crecimiento moderado

Defensoría de los Habitantes 
de la República

Consultas 1995=19.916 131,1 65,7 99,4 111,5 119,8 Crecimiento leve
Expedientes abiertos 1995=2.049 73,0 101,6 75,4 97,3 94,0 Disminución leve
Casos de oficio 1995=64 171,9 89,1 35,9 Disminución fuerte

Audiencias públicas en la ARESEP 1997=70 112,9 87,1 168,6 182,9 Crecimiento muy elevado
Casos presentados ante la 
Comisión de Promoción de la Competencia 1995=14 321,4 371,4 421,4 414,3 585,7 Crecimiento muy elevado
Denuncias en la Comisión Nacional 
del Consumidor 1995=781 239,7 285,5 211,3 89,9 111,9 Crecimiento leve
Denuncias recibidas por el Tribunal 
Ambiental Administrativo 1997=46 195,7 502,2 432,6 493,5 Crecimiento muy elevado

Tendencia: 100-125: crecimiento leve; 126-150: crecimiento moderado; 150-175: crecimiento elevado; más de 175: crecimiento muy elevado;

75-99: disminución leve; 50-74: disminución moderada; menos de 50: disminución fuerte.

Fuente: PGR, 2004; CGR, 1997 a 2004; DHR, 1997 a 2004; ARESEP, 1999 a 2004; CNC, 2003 y Bonilla, 2004. 
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marítimo-terrestre o daños al medio
ambiente (por deforestación, quemas,
contaminación), sin que medien trámi-
tes complejos, y la Fiscalía Ambiental
del Ministerio Público (véase capítulo
4). Las denuncias conocidas por el TAA
desde su creación y hasta el año 2003
son un total de 1.12723. 

El uso que se da a estos instrumen-
tos es todavía escaso. El comporta-
miento del número de casos ingresa-
dos no ha seguido una tendencia
estable. Debe reconocerse que estos
órganos son conocidos en mucho me-
nor medida que los otros entes de con-
trol que se han señalado y que en mu-
chos casos las denuncias ambientales
también son interpuestas directamente
ante los juzgados o ante los Comités
de Vigilancia de los Recursos Natura-
les (COVIRENAS) que funcionan en el
contexto local (capítulo 4).

En el ámbito financiero también se
crearon, mediante leyes, nuevas insti-
tuciones de control: en 1995 la Supe-
rintendencia General de Entidades Fi-
nancieras (SUGEF), en 1997 la
Superintendencia General de Valores
(SUGEVAL) y en 2002 la Superinten-
dencia de Pensiones (SUPEN), las cua-
les son objeto de análisis en el capítu-
lo 3 de este Informe.

Los derechos ciudadanos relacio-
nados con la prestación de servicios
públicos cuentan ahora con una insti-
tución reguladora especializada, la
ARESEP, cuya principal evolución
puede identificarse en dos campos: por
una parte, el fortalecimiento de los cri-
terios técnicos para la fijación de tari-
fas, mediante la aplicación de regla-
mentos específicos para los diferentes
sectores (hidrocarburos, telecomunica-
ciones, electricidad, etc.), que estable-
cen un nuevo marco regulatorio y pro-
cedimental, disminuyendo así la
discrecionalidad de los técnicos y de
los procesos, y, por otra parte el au-
mento de la participación ciudadana
en las instancias creadas al efecto
dentro de la institución, incluyendo a
grupos organizados de consumidores
(Programa Estado de la Nación, 2003).
En 1997 participaron en las audiencias
públicas convocadas por la ARESEP
1.710 personas, cifra que aumentó a

futuro, en la corriente legislativa se en-
cuentran dos proyectos de ley que bus-
can dotar a las contralorías de servicios
de un marco normativo propio que les
permita superar su actual situación de
dispersión y convertirse en un verdade-
ro sistema de seguimiento que provea
insumos para la mejora del servicio que
prestan las instituciones (Proyecto Esta-
do de la Nación, 2001b)27.

Avances incipientes en el 
control de las finanzas públicas 

Pese a los desarrollos normativos e
institucionales registrados, los cambios
en el control de las finanzas públicas no
tuvieron en la última década la magni-
tud de las modificaciones que se produ-
jeron en los otros ámbitos examinados
hasta el momento. Persisten importan-
tes vacíos que dificultan la consolida-
ción en la práctica del modelo para la
rendición de cuentas a posteriori, con
base en indicadores de gestión. La fis-
calización de la Hacienda Pública sigue
estando muy centrada en la CGR, enti-
dad a la que constantemente se le han
venido asignando nuevas funciones (Vi-
llarreal, 2004). La novedad han sido los
esfuerzos de la Asamblea Legislativa
para pedir cuentas a los jerarcas de las
instituciones sobre el uso de fondos pú-
blicos (Programa Estado de la Nación,
2003). Se reitera entonces el desafío
mencionado en otros Informes, sobre

1.930 en el año 2002, número a su vez
cercano a las 2.024 personas que asis-
tieron en 1999, cuando se registró la
mayor cantidad de participantes24.

Las contralorías de servicios son
otro mecanismo para el control de la
calidad de los servicios públicos, crea-
do en 1993 mediante decreto ejecuti-
vo25. Se trata de una figura incipiente,
que tiene diferentes grados de consoli-
dación según los sectores o institucio-
nes. Algunas tienen importantes recur-
sos a su disposición y responsabilidades
específicas asignadas, mientras que
otras prácticamente solo existen de
nombre. No hay un informe consolidado
del quehacer de estas entidades, ni in-
formación sobre el funcionamiento del
sistema de contralorías. Su principal de-
bilidad, aparte de la poca solidez de su
amparo legal (un decreto ejecutivo) es
que no se compele a las instituciones a
darles una asignación independiente de
recursos; tampoco están programadas
para tener una incidencia en el proceso
de elaboración de políticas instituciona-
les o en los planes operativos anuales. 

Lo que sí ha existido es una ten-
dencia a la instalación de nuevas con-
tralorías en un número cada vez mayor
de instituciones, en especial del sector
salud (hospitales y clínicas) y, más re-
cientemente, en el Poder Judicial, en la
Defensoría de los Habitantes y en el
Tribunal Supremo de Elecciones. En
total se ha pasado de 62 contralorías
en 1997 a 178 en 2003, de las cuales
127 se han creado en el sector social,
en el que destaca el sector salud, con
11526 (cuadro 5.3). Sobre su evolución a

CUADRO 5.3

Número de contralorías de servicios por año, según sector institucional.
1997-2003

Instituciones por sector 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003

Total 62 81 78 150 149 163 178
Instituciones intersectoriales 6 8 7 7 10 8
Sectores económicos 29 30 28 29 0 29 28
Sectores sociales 27 39 38 109 0 113 127
Otros 0 4 5 5 0 11 15

Fuente: Elaboración propia con base en el Registro Oficial de Contralores de Servicio, MIDEPLAN.

>> PARA MÁS INFORMACIÓN SOBRE EL TEMA EVOLUCIÓN
DE LOS MECANISMOS DE CONTROL
Véase Villarreal, 2004 en el sitio 
www.estadonacion.or.cr.
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la escasa posibilidad de seguimiento
que tienen estos mecanismos en cuan-
to al control de sus resoluciones y el
establecimiento de sanciones para
quienes no se apeguen a ellas. 

La Asamblea Legislativa ha empe-
zado a generar actividad en el ámbito
de la fiscalización posterior de la Ha-
cienda Pública y, en esta materia, ha
trabajado en conjunto con la CGR28.
En 1991, al crearse la Comisión Perma-
nente Especial para el Control del In-
greso y el Gasto Público, se generaron
las condiciones para que la Asamblea
Legislativa cumpla el mandato constitu-
cional de fiscalización posterior del Pre-
supuesto Nacional, por primera vez des-
de 1949. Desde su establecimiento, la
práctica política ha sido que esta Comi-
sión siempre sea presidida por un dipu-
tado o diputada de la oposición. En sus
primeros diez años de funcionamiento,
la Comisión se dedicó a elaborar la le-
gislación que le permitiera realizar un
control presupuestario basado en indi-
cadores de gestión. Esta ley fue aproba-
da en el 2002, con el nombre de Ley de
Administración Financiera y Presu-
puestos Públicos, y junto con la más re-
ciente Ley General de Control Interno
conforma el marco legal de la adminis-
tración para la rendición de cuentas
(Saborío, 2004b). 

La reforma al artículo 11 de la
Constitución en el año 2000, y la nue-
va ley de presupuestos públicos, intro-
dujeron en el país el esquema de admi-
nistración gerencial en el sector
público29. La reforma constitucional
proporcionó el marco normativo supe-
rior para introducir la cultura de la
responsabilidad de las autoridades, de
someterse a evaluación y rendir cuen-
tas como un mandato expreso. De esta
forma, la rendición de cuentas está di-
señada a partir de la evaluación de re-
sultados, para lo cual se requiere que
la preparación de presupuestos incor-
pore los objetivos, metas e indicadores
de cumplimiento sobre los que se debe
realizar la fiscalización posterior (Sa-
borío, 2004b), según se normó en la
nueva Ley de Presupuestos Públicos. 

El talón de Aquiles de este esquema
es que tanto la formulación
presupuestaria como la fase de evaluación

descansan sobre dos instrumentos que
en Costa Rica tienen serias limitacio-
nes: la función de análisis y planifica-
ción estratégica del Estado, que debe
servir como base fundamental para la
elaboración del otro instrumento, el
Plan Nacional de Desarrollo. El MI-
DEPLAN ha sido prácticamente des-
mantelado en términos de recursos
humanos y financieros, y no hay indi-
cios de que la planificación estratégica
esté siendo realizada por otra entidad.
Por su parte, el Plan Nacional de De-
sarrollo dista mucho de serlo; en reali-
dad es un documento en el cual cada
gobierno traduce su propuesta de cam-
paña en una serie de objetivos para su
administración. La Comisión Especial
Mixta del Pacto Fiscal ha abordado es-
ta debilidad, y ha propuesto la figura
de un plan de desarrollo de diez años,
con planes cuatrienales de cumpli-
miento que corresponderían a cada ad-
ministración; no obstante, se descono-
ce el contenido final de esta propuesta.
Así las cosas, el ciclo presupuestario
establecido en la nueva ley no logra
fortalecer el control presupuestal pro-
gramático, que a su vez ampliaría el
control político desde la Asamblea Le-
gislativa. 

La CGR se ha consolidado como el
pivote del control sobre la Hacienda
Pública costarricense. Hoy esta enti-
dad cuenta con más funciones, mayor
alcance y nuevos ámbitos de control.
La actividad legislativa ha tendido a
asignarle cada día más responsabilida-
des (cuadro 5.4) y en un período de
cuatro años, diferentes cuerpos nor-
mativos, así como resoluciones de la
Sala Constitucional, le han agregado
cerca de cien funciones. En este senti-
do fue especialmente importante la re-
solución de la Sala Cuarta que dispuso
que la CGR debe refrendar todos los
contratos del Estado. A partir del pri-
mer año de acatamiento de esta reso-
lución, el número de contratos anuales
refrendados por el ente contralor osci-
la entre 800 y 1.200. 

Además del aumento de funciones,
en los últimos años se ha evolucionado
hacia la ampliación de las competen-
cias contraloras. Como base, la nueva
Ley Orgánica de la CGR elevó su

papel al definirla como el órgano de
control superior de la Hacienda Públi-
ca y de rectoría del sistema de fiscali-
zación. Como ente rector de la fiscali-
zación, la Contraloría ha incursionado
en el tema de la rendición de cuentas,
con la elaboración de un proyecto ins-
titucional que busca diseñar un siste-
ma de rendición de cuentas (CGR,
2004). 

Paralelamente se ha fortalecido el
control interno en las instituciones,
con base en la nueva Ley de Control
Interno, que fortalece los alcances de
las auditorías internas de las institu-
ciones y su relación con la CGR30.
También se han abierto en la Contra-
loría canales que permiten el control
vertical, es decir, el activado por los
ciudadanos, que tienen la posibilidad
de presentar denuncias sobre irregula-
ridades y otros aspectos de la gestión
de la Hacienda Pública. Desde 2001
existe la Unidad de Atención de De-
nuncias Ciudadanas, que atendió 572
casos en el 2003. Para la recepción y
procesamiento de estos reclamos, en
la Secretaría Técnica de la División de
Fiscalización Operativa y Evaluativa
se cuenta con un equipo de atención
de denuncias (cuadro 5.5).

Desde el punto de vista del control
previo, la CGR cubre al 100% de las
instituciones públicas sobre las cuales
tiene competencia, pues debe aprobar
o improbar todos los presupuestos de
las instituciones autónomas y de los
gobiernos locales para que estos pue-
dan ser ejecutados. El control poste-
rior, en cambio, no está tan extendido.
Por ejemplo, durante el 2001 la CGR
ejerció este tipo de fiscalización sola-
mente sobre el 22,2% de una meta de
370 instituciones (número de entida-
des contabilizado por el Informe, véa-
se más adelante).

El sistema de control del uso de los
fondos públicos vino a fortalecerse
con un mecanismo judicial, al trans-
formarse la Unidad de Delitos Econó-
micos del Ministerio Público en la Fis-
calía contra la Corrupción, mediante
la Ley de Creación de la Jurisdicción
Penal de Hacienda y de la Función Pú-
blica (Asamblea Legislativa, 2002a),
que establece como “jurisdicción



CAPITULO 5 FORTALECIMIENTO DE LA DEMOCRACIA ESTADO DE LA NACION 323

especializada” la materia penal de ha-
cienda y la función pública, lo que con-
llevó la creación de un Juzgado Penal
de Hacienda y un Tribunal Penal de
Hacienda. Estos órganos conocen en
forma exclusiva los delitos contra los
deberes de la función pública y los de-
litos tributarios, así como los previstos
en la Ley de Aduanas y sus reformas y
la Ley Orgánica del Banco Central. 

Adicionalmente, en el año 2002 se
creó la Procuraduría de la Ética Pública,
como una instancia especializada de la
PGR. El Procurador General interpuso un
recurso de inconstitucionalidad por consi-
derar que esta entidad duplica funciones
de otras instituciones, como la CGR o la
DHR. La Sala Cuarta resolvió que, si bien
la creación no es inconstitucional, la ley sí
debe incluir una asignación de recursos
(Sala Constitucional, 2003a).

No aumentaron los recursos 
para el control de la acción pública

El fortalecimiento normativo y
funcional de las instituciones de con-
trol no ha sido acompañado por la
respectiva asignación de recursos. A
lo largo de estos años la tendencia no
ha sido estable: en algunas institucio-
nes se ha registrado un fortalecimien-
to (DHR), pero en otras ha habido re-
cortes (ARESEP) y, en general, se
observan altibajos en los presupues-
tos dedicados a los tres principales
entes de control horizontal (ARESEP,
CGR, DHR). Tampoco hay un patrón
definido en cuanto al crecimiento de
las plazas. Desde una perspectiva de
más largo plazo, es interesante cons-
tatar que en 1975 solo la CGR gastaba
el mismo porcentaje del presupuesto
total de la República que en el 2003
absorbieron la CGR, la DHR y la
ARESEP. Los presupuestos sumados
de estas tres entidades representan el
0,05% del total del Presupuesto Ordi-
nario de la República, misma propor-
ción que gastaba en 1975 la CGR, pe-
ro muy superior al gasto que realizan
otros países centroamericanos31 (gráfi-
co 5.1).

CUADRO 5.4

Principales funciones de la Contraloría General de la República según la ley orgánica vigente. 1997-2003

Función y actividad 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 Tasa de crecimiento 2002-2003 (%)
Función 1: Fiscalización
Informes de fiscalización 88 116 88 125 202 224 170 -24,11
Relaciones de hecho 54 52 47 46 26 40 53,85
Solicitudes de información 
de la Asamblea Legislativa 154 188 251 248 425 71,37
Denuncias de los diputados 
sobre irregularidades en el 
manejo de la Hacienda Pública 35 47 36 13 41 215,38
Subtotal 88 170 329 407 535 511 676 32,29
Función 2: Control presupuestario
Presupuestos ordinarios aprobados 234 327 338 425 374 340 315 -7,35
Modificaciones presupuestarias 
y presupuestos extraordinarios 833 1.145 1.163 1.100 1.008 1.102 1.021 -8,92
Subtotal 1.067 1.472 1.501 1.525 1.382 1.442 1.336 -8,56
TOTAL 1.155 1.642 1.830 1.932 1.917 1.953 2.012 3,02
Porcentaje de actividades 
función 1/función 2 8,2 11,5 21,9 26,6 38,7 23,4 30,9 

Fuente: Memorias Anuales de la CGR, 1997-2003. 

CUADRO 5.5

Clasificación de las denuncias recibidas en la Unidad de 
Atención de Denuncias Ciudadanas de la CGR, según estado. 2000-2003 

Estado 2000 % 2001 % 2002 % 2003 %
Archivado 32 10,5 128 23,9 125 23 122 21,3
Pendiente en investigación 0 0,0 0 0,0 5 1 38 6,6
Resueltos 94 30,8 112 20,9 100 19 111 19,4
Traslado externo 77 25,2 172 32,1 159 30 131 22,9
Traslado interno 10 3,3 29 5,4 16 3 170 29,7
Traslado Dirección de 
Fiscalización Operativa 
y Evaluativa 92 30,2 95 17,7 91 17 0 0,0
Valoración 0 0,0 0 0,0 40 7 0 0,0
Total general 305 100,0 536 100,0 536 100,0 572 100,0

Fuente: División de Estrategia Institucional, CGR. 
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Menor capacidad institucional 
para ejecutar mandatos ciudadanos

En comparación con lo que sucedía
a inicios de la década de los noventa,
hoy en día la acción de gobierno es
más compleja y restringida. Hay más
controles, más límites, pero menor ca-
pacidad institucional para ejecutar ac-
ciones de política pública32. No se han
producido dos grandes acuerdos polí-
ticos necesarios para aumentar la ca-
pacidad estatal de acatar los mandatos
de los ciudadanos: el primero de ellos
tiene que ver con la forma de organi-
zar la institucionalidad del Estado, pa-
ra hacerla capaz de planificar, elabo-
rar, ejecutar y evaluar políticas
públicas con mayor efectividad, y el
segundo se relaciona con la necesidad
de ampliar la base fiscal del Estado, de
manera que pueda allegar los recursos
humanos y financieros que requiere
para cumplir efectivamente con su am-
pliado mandato33. La necesidad de ma-
yores recursos se genera en virtud de
que el sistema de controles sobre la
función pública no solo ha perfeccio-
nado la tutela de los derechos civiles y
políticos, que se logra por la conten-
ción de la acción del Estado frente al
individuo, sino que además ha desa-
rrollado los derechos sociales, econó-
micos y ambientales a través de

mecanismos administrativos y judicia-
les de exigibilidad, de acceso directo.
Para su realización, estos derechos de
segunda, tercera y cuarta generación
requieren un reconocimiento jurídico,
una acción positiva del Estado y garan-
tías en medidas legislativas, recursos
judiciales y presupuestales. Un gran
vacío en Costa Rica ha sido el aborda-
je de la dimensión económica (el costo
de los derechos) y de las implicaciones
tributarias que tienen el reconocimien-
to y la garantía de un derecho (Holmes
y Sunstein, 2000; Carrillo, 2001).

Frente a este panorama, el margen
de acción del Estado se ha restringido
en términos de disponibilidad de re-
cursos económicos: el servicio de la
deuda pública demanda un porcentaje
cada vez mayor del presupuesto del
Gobierno, la liberalización comercial
ha reducido los ingresos fiscales por
concepto de gravámenes al comercio,
la carga tributaria con respecto al PIB
no ha aumentado significativamente,
los sectores más dinámicos de la eco-
nomía tienen pocos encadenamientos
locales y su contribución al Fisco no
corresponde con la proporción de su
peso en la economía (capítulo 3). 

En este contexto, es precisamente
el Poder Ejecutivo el que más ha visto
reducida su capacidad de ejecución, en

contraste con los otros poderes. El for-
talecimiento del entramado de contro-
les sobre la Administración ha provo-
cado en el Ejecutivo la creación de un
sistema de “atajos”, en busca de mayor
flexibilidad administrativa y financie-
ra. La ampliación del número y la di-
versidad de entidades a través de las
cuales se ejecuta la labor de gobierno
dio lugar a una mayor complejidad en
sus estructuras, a la vez que se redujo
significativamente la proporción de re-
cursos que se ejecutan a través del Go-
bierno Central. Esto ha generado un
panorama institucional que dificulta y
mantiene maniatadas la coordinación,
la planificación y la ejecución de polí-
ticas estatales (Alfaro, 2004). Al mis-
mo tiempo, la acción de gobierno de
cualquier administración, indepen-
dientemente de su proyecto político,
está delimitada por las reformas que
se produjeron en la década, que am-
pliaron las capacidades en algunos
sectores y las desmantelaron en otros. 

Atomización, dispersión y la 
búsqueda de “atajos” institucionales

Desde un punto de vista institucio-
nal, a diferencia de otros países de
América Latina en los que se dio una
reducción sustancial del tamaño del
Estado, en Costa Rica este nunca ha
dejado de crecer. Hoy existen más en-
tidades que al inicio de la década. En-
tre 1990 y 1999 se creó un total de 84
entidades públicas, un crecimiento de
la estructura pública mayor que en el
período cúspide del estatismo, en la
década de los setenta (cuadro 5.6). 

Lo que sí se ha producido es un
cambio en el tipo de organismos que
se establecen en busca de flexibilidad
administrativa, y que producen una
mayor dispersión institucional. Así, en
términos del número de nuevas enti-
dades, el crecimiento del Estado en el
período 1990-2003 fue cualitativamen-
te diferente al período de incremento
de los años setenta, en el cual se crea-
ron o modificaron instituciones para
desarrollar actividades exclusivas del
Estado social34, es decir, órganos cuyo
fin es prestar bienes y servicios públi-
cos de alcance más general, tales como
el Ministerio de Salud, el IMAS, el

Fuente: Elaboración propia con base en las Memorias Anuales de la CGR, 1990-2002.

GRAFICO 5.1

Costa Rica: crecimiento de los presupuestos reales de la
Contraloría General de la República, la Defensoría de los
Habitantes y la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos.
1990-2002
(año base 1995=100)
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Ministerio de Cultura, Juventud y De-
portes, el Registro Nacional, tres uni-
versidades públicas y la Dirección de
Desarrollo Social y Asignaciones Fa-
miliares, junto con la emergencia de
veintisiete entes adscritos a los minis-
terios.

El crecimiento institucional del pe-
ríodo 1990-1999 refleja un alto grado de
atomización y dispersión. De las 84 nue-
vas entidades, 30 son órganos adscritos
a los ministerios, 16 son entidades

públicas de naturaleza “particular”, 11
son empresas públicas e igual número
corresponde a entidades autónomas o
semiautónomas (Alfaro, 2004). Sobre-
salen el surgimiento de entidades co-
mo tribunales (Aduanero, Ambiental),
fondos (Forestal, Ambiental), consejos
(Vialidad, Concesiones) y la llegada de
nuevas instituciones al sistema finan-
ciero nacional (puestos de bolsa, socie-
dades administradoras de fondos de
inversión y operadoras de pensiones
complementarias).

La otra característica del período
es, como ya se mencionó, la creación
de un sistema de “atajos” para la eje-
cución de políticas, a fin de contar con
mayor flexibilidad administrativa y

presupuestaria de la que tienen las
instituciones formales del Estado.
Han proliferado las figuras de órganos
adscritos a los ministerios35, entes pú-
blicos no estatales y otras entidades de
diferente naturaleza jurídica y funcio-
nal, como mecanismos a través de los
cuales se desarrollan políticas y pro-
gramas, además del uso y abuso de la
figura de la personalidad jurídica ins-
trumental, todo lo cual constituye un
reflejo de la atrofia del Estado costa-
rricense. Además de la búsqueda de
flexibilidad, este particular esquema
parece diferenciar a los órganos que
elaboran políticas de aquellos que las
ejecutan. 

CUADRO 5.6

Número de entidades públicas por fecha de creación, según naturaleza jurídica. 1950-2004

Naturaleza jurídica a/ Antes de 1950 1950- 1959 1960- 1969 1970- 1979 1980- 1989 1990- 1999 2000 - 2004 No disponible Total 
Poderes 5 0 0 0 0 1 0 0 6
Gobierno Central 4 1 3 4 4 3 0 0 19
Empresas públicas 1 0 1 5 0 11 2 1 21
Sector descentralizado 
institucional 12 9 5 10 5 12 2 0 55
Sector descentralizado 
territorial 74 2 7 9 1 1 1 0 95
Entidades públicas 
no estatales 3 2 11 6 5 10 1 0 38
Órganos adscritos 6 4 10 27 11 30 15 0 103
Entidades públicas 
“particulares” 1 0 0 5 7 16 2 2 33
Total  b/ 106 18 37 66 33 84 23 3 370

a/ Poderes: incluye los tres poderes de la República, la Contraloría General de la República y la Defensoría de los Habitantes, como órganos auxiliares de la Asamblea

Legislativa, y el TSE. Gobierno Central: incluye los ministerios y la Procuraduría General de la República. Empresas públicas: entidades públicas constituidas en

sociedades anónimas estatales. Sector descentralizado institucional: abarca las instituciones autónomas y semiautónomas y sus dependencias, así como órganos

públicos estatales. Sector descentralizado territorial: comprende las 81 municipalidades del país y sus órganos adscritos. Entidades públicas no estatales: incluye

colegios profesionales y otras entidades que señala la ley. Órganos adscritos: abarca entidades adscritas y dependencias de los ministerios. Entidades públicas

“particulares”: programas, proyectos, fondos y direcciones, entre otros. Para un listado con el detalle de las entidades para cada categoría de naturaleza jurídica,

véase Alfaro, 2004, en el sitio www.estadonacion.or.cr

b/ Se registran 15 entidades que actualmente no existen o se transformaron en otros entes, tales como la Dirección del Triángulo de Solidaridad, la Secretaría del

Triángulo de Solidaridad, el Banco Anglo Costarricense, la Junta de Defensa del Tabaco (en proceso de liquidación), la Corporación Costarricense de Desarrollo, la

Dirección Nacional de Comunicaciones, el Patronato Nacional de Comunicaciones, el Consejo Nacional de Drogas, el Consejo Nacional para Refugiados, los Centros

Agrícolas Cantonales (hoy en día existen, pero son de carácter privado), el Movimiento Nacional de Juventudes, la Dirección General de Educación Física y Deportes,

el Centro de Inteligencia Conjunta Antidrogas, el Centro Nacional de Prevención contra Drogas y el Centro Nacional para el Desarrollo de la Mujer y la Familia. 

Fuente: Elaboración propia con base en la fechas de creación de las entidades, consultadas en el Sistema Nacional de Legislación Vigente (SINALEVI, 2004) de la

Procuraduría General de la República.

>> PARA MÁS INFORMACIÓN SOBRE EL TEMA REFORMA
INSTITUCIONAL DEL ESTADO
Véase Alfaro, 2004  en el sitio 
www.estadonacion.or.cr.
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Los órganos adscritos a los minis-
terios representan la mayor cantidad
de entidades creadas entre 1990 y 2003
(45 de un total de 107). Estos desarro-
llan una competencia independiente
del órgano del cual derivan, pero su
manejo presupuestario y contractual
se da por medio del presupuesto y la
proveeduría de la institución central,
con la salvedad de que su presupuesto
no es desglosado, valorado y discutido
en la Asamblea Legislativa, sino que se
ejecuta mediante transferencias globa-
les, que pueden o no estar sujetas a
control por parte de la CGR, según sea
la magnitud del monto girado. Aquí se
destacan los casos del Ministerio de
Cultura, Juventud y Deportes (18 órga-
nos), el Ministerio de Salud (12) y el
Ministerio de Obras Públicas y Trans-
portes (9). Buena parte de las acciones
de estas carteras se llevan a cabo a tra-
vés de esos órganos adscritos.

Por los asuntos que tratan, los en-
tes adscritos están más orientados a
desagregar competencias del Gobier-
no Central en la atención de situacio-
nes que se consideran prioritarias para
una política específica; cubren sectores
o áreas de acción que han quedado al
descubierto y que reflejan la especifici-
dad de las demandas que se ejercen
sobre la acción estatal. Entre otros,
abordan temas como drogas, persona
joven, adulto mayor, madre adolescen-
te, no videntes, discapacidad y rehabi-
litación, becas, promoción de la cultu-
ra en museos, teatros y centros,
mercadeo agropecuario, protección
del medio ambiente en parques nacio-
nales, administración forestal y recur-
sos marinos, entre otros (Alfaro, 2004). 

Durante el período también se crea-
ron los entes de naturaleza “particular”,
órganos establecidos por las instituciones
primarias para desempeñar a través de
ellos funciones y servicios que les corres-
ponden. La gestión de estas entidades se
realiza mediante estructuras indepen-
dientes, con personería jurídica y dota-
das de patrimonio propio, que actúan con
autonomía formal, pero cuya organiza-
ción, funciones y denominación están so-
metidas al control del órgano institucio-
nal primario (Saborío, 2000). En esta
categoría se encuentran:

■ once programas ministeriales (seis
en el Ministerio de Agricultura y
Ganadería, tres en el Ministerio de
Educación Pública y dos en el Mi-
nisterio de Cultura, Juventud y De-
portes);

■ once fondos que administran recur-
sos en áreas como desarrollo social y
asignaciones familiares, tránsito,
medio ambiente, migración y guar-
dacostas;

■ tres direcciones (dos en el Ministe-
rio de Ambiente y Energía y uno en
el Ministerio de Agricultura y Gana-
dería), y 

■ ocho entidades “particulares” que
aglutinan casos como los de unida-
des ejecutoras, unidades técnicas,
proyectos y contratos de préstamo,
principalmente. 

El “atajo” que merece mayor análi-
sis, en virtud de que evidencia los resul-
tados del entrabamiento de la función
pública, es el otorgamiento de persone-
ría jurídica instrumental a órganos ads-
critos, o a otras instancias de diversa na-
turaleza y ubicación, para que ejecuten
funciones o recursos públicos. La figura
de la personería jurídica instrumental es
un poder que el legislador le da a un ór-
gano adscrito al Gobierno Central o a
una entidad pública no estatal, para que
ejerza una competencia específica de
manera desconcentrada y con presu-
puesto independiente, aprobado por la
Contraloría General de la República.
Se dan casos en los que algunas de las
principales funciones asignadas a un
departamento ministerial u oficina ins-
titucional no son realizadas por los
servicios centralizados de estos, sino
por sus organismos autónomos (Sabo-
río, 2000). Bajo esta figura, el ente
cuenta con su propio jerarca, que ago-
ta la vía administrativa, y tiene flexibi-
lidad en la ejecución presupuestaria y
la contratación administrativa, en for-
ma independiente de la entidad a la
cual pertenece. Se pueden considerar
“mini-instituciones autónomas”, con la
salvedad de que tienen una conexión
con el Gobierno Central. 

Asignación de recursos humanos 
y financieros para transformar 
el Estado 

En el país se ha producido una dis-
minución del empleo público medido
con respecto a la población económica-
mente activa. La proporción de perso-
nas ocupadas en el Gobierno Central,
instituciones autónomas y semiautóno-
mas y municipalidades, pasó de un 17%
de la población ocupada total en 1990, a
un 13,9% en el 2003, con pequeñas re-
cuperaciones en los años 1992 y 2000
(Alfaro, 2004).

En términos absolutos, sin embar-
go, en el 2003 el Estado tenía contrata-
dos más funcionarios que en 1990. La
cantidad de plazas ocupadas ha creci-
do todos los años, excepto entre 1994
y 1996 (gráfico 5.2)36. Los programas
de movilidad laboral, tendientes a re-
ducir el empleo público, fueron episó-
dicos (1991, 1992, 1995 y 1996) y produ-
jeron disminuciones que no fueron
duraderas. Los períodos de recorte
fueron seguidos por prontas recupera-
ciones del nivel de empleo (aunque no
necesariamente inmediatas ni en la
misma magnitud). En general, las polí-
ticas de restricción de contrataciones
en el sector público se redujeron y a
partir del año 2000 empezó a revertir-
se la tendencia a la disminución del
empleo. Con respecto a la población
total, el empleo público subió de
13,0% en 1999 a 15,0% en 2000, para
ubicarse en 13,9% en el 2003. 

El Poder Ejecutivo ha sido un per-
dedor nato. Pese al significativo au-
mento en la cantidad de instituciones
que lo componen, los recursos a su
disposición han disminuido en la últi-
ma década. En efecto, el gasto real per
cápita pasó de 77.348 colones en 1994
a 64.073 colones en el 2003. En otras
palabras, una menor cantidad de re-
cursos se canaliza por medio de más
instituciones, que están más dispersas
y atomizadas (gráfico 5.3). El otro sec-
tor golpeado es el municipal, que man-
tuvo un gasto real per cápita marginal
(entre 3.000 y 5.000 colones anuales
durante la década). En cambio, otros
sectores públicos evolucionaron en
forma positiva, por lo que puede
decirse que se ha producido un
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reordenamiento del gasto dentro del
Estado, especialmente en el sector de
las instituciones descentralizadas (em-
presas financieras, no financieras e ins-
tituciones públicas de servicio). Esto ha

ocasionado un debilitamiento del con-
trol político sobre los presupuestos pú-
blicos, pues el presupuesto del Gobier-
no Central, que está sujeto a aprobación
legislativa, ha perdido importancia con

respecto al total del gasto público, mien-
tras ha aumentado el porcentaje de los
presupuestos de las empresas públicas
no financieras (incluidas las “mega-insti-
tuciones”: ICE, ICAA, RECOPE, CNFL,
ESPH, JASEC), que no son sometidos al
control parlamentario. En efecto, el gas-
to del Gobierno Central representaba
en 1994 el 33% del total de presupuesto
ejecutado por el sector público, y des-
cendió a un 20% en el 2003. 

No todos los ámbitos del Poder
Ejecutivo han sido igualmente afecta-
dos. Se han ampliado los sectores rela-
cionados con el cumplimiento de
funciones fundamentales del Estado o
la provisión de bienes públicos indis-
pensables, como educación, salud y
seguridad pública, y con la adopción
de nuevas funciones como la promo-
ción comercial en el exterior. En con-
traste, destaca el severo debilitamien-
to de los sectores institucionales
ligados a la promoción de sectores
productivos en el agro y la industria.

En términos de los recursos huma-
nos disponibles, es clara la recupera-
ción en los sectores de educación, sa-
lud y seguridad, en los que hoy existen
más funcionarios en relación con la
creciente población del país (cuadro
5.7). El sector educación, que incluye
el MEP y el INA, creció un 93% en
términos de plazas en el período 1990-
2003 y muestra un incremento progre-
sivo que se profundizó a partir de
1999. En el sector salud, el Ministerio
aumentó su personal en 152%, la
CCSS en 30%, el Consejo Nacional de
Rehabilitación en 9% y el ICAA en
6% (auque hoy posee menos emplea-
dos que en 1995). El sector de seguri-
dad pasó por una profunda reforma
que profesionalizó los cuerpos de se-
guridad, por medio de la Ley General
de Policía, de 1994, el establecimiento
de la Academia Nacional de Policía y
el aumento de efectivos; sólo en el año
2000 aumentó en 997 el número de
nuevas plazas de policía (Proyecto Estado
de la Nación, 2000) (capítulo 2). El creci-
miento total del Ministerio de Seguridad
fue del 65% entre 1990 y 2003, aunque
visto en su conjunto el sector cuenta con
un 17% menos de plazas que las reporta-
das en 1990 (Alfaro, 2004).

Fuente: Elaboración propia con datos de la Autoridad Presupuestaria y las Encuestas 

de Hogares de Propósitos Múltiples del INEC, 1986-2003.

GRAFICO 5.2

Costa Rica: número de plazas ocupadas en las entidades
públicas y población ocupada en el sector público. 1986-2003
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Fuente: Elaboración propia con base en las Memorias Anuales de la CGR, 1990-2003. 

GRAFICO 5.3

Costa Rica: presupuesto ejecutado real per cápita según
categoría de institución estatal. 1990-2003
(miles de colones de 1995)
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Los sectores severamente debilita-
dos son los vinculados con la promo-
ción de la producción local, el MAG y
el MEIC, y con la función de planifica-
ción estratégica del Estado. El sector
agropecuario es uno de los más perju-
dicados por la reducción de su capaci-
dad institucional. Hoy cuenta con la
mitad de los funcionarios que tenía en
1990, lo que significa que pasó de 5.510
plazas (1990) a 2.936 (2003); además,
en el 2003 ejecutó un 51% de los recur-
sos que ejecutaba en 1995. La disminu-
ción de funcionarios se distribuye en-
tre el Ministerio de Agricultura y
Ganadería (-38% de funcionarios), el
Consejo Nacional de Producción (-
68% en poco menos de veinte años), la
Fábrica Nacional de Licores (-32%), el
Instituto de Desarrollo Agrario (-45%
en comparación con el número de pla-
zas en 199037), y el Servicio Nacional
de Aguas Subterráneas Riego y Avena-
miento (-34%). Por su parte, el Minis-
terio de Economía se ha reducido a la
mitad en términos de empleo, y algu-
nas de sus funciones pasaron al recién
creado Instituto Nacional de Estadísti-
ca y Censos, así como al Ministerio de
Comercio Exterior, que duplicó el nú-
mero de funcionarios, aunque sigue
siendo pequeño. A su vez, la planifica-
ción estratégica del Estado, que realiza
el MIDEPLAN, también se ha ido
desmantelando. En 2003, el Ministerio

de Planificación contaba con un 62%
de las plazas y un 32% de los recursos
ejecutados en el año base (1995), y no
hay evidencia de que su función haya
pasado a otras instancias de gobierno
(gráfico 5.4).

Finalmente, en los últimos quince
años se dio en algunas áreas del Esta-
do un cambio del modelo de ejecución
del mandato, al establecerse una dife-
renciación entre las funciones de ela-
boración de políticas y las de ejecución
de programas y regulación de activida-
des. El caso más claro es el del MOPT.
A finales de los años noventa se creó
una serie de entidades (fundamental-
mente el Consejo Nacional de Conce-
siones y el Consejo Nacional de Viali-
dad), en las cuales se distribuyeron
algunas funciones y personal que antes
estaban concentrados en el MOPT
(véase sección especial sobre infraes-
tructura, anexa al capítulo 3). De esta
manera, el Ministerio sufrió una

disminución de alrededor del 49% de
sus plazas, mientras las nuevas depen-
dencias del sector con tareas específi-
cas incrementaron el número de sus
funcionarios. El MOPT pasó de tener
7.204 funcionarios en 1990 a 3.704 en
el 2003. En cambio, las cifras de em-
pleo en instancias como el Consejo
Nacional de Vialidad, el Consejo Na-
cional de Concesiones, el Consejo de
Seguridad Vial y la Dirección General
de Aviación Civil muestran incrementos
significativos. Una reestructuración pa-
recida se aprecia en el Ministerio de Co-
mercio Exterior, que define la política
comercial, negocia e implementa acuer-
dos, mientras la Promotora de Comer-
cio Exterior (PROCOMER), como ente
adscrito, ejecuta las labores de promo-
ción en los mercados extranjeros.

Un rezago estratégico: 
la débil capacidad 
institucional del gobierno local

En la última década ocurrieron im-
portantes modificaciones constitucio-
nales y legales en favor de la descen-
tralización del Estado. En 1994 se
trasladó el cobro del impuesto de bie-
nes inmuebles a las municipalidades,

CUADRO 5.7

Plazas ocupadas por 100.000
habitantes, según sector. 
1986, 1990, 1995, 2003 

Sector 1986 1990 1995 2003
Educación 1.028 1.000 1.088 1.426
Salud 873 823 837 841
Seguridad 243 228 283 268

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la

Autoridad Presupuestaria y las estimaciones y

proyecciones de población realizadas por el INEC-

CCP. 1970-2050. 

Fuente: Elaboración propia con datos de la Autoridad Presupuestaria y las Encuestas 

de Hogares de Propósitos Múltiples del INEC, 1986-2003.

GRAFICO 5.4

Costa Rica: presupuesto real ejecutado del Gobierno Central por
plazas ocupadas en el sector público. 1990-2003 
(millones de colones de 1995)
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>> PARA MÁS INFORMACIÓN SOBRE EL TEMA
Véase capítulo 3 para un análisis sobre los cambios en el
Estado desde el punto de vista de sus funciones
económicas.
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gran disparidad entre los gobiernos lo-
cales en lo que respecta a su tamaño y
su capacidad para asumir nuevas com-
petencias. Un 35,8% de las municipa-
lidades son pequeñas, según una esca-
la que considera la población, el
territorio y el número de empleados;
en estas circunstancias, el traspaso de
competencias se dificulta, ya que algu-
nas de ellas requieren al menos esca-
las regionales de ejecución y los inten-
tos por impulsar esfuerzos comunes
en ligas municipales han sido históri-
camente débiles y conflictivos (Pro-
yecto Estado de la Nación, 2000). Asi-
mismo, la Auditoría ciudadana sobre
la calidad de la democracia detectó di-
ferencias significativas en la calidad
democrática de los gobiernos locales
(Proyecto Estado de la Nación, 2001a).

Poder Legislativo: 
se fortalecen los órganos 
auxiliares, no la Asamblea

La capacidad institucional dentro
del Poder Legislativo mostró una evo-
lución contradictoria en la última dé-
cada. Los órganos auxiliares de la
Asamblea Legislativa, -la Contraloría
General de la República y la Defenso-
ría de los Habitantes- experimentaron
cierta mejora en sus capacidades para
cumplir con sus objetivos, aunque con
limitaciones presupuestarias, tal como
se analizó en las secciones anteriores.
En cambio, la Asamblea tuvo una ero-
sión en su capacidad para ejercer sus
funciones. A diferencia de otros secto-
res públicos, esta erosión no fue oca-
sionada por fuertes recortes presu-
puestarios y de recursos humanos; el
Congreso aumentó el número de pues-
tos en un 97% en el período 1990-2003
(Alfaro, 2004). La erosión se debe, en-
tre otras razones, a la creciente dificul-
tad política que enfrenta esta instancia
para tomar decisiones (véase sección
final de este capítulo) y a la persisten-
cia de procedimientos deliberativos y
administrativos que no han sido obje-
to de mayores cambios. En efecto, la
Asamblea Legislativa padece una gran
inercia funcional. Sus prácticas, proce-
sos y el tiempo de tramitación de las
leyes no variaron en la década, a pesar
del profundo cambio político que ha

experimentado. Al menos el 45% de
las leyes aprobadas en las legislaturas
analizadas ha requerido de 1 a 3 años
para su tramitación y esa tendencia no
ha tenido cambios significativos. La si-
tuación es cada vez menos efectiva en
su función de legislar (véase sección
sobre la erosión de la democracia re-
presentativa, más adelante).

La estructura interna de la Asam-
blea está enfocada principalmente en la
función legislativa. De todas las comi-
siones permanentes, solo una está de-
dicada a la función de control, la Comi-
sión para el Control del Ingreso y el
Gasto Público. Para cualquier otro te-
ma en materia de control se debe recu-
rrir a comisiones ad hoc, cuya naturale-
za dificulta el desarrollo de
procedimientos y la formación de cono-
cimiento experto sobre control político,
especialmente en el control programá-
tico de la acción de gobierno.

Aunado a este problema, la juris-
prudencia constitucional que ha deli-
mitado las atribuciones de las comisio-
nes de investigación, si bien protege
los derechos de las personas investiga-
das e introduce el debido proceso co-
mo elemento central, en la práctica ha
devaluado el impacto político de los
informes de las comisiones legislati-
vas, lo que ha tenido como consecuen-
cia indirecta una reducción notable de
la credibilidad del control político par-
lamentario38; el cuestionamiento de los
resultados de dichos informes ha con-
ducido a una pérdida de legitimidad
de este instrumento esencial de fiscali-
zación (Saborío, 2004a). En la práctica
actual, la mayoría de las personas pú-
blicas o privadas que son convocadas
por las comisiones de investigación se
presentan pero se abstienen de decla-
rar, lo que ha venido a caricaturizar el
concepto de las comparecencias ante
estas instancias. 

Nota especial: 
fortalecimiento del Poder Judicial

De los tres poderes de la Repúbli-
ca, el Judicial es el que resultó más for-
talecido en los últimos veinte años. Se
ha mencionado ya cómo el desarrollo
del control de constitucionalidad pro-
vocó un desplazamiento en el balance

en 1998 el Código Municipal introdujo
la elección directa de los alcaldes y
una reforma constitucional del 2001
estableció el mandato de trasladar,
paulatinamente, el 10% del Presupues-
to Nacional a los municipios. Sin em-
bargo, durante el período no se apre-
ció un fortalecimiento de la capacidad
institucional de las municipalidades.
En este sentido un indicador clave son
las finanzas municipales; la carga tri-
butaria municipal es apenas del orden
del 0,8% del PIB (Compendio Estadís-
tico) y, como ha sido dicho en otros In-
formes, el gasto real municipal per cá-
pita se ha mantenido en un nivel muy
bajo. Por otra parte, la reforma consti-
tucional antes citada quedó supeditada
a una ley que normase el traslado de
competencias, la que, a la fecha, no ha
sido aprobada. Este tema ha sido trata-
do con profundidad en los últimos In-
formes (Proyecto Estado de la Nación,
2000, 2001b y 2002; Programa Estado
de la Nación, 2003).

Existe una importante asimetría en
cuanto a la capacidad administrativa y
financiera de los diferentes munici-
pios. El estudio realizado por el Nove-
no Informe, sobre la situación que en-
contrarían los alcaldes electos en
diciembre de 2002 y enero de 2003, re-
veló que estos por lo general enfrentan
una situación presupuestaria endeble,
que limita fuertemente su capacidad
para generar cambios y procesos de
mejoramiento en sus comunidades. En
5 de los 9 cantones con más de 100.000
habitantes el ingreso municipal per cá-
pita es de menos de 10.000 colones al
año. De acuerdo con la Contraloría
General de la República, junto a la es-
casez de recursos los municipios tie-
nen serios problemas de gestión presu-
puestaria, que les impiden prestar
servicios de calidad en forma eficiente.
Además tienen poca capacidad de co-
bro; los pendientes de cobro represen-
tan un 41,1% de sus ingresos propios.
Los costos de los servicios que prestan
son superiores a los ingresos que re-
caudan, porque muy pocos municipios
tienen mecanismos para la revisión pe-
riódica de las contribuciones y las ta-
sas por servicios (Programa Estado de
la Nación, 2003). También hay una
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de los poderes del Estado en favor del
Judicial. En esta sección se comple-
menta ese análisis con una valoración
sobre los cambios realizados con el fin
de mejorar la capacidad del sistema
para impartir justicia pronta, igual y
cumplida a todas las personas, y con
sujeción al escrutinio público. Con ba-
se en la información disponible puede
concluirse que en la actualidad hay un
amplio acceso ciudadano a la justicia;
se fortalecieron la transparencia y el
escrutinio público sobre el Poder Judi-
cial, se desarrolló una política más
sensible hacia sectores vulnerables, se
amplió la base presupuestaria, organi-
zativa y técnica de este Poder median-
te un proceso de modernización insti-
tucional, y hubo algunas mejoras en la
eficacia de los servicios legales. Mu-
chos de estos avances han marchado a
la par de amplios debates y críticas so-
bre asuntos como los límites de la jus-
ticia constitucional, la separación de
las funciones administrativa y jurisdic-
cional de la Corte Plena, la inestabili-
dad laboral de los jueces (resuelta ha-
cia el final del período bajo análisis) y
el problema del retardo judicial. No se
cuenta con datos suficientes para ha-
cer una valoración en los ámbitos de
justicia cumplida e igual para todos,
dos temas clave en la evaluación del
desempeño de un Estado democrático
de derecho.

Además de estas consideraciones,
en materia de gestión destacan los es-
fuerzos realizados mediante los pro-
gramas de modernización. En general,
el Poder Judicial es hoy más abierto y
tiene mayor cobertura.

Sostenido proceso de 
modernización institucional 
y procesal

El Poder Judicial ha experimenta-
do un dinámico proceso de cambio ins-
titucional, producto de la aprobación
de nueva legislación y de los progra-
mas de modernización que ha llevado
a cabo de la mano con organismos in-
ternacionales39. Entre 1989 y 2004 hu-
bo casi setenta intervenciones legisla-
tivas con impacto sobre el Poder
Judicial, que ampliaron o redefinieron
sus competencias y organización

(Saborío, 2004a). En cuanto al proceso
de modernización, si bien los progra-
mas de este tipo en Costa Rica fueron
parte de una ola que recorrió América
Latina, el del Poder Judicial destaca por
su persistencia y porque, de los tres po-
deres del Estado, fue el único en el que
las modificaciones institucionales res-
pondieron a una propuesta deliberada. 

En el ámbito institucional, un pri-
mer cambio fue la separación de fun-
ciones administrativas y jurisdicciona-
les, mediante una reforma a la Ley
Orgánica del Poder Judicial, no 7333,
del 5 de mayo de 1993, que introdujo la
figura del Consejo Superior del Poder
Judicial con la finalidad de que este
asumiera “la administración y la disci-
plina” de ese Poder40. El proceso de
ejecución de esta separación no ha si-
do sencillo, y aún está inconcluso, ya
que hoy en día la Corte Plena continúa
ejerciendo algunas funciones adminis-
trativas, que reducen el tiempo dedica-
do a la función jurisdiccional41. 

También varió la organización del
Poder Judicial mediante la creación de
las figuras de jueces decisores, jueces
coordinadores y jueces tramitadores
(Ley 7728, del 15 de diciembre de
1997, que reforma la Ley Orgánica del
Poder Judicial) y de los “megadespa-
chos”, que concentran múltiples jueces
de una única materia en un solo despa-
cho. Esta nueva estructura ha recibido
comentarios tanto favorables como des-
favorables, en vista del alto circulante
acumulado y porque sus oficinas son de
las que se reciben más quejas en la Con-
traloría de Servicios (Solana, 2004). 

La misma Contraloría de Servicios
es un cambio organizativo que se en-
marca dentro del esfuerzo del Poder
Judicial por ser más transparente. En
el 2002 se creó la Comisión de Usua-
rios, coordinada por la Contraloría de
Servicios; se han promovido comisio-
nes regionales de usuarios en Alajuela
y Heredia y se proyecta establecer más
en el futuro. En el año 2000 la Corte
Plena aprobó el Código de Ética Judi-
cial, en el que se incluye una sección
dedicada a la transparencia en la judi-
catura. Estas medidas se han comple-
mentado con un programa de transpa-
rencia que hace accesible, vía Internet,

información sobre la ejecución presu-
puestaria del Poder Judicial y las actas
de la Corte Plena, entre otros.

Paralelamente, nuevas normativas
modificaron los procedimientos y, en
general, la gestión judicial. Por ejem-
plo, solamente en el año 2001 se apro-
baron veintiséis nuevas leyes, quince
de ellas relacionadas con reformas en
materia penal, referentes a la creación
de nuevos tipos penales, o la adición o
reforma a los tipos existentes. El ele-
mento común es el aumento de las pe-
nas de prisión o la tipificación de nue-
vos delitos, todos ellos con pena de
prisión (Arias, R., 2002).

El caso más evidente ha sido la re-
gulación legislativa de las infracciones
de tránsito, por Ley 7331 del 13 de
abril de 1993 (Asamblea Legislativa,
1993), que judicializa la tramitación de
estos asuntos. En el período 1994-2003
la materia de tránsito representó
anualmente, en promedio, el 54% de
todos los ingresos del Poder Judicial. 

La Ley de la Jurisdicción Constitu-
cional (Asamblea Legislativa, 1989b),
que estableció los procedimientos pa-
ra incoar recursos de amparo, hábeas
corpus, acciones de inconstitucionali-
dad, consultas de constitucionalidad y
conflictos de competencia, que se han
de tramitar ante la Sala Constitucio-
nal, también vino a incrementar consi-
derablemente el número de recursos
de amparo y a desplazar la materia
contencioso-administrativa como la
encargada de velar por el control de
regularidad de la actividad adminis-
trativa del Estado. En esta última ma-
teria en diez años hubo un descenso
de 5%, en tanto en la vía constitucio-
nal la litigiosidad aumentó en 148%.
El 58% de los recursos de amparo pre-
sentados ante la Sala Constitucional se
refieren a supuestas violaciones al de-
recho de petición por parte de la Ad-
ministración. Entre tanto, el legislador
no ha introducido los ajustes normati-
vos necesarios para que la jurisdicción
contencioso-administrativa tenga un
proceso más funcional y operativo. 

De igual manera, la violencia intra-
familiar dejó de ser tratada como un
asunto de la convivencia privada, pasó
a ser parte de la política pública y su
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tratamiento se judicializó, a través de
la Ley contra la Violencia Doméstica,
no 7586, del 10 de abril de 1996. Se
crearon por ley los juzgados especiali-
zados en este tipo de casos en el Se-
gundo Circuito Judicial de San José
(Asamblea Legislativa, 2001c), en el
Circuito Judicial de Heredia, en el Pri-
mer Circuito Judicial de Alajuela y en
el Circuito Judicial de Cartago (Asam-
blea Legislativa, 2001b), y por acuerdo
de la Corte Plena también se abrieron
juzgados de esta materia en el Primer
Circuito Judicial de San José, Desampa-
rados, Hatillo, Limón y Puntarenas.
Además, en 1996 se estableció una co-
misión permanente para el seguimiento
y prevención de la violencia doméstica
en el Poder Judicial, y se han emitido
varias circulares relacionadas con el te-
ma, entre ellas la que prohíbe que se
promueva la conciliación en estos casos. 

Otras importantes modificaciones
legales son las reformas a los códigos
procesales penal y civil y la Ley de Jus-
ticia Penal Juvenil. El Código Procesal
Civil (Asamblea Legislativa, 1989a) im-
puso un nuevo modelo para la activi-
dad procesal civil. La Ley de Justicia
Penal Juvenil (Asamblea Legislativa,
1996c), regula el trámite procesal que
ha de dársele a las causas que involu-
cren a un menor de edad entre los 12 y
los 17 años. El nuevo Código Procesal
Penal (Asamblea Legislativa, 1996a)
instauró un modelo procesal para la
materia penal, con ajustes importantes
como la redefinición del papel del Mi-
nisterio Público en la instrucción de
las sumarias, incluida la posibilidad de
negociar con los imputados, la intro-
ducción del proceso abreviado, la con-
ciliación, la suspensión del proceso a
prueba, entre otras, y una mayor parti-
cipación de las víctimas, y ha tenido un
impacto significativo en los datos de
denuncias recibidas y el número de
personas sentenciadas42. 

El Poder Judicial ha venido promo-
viendo, además, la preparación de un
Código General del Proceso y un Có-
digo Procesal Contencioso-Adminis-
trativo, que se orientan a la introduc-
ción de la oralidad en los procesos
civiles, comerciales, laborales, agra-
rios, de familia y administrativos,

materias que representan una parte
considerable del servicio público de
administración de justicia, razón por
la cual, de aprobarse, se estaría en pre-
sencia de un cambio de grandes pro-
porciones en el funcionamiento gene-
ral del Poder Judicial. 

Mejoras en la 
independencia judicial

La independencia judicial está
constitucional y legalmente garantiza-
da en Costa Rica. El Informe Estado
de la Nación se centra en otros indica-
dores para valorar este tema: la asig-
nación de recursos al Poder Judicial,
los procedimientos para elegir a las y
los magistrados de la Corte Suprema,
la estabilidad de los jueces y su auto-
nomía frente a las máximas autorida-
des judiciales. En cuanto al presu-
puesto, la autonomía funcional del
Poder Judicial está garantizada consti-
tucionalmente por la asignación fija
del 6% del Presupuesto Nacional. En-
tre 1988 y 2003 esta norma solamente
se incumplió en tres ocasiones (1988,
1989 y 1997) (Proyecto Estado de la
Nación, 2001a; Programa Estado de la
Nación, 2003). En el 2002, se asignó
un 6,8%, el valor más alto asignado
hasta la fecha (Programa Estado de la
Nación, 2003).

En comparación con el número de
casos ingresados entre 1993 y 2003, el
presupuesto por cada caso ha presen-
tado aumentos y disminuciones, pero
de carácter moderado. En 1994 el Po-
der Judicial recibió 51.954 colones rea-
les por caso entrado (neto) y en el 2003
se le asignaron 54.938 colones, siendo
este el valor más alto de los diez años
analizados. Para las autoridades judi-
ciales este presupuesto no es suficien-
te, porque después de la dotación
constitucional del 6%, se agregaron a
este Poder las labores relacionadas
con investigación, acusación y defensa
pública (principalmente en denuncias
penales), que absorben casi el 40% de
sus recursos (Poder Judicial, 2004). En
años recientes el costo del recurso hu-
mano representó casi el 85% del pre-
supuesto. No obstante, cabe destacar
que ha habido una mayor contratación
de jueces que de personal de otras

instancias; entre 1993 y 2003 las plazas
de juez aumentaron un 86%, en tanto
que las del resto de los funcionarios
que trabajan en el ámbito jurisdiccio-
nal creció un 34%. Sin embargo, tam-
bién en este sentido un estudio del Co-
legio de Abogados señaló algunos
problemas en el ejercicio presupuesta-
rio. Por ejemplo, en el período 1997-
2000 el gasto en personal creció entre
30% y 50%, mientras las entradas cre-
cieron no más de 20% (Colegio de
Abogados, 2003). 

En cuanto al nombramiento de
magistrados se registraron dos avan-
ces importantes. El primero es que en
el 2002 la Asamblea Legislativa utilizó
nuevas metodologías para valorar los
atestados de los candidatos, en un es-
fuerzo por introducir criterios más
consistentes y comparables. Si bien es-
to implica procesos de selección más
independientes y abiertos al escruti-
nio público, también es cierto que los
diputados no están obligados a elegir
al candidato o candidata que haya ob-
tenido el mayor puntaje después de la
evaluación, por lo cual el apoyo políti-
co de los legisladores sigue influyendo
en los nombramientos. El segundo
avance fue la aprobación, en el 2003,
de la Ley 8365, que exige una votación
superior a dos tercios para la elección
de las y los magistrados. 

Finalmente, en el tercer indicador
de independencia judicial, la estabili-
dad laboral de los jueces, debe seña-
larse que la modalidad de nombra-
miento varió con la aprobación de la
Ley de la Carrera Judicial, en 1993.
Entre 1994 y el 2000 solamente 43 jue-
ces habían sido nombrados dentro de
este sistema (Proyecto Estado de la
Nación, 2001a). En 1993 el Poder Judi-
cial contaba con 368 plazas de juez,
pero en el transcurso de los diez años
siguientes se crearon 315 más, de tal
forma que en el 2003 el número de
jueces ascendía a 683 (Solana, 2004).

En el 2000 un grupo de jueces de-
nunció el problema de los jueces inte-
rinos (alrededor del 60%). Entre los
años 2000 y 2002 el Poder Judicial lo-
gró nombrar en propiedad a 227 y 154
administradores de justicia respectiva-
mente (cerca del 56% de la planilla
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actual de jueces) (Poder Judicial,
2003b y Programa Estado de la Na-
ción, 2003).

Se amplió el acceso 
ciudadano a la justicia

En los diez años de existencia de
este Informe se ha dado seguimiento a
tres aspectos que pueden influir en el
acceso a la justicia: las barreras legales
o económicas, la cobertura geográfica
y la sensibilización hacia grupos vulne-
rables. 

En Costa Rica las personas pueden
recurrir libremente al sistema de justi-
cia cuando así lo requieren. Un estudio
en profundidad realizado en 1999 se-
ñaló que no existen requisitos forma-
les significativos obstaculicen el acceso
a la justicia (Proyecto Estado de la Na-
ción, 2001a). El alto nivel de litigiosi-
dad del país puede ser un indicador en
este sentido. El balance del volumen
de la entrada bruta (total de casos en-
trados) durante la última década (1994-
2003), muestra un incremento global
cercano a los 388.000 asuntos, de los
cuales 235.000 (61%) corresponden a
la materia de tránsito. Le siguen en or-
den de importancia la materia penal y

las demandas por violencia doméstica.
En términos de crecimiento por mate-
ria, entre 1997 y 2003 sobresalieron las
áreas de violencia (207%), tránsito
(85,8%) y penal (66,7%).

La entrada neta también muestra un
comportamiento creciente en el perío-
do, con una tasa promedio de creci-
miento anual del 6,5% (cuadro 5.8). 

En relación con la cobertura geo-
gráfica Costa Rica cuenta con 242 ofi-
cinas jurisdiccionales; solamente en 15
de los 81 cantones no hay oficinas
(Proyecto Estado de la Región, 2003).
En el 2002 el número de habitantes
por oficina era de 16.654, cifra cercana
al promedio centroamericano. Sin em-
bargo, hay marcadas diferencias entre
las provincias: por ejemplo, en Punta-
renas el número de personas por ofici-
na es cercano a 10.000, mientras en
Heredia asciende a casi 26.000 (Pro-
yecto Estado de la Región, 2003). Cabe
mencionar la reciente creación de des-
pachos judiciales en cantones alejados
de las áreas urbanas, como el Juzgado
Penal de Talamanca (a partir del 2004),
que cumple a la vez con uno de los
acuerdos de la Declaración de Cancún
2002, suscrita como resultado de la

VII Cumbre Iberoamericana de Presi-
dentes de Cortes Supremas y Tribuna-
les de Justicia, en el sentido de facilitar
el acceso a la justicia para la población
indígena. Para el año 2005 esta prevista,
además, la creación del Juzgado Con-
travencional de Hojancha43.

Finalmente, el sistema judicial ha
puesto en marcha esfuerzos para in-
corporar a grupos tradicionalmente
vulnerables. Este es el caso de las mu-
jeres, que desde principios de los no-
venta cuentan con una normativa rela-
cionada con la equidad de género,
pero no fue sino hasta el 2001 que se
estableció una Comisión de Género,
en el Poder Judicial que se comple-
mentó con la creación de la Secretaría
Técnica del Género para impulsar una
política transversal de género en la or-
ganización interna y en el servicio que
se brinda44. En cuanto a la equidad de
género en la composición del Poder
Judicial, muy recientemente se empe-
zó a promover una mayor incorpora-
ción de mujeres como magistradas; en
el caso de los jueces amparados a la
carrera judicial sí se aprecia una ma-
yor equidad, mientras la composición
de puestos en otros niveles refleja la
misma desproporción de acceso que
se presenta en el resto de la sociedad,
en detrimento de las mujeres profesio-
nales (Saborío, 2004a)45.

No obstante los avances en el acce-
so ciudadano, persisten grandes desa-
fíos en materia de defensa pública. Es-
te es uno de los servicios clave del
Poder Judicial en una democracia,
pues le permite a la ciudadanía tener
acceso a la justicia aunque no pueda
pagar un abogado. En los años 1999 y
2000 este Informe señaló los proble-
mas de saturación y desigual distribu-
ción geográfica que enfrenta este siste-
ma. En el 2000 se contaba con 178
defensores y había aproximadamente
22.000 personas por cada uno de ellos.
En este sentido en el resto de Centroa-
mérica aventajan a Costa Rica países
como El Salvador, que tiene 331 defen-
sores, Guatemala con 301 y Honduras
con 202 (Proyecto Estado de la Re-
gión, 2003). El volumen de trabajo re-
cibido aumentó de 47.602 casos en
1999, a un total 63.196 en el 2000, es

CUADRO 5.8

Entrada bruta y netaa/ de casos y productividadb/ global 
de los jueces en todas las materias y circuitos. 1995-2003 

Año Entrada Entrada Salida neta Número Entrada Productividad Casos en
bruta neta de casos de jueces c/ neta por trámite

de casos juez por juez

1995 637.415 294.248 237.025 409 719 580 794
1996 631.643 293.762 266.220 423 694 629 728
1997 664.641 318.844 310.656 438 728 709 815
1998 629.376 352.213 309.996 514 685 603 771
1999 726.757 392.793 377.333 534 736 707 734
2000 798.198 406.897 405.510 558 729 727 713
2001 934.213 446.036 403.215 588 759 686 733
2002 996.534 460.915 425.461 628 734 677 730
2003 921.610 471.124 458.344 660 714 694 712

a/ Entrada neta: entrada bruta menos incompetencias e infracciones de tránsito sin oposición.
b/ Cociente entre el número de causas salidas o terminadas y los recursos destinados a tal fin, ya sean
humanos o financieros.
c/ No se consideran las plazas de magistrados.

Fuente: Solana, 2004.
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decir, un promedio de casi un caso
diario46. En el mismo año, al menos
ocho oficinas sobrepasaban este pro-
medio y cada defensor llegaba a aten-
der hasta más de dos casos diarios (Si-
quirres). Los defensores públicos se
concentran en las cabeceras de pro-
vincias, donde incluso hay profesiona-
les especializados por materia (penal,
civil, laboral y familiar), pero en otras
zonas un mismo defensor debe aten-
der varias oficinas judiciales (San Car-
los y Guatuso, por ejemplo) y de cual-
quier materia (Proyecto Estado de la
Nación, 2001b)47.

Sin avances consistentes 
en justicia pronta 

El análisis sobre la capacidad del
sistema judicial para dispensar una
justicia pronta se ve limitado por las
escasas estadísticas disponibles sobre
duración para todo el proceso y en las
distintas materias. Pese a esta limita-
ción, el Informe realiza una aproxima-
ción al tema por medio de datos como
la carga de trabajo del Poder Judicial y
el comportamiento de las duraciones
en las salas y en las materias penal y
laboral.

Un primer indicador para valorar
la eficacia de los procesos en el Poder
Judicial es el que se refiere a casos en
trámite por cada mil casos entrados en
primera instancia. Si se considera la
entrada total, en el período 1994-2003
estos casos oscilaron entre 630 en
1998 y 460 en el 2002. Si en su lugar se
considerara la entrada neta, para el
2003 el resultado fue de 997, que es el
tercer valor más bajo de los últimos
diez años. Los valores del indicador
varían significativamente por materia,
pasando de 123 en tránsito a 3.245 en
pensiones alimentarias. Se supone que
mientras más bajo sea el valor del in-
dicador, mejor es el desempeño del
sistema judicial desde una perspectiva
cuantitativa (gráfico 5.5).

Los resultados de la última década
indican un incremento en la producti-
vidad de los jueces, que alcanzó su ni-
vel máximo en el 2000, para disminuir
en 2001 y 2002 y mostrar un repunte
en el 200348. La productividad del per-
sonal del ámbito jurisdiccional ha

permanecido estable en términos ge-
nerales desde 1999 (alrededor de 158
casos por persona), aunque en el 2003
destaca la obtención del valor más al-
to (164). Algo similar ocurre con la
productividad conjunta de los ámbitos
jurisdiccional y auxiliar de justicia, in-
cluyendo en este último al personal
del OIJ, el Ministerio Público y la De-
fensa Pública, que ha sido muy similar
desde 1999 (unos 84 casos por perso-
na). En las tres relaciones establecidas
para determinar la productividad, el
año con menor valor fue 1995 (cuadro
5.8). Como puede verse, la entrada ne-
ta de casos por juez ha oscilado entre
685 y 759 casos, y los casos en trámite
por juez comenzaron a bajar de 815 en
1997, año en que empezaron a aumen-
tar los nombramientos de jueces, a 712
en 2003 (Solana, 2004). 

La lentitud del proceso resulta ser
uno de los principales problemas se-
ñalados en estudios de opinión (Pro-
yecto Estado de la Nación, 2001a), y el
motivo más frecuente por el que las
personas acuden a las contralorías de
servicios de las distintas oficinas judi-
ciales: las quejas por la lentitud o re-
traso en el proceso abarcaron un 44%
de los asuntos ingresados en el 2003.

Una segunda manera de aproxi-
marse a la valoración de la justicia
pronta es el análisis de las duraciones

de los juicios. El ámbito de trabajo pre-
senta los resultados más desfavorables
en este indicador de productividad. Al
término del 2001 los expedientes en trá-
mite en materia laboral alcanzaron el
número más bajo de los últimos diez
años (23.839), pero a partir de entonces
el valor de esta variable creció en unos
6.300 asuntos, para cerrar el 2003 con el
volumen más alto de la década. Lo an-
terior llama la atención por cuanto la
cantidad de demandas presentadas en
esta materia no ha crecido49.

Por otro lado, los resultados obte-
nidos en el 2003 para la duración de
los juicios en materia penal son los
más altos desde 1998, año en que se
inició el registro de esta información,
de conformidad con el nuevo Código
Procesal Penal. En el 2003 los tribuna-
les penales fallaron con sentencia
5.735 casos, cuya duración promedio
fue de 21 meses. El aumento se con-
centró en las etapas preparatoria e in-
termedia y la duración de la etapa del
juicio más bien descendió. Esto signi-
fica que el cuello de botella se encuen-
tra en las fiscalías, donde también se
nota un incremento de los expedientes
en trámite en relación con los recibi-
dos. Por efecto de este incremento en
la duración de los procesos penales,
en el 2003 el 57,5% de los expedientes
tardó un año y medio en resolverse.
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GRAFICO 5.5

Costa Rica: expedientes en trámite por cada 
mil casos totales y netos, entrados en las oficinas 
de primera instancia. 1994-2003
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En cuanto a la duración de los pro-
cesos que se ventilan en las tres salas
de casación, en el año 2003 la mayoría
presentó un aumento. (Poder Judicial,
1999, 2000, 2001 y 2002; Departamen-
to de Planificación del Poder Judicial,
2004e). La Sala Primera, aunque logró
disminuir el número de expedientes
en trámite, extendió la duración de los
recursos votados por el fondo, tanto en
la materia contenciosa como en la
agraria, mientras que en la civil regis-
tró un ligero descenso (2 semanas me-
nos). En la Sala Segunda se reportaron
las duraciones más elevadas para to-
das las materias en el último quinque-
nio. Finalmente, la Sala Tercera tuvo
un incremento de 243 expedientes en
su circulante respecto al año anterior y
mostró un aumento en la duración de
los recursos votados por el fondo, de 3
meses más que la reportada en el
2002, para un total de 5 meses y 3 se-
manas (Solana, 2004). La Sala Consti-
tucional bajó en 1.117 expedientes su
circulante, el cual había crecido sus-
tancialmente cuando en diciembre del
2002 se presentaron de manera masiva
recursos de amparo contra el Ministe-
rio de Trabajo y Seguridad Social. Los
cambios en los casos entrados fueron
insignificantes. Lo que sí varió fue la
cantidad de votos declarados con lugar
(70% de recursos resueltos por el

fondo). Las duraciones no cambiaron
para los hábeas corpus (17 días), para
las inconstitucionalidades más bien
disminuyeron a 24 meses, y aumenta-
ron considerablemente para los recur-
sos de amparo, que en los tres años an-
teriores reportaba un periodo de 2
meses y 3 semanas, plazo que en el
2003 ascendió a 5 meses y 1 semana
(Solana, 2004) (gráfico 5.6).

Pese a que no logró avances claros
en materia de productividad y dura-
ción, debe señalarse que el Poder Judi-
cial ha realizado cambios para mejorar
la prestación de servicios. Se ha pues-
to en marcha el Programa contra el
Retraso Judicial por medio de Jueces
Supernumerarios, a través del cual se
dictaron 12.580 sentencias en el perío-
do 2001-2003 (Solana, 2004). Desde
1993 viene impulsando el Programa de
Resolución Alterna de Conflictos, que
ha recibido un fuerte apoyo de instan-
cias de cooperación de organismos in-
ternacionales50. La Ley de Resolución
Alternativa de Conflictos y Promoción
de la Paz Social, n° 7727 de diciembre
de 1997, permitió el establecimiento de
centros dedicados a la administración
institucional de procesos de resolución
alternativa de conflictos, previamente
autorizados por el Ministerio de Justi-
cia. En la actualidad existen trece cen-
tros autorizados (Calzada, 2002). No

obstante estos esfuerzos, la respuesta
de los usuarios ha sido realmente po-
bre, por lo que el impacto de estos
programas sobre la congestión judicial
no ha sido importante. Las materias
en que menos se concilia son la civil
(1% de los casos entrados) y la de fa-
milia (menos de 2%, aunque tiende a
aumentar). La materia en la que pro-
porcionalmente se dan más concilia-
ciones es la de pensiones alimentarias
(15%)51. 

Pocas evidencias para 
valorar desempeño en 
materia de justicia cumplida

La falta de información sistemática
sobre justicia cumplida -la capacidad
del sistema para sancionar a los culpa-
bles y permitir la reparación de daños-
impide efectuar un balance en esta
materia. En años anteriores el Infor-
me ha incluido temas relacionados con
el desempeño de algunas unidades es-
pecializadas como la Fiscalía de Deli-
tos Económicos y Corrupción, la pro-
porción de expedientes resueltos (ya
sea por condenas o absolutorias) y los
de presos sin condena, entre otros. 

Un indicador sobre la calidad de
los procesos judiciales es la propor-
ción de recursos de casación acepta-
dos por las salas52. La valoración gene-
ral es que en la mayoría de las salas y
tribunales el porcentaje de fallos que
declaran con lugar el recurso o revo-
can la sentencia de segunda instancia
disminuyó en el período 1999-2003, en
relación con el de 1994-1998. Esto per-
mite afirmar que ha ocurrido una me-
joría en la calidad, siendo las únicas
excepciones las materias penal (tanto
en la sala como en el tribunal de casa-
ción) y agraria a nivel de tribunal (So-
lana, 2004) (cuadro 5.9).

Los expedientes en tramitación en
primera instancia son otro indicador
de justicia cumplida, pues reflejan el
comportamiento de los asuntos pen-
dientes. En este punto se ha registrado
un continuo incremento en el número
de expedientes penales en trámite,
desde la entrada en vigor del Código
Procesal Penal. La entrada neta en esa
materia ha aumentado en 71,4%, en
virtud de que ahora se contabilizan las
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GRAFICO 5.6

Costa Rica: duración promedio de los casos, por materia, 
en las Salas Primera, Segunda y Tercera y de los recursos 
en la Sala Constitucional. 1999-2003
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aportadas por el Ministerio Público no
fuera suficiente para presumir la cul-
pabilidad del acusado, se evitara remi-
tirlos a los tribunales penales con el
auto de apertura a juicio. El aumento
en el número de absolutorias podría
estar sugiriendo la existencia de un pro-
blema de la calidad procesal en los juz-
gados penales y el Ministerio Público. 

El nuevo Código Procesal Penal
que entró a regir en 1998 y el incre-
mento de la delincuencia violenta han
puesto sobre el tapete la discusión
acerca de si el Estado ha reducido su
acción represiva. Los datos no parecen
confirmar esa tesis. La cantidad de
presos por 100.000 habitantes pasó de
104 en 1993 a 198 en 2003 (Carranza y
Solana, 2004). Ciertamente ha crecido
el número de denuncias reportadas en
materia penal, ha variado el tipo de sen-
tencias, han aumentado las absolucio-
nes a partir del 2000, ha bajado el nú-
mero de condenados en todas las áreas
y se han incrementado las medidas al-
ternativas en términos absolutos. Estos
datos no reflejan necesariamente que se
haya reducido la acción represiva, sino
que más bien podrían estar indicando
problemas de gestión procesal en mate-
ria penal. La aplicación de medidas al-
ternativas a partir de 1998 ocasionó un
sustancial descenso en el porcentaje de
personas condenadas en relación con el
número de denuncias recibidas, ya que
de un 11,7% en 1997 se pasó a 3,1% en
el 2003 (cuadro 5.10). 

La cantidad de personas detenidas
con prisión preventiva continuó la ten-
dencia ascendente que empezó a ma-
nifestarse en forma coincidente con la
entrada en vigencia del Código Proce-
sal Penal. Sin embargo, este creci-
miento también tiene relación con el
incremento en los expedientes en trá-
mite en juzgados y tribunales. Como
aspecto positivo puede citarse la dis-
minución de un punto porcentual en el
número de detenidos con más de nue-
ve meses de estar en esa situación. De

denuncias con reo desconocido, lo cual
no sucedía antes de la promulgación
del citado código. El volumen de tra-
bajo a partir de ese cambio parece ha-
berse concentrado en las fiscalías. Los
casos en trámite en la materia penal,
entre las distintas oficinas que la tra-
bajan (juzgados, fiscalías y salas), cre-
cieron en forma ininterrumpida, hasta
un 135%, desde enero de 1997; entre
tanto, en las fiscalías es donde se con-
centra el rezago, que ha aumentado de
16.272 casos en trámite en 1998, a
71.543 al 31 de diciembre del 2003
(340%).

Ese aumento provoca, a su vez, que
se incremente el plazo para que los
procesos concluyan en sentencia, tal
como se observa en los datos de 2002
y 2003. Esa situación se extiende a la
Sala Tercera, que ha duplicado su cir-
culante en los últimos tres años, incre-
mentando también en el 2003 la

duración de los recursos de casación
fallados por el fondo. Asimismo, al
analizar el indicador de calidad, tanto
en esa Sala como en el Tribunal de
Casación Penal durante los últimos
cinco años se aprecia un aumento en
el porcentaje de recursos de casación
declarados con lugar, situación que
equivale a un descenso en la calidad
de la justicia penal, según lo establece
la Memoria de la Reforma Judicial en
Costa Rica 1996-2002 (Poder Judicial,
2003c). La proporción de sentencias
absolutorias dictadas por los tribuna-
les penales pasó de 34% en el año
2000 a 47% en el 2003. Este incre-
mento revela que no se está cumplien-
do la expectativa de que, con un nue-
vo Código Procesal Penal, los
juzgados penales funcionarían como
una especie de filtro en la etapa inter-
media, de manera que aquellos casos
en que la valoración de las pruebas

CUADRO 5.9

Votos de fondo dictados en las salas de casación y tribunales 
de segunda instancia, y porcentaje que representan los confirmatorios, 
revocatorios y modificatorios, según oficina. 1994-2003

Oficina Años Votos de fondo Porcentaje de Porcentaje de
revocatorios y confirmatorios
modificatorios

Sala Primera 1994-1998 614 20,0 80,0
1999-2003 933 18,5 81,5

Sala Segunda 1994-1998 1.897 32,7 67,3
1999-2003 2.334 32,6 67,4

Sala Tercera 1994-1998 3.460 23,8 76,2
1999-2003 3.089 28,8 71,2

Tribunal de 1994-1998 3.640 47,0 53,0
Casación Penal 1999-2003 2.072 48,2 51,8
Tribunales civiles 1994-1998 11.162 31,1 68,9

1999-2003 13.631 30,3 69,7
Tribunales de trabajo 1994-1998 10.972 41,4 58,6

1999-2003 25.237 53,9 46,1
Tribunal Contencioso 1994-1998 5.520 34,7 65,3

1999-2003 5.050 31,2 68,8
Tribunal Agrario 1994-1998 1.956 31,9 68,1

1999-2003 1.911 35,6 64,4
Tribunal de Familia 1994-1998 2.513 31,8 68,2

1999-2003 5.544 29,4 70,6

Fuente: Solana, 2004.  

>> PARA MÁS INFORMACIÓN SOBRE EL TEMA 
ADMINISTRACION DE LA JUSTICIA
Véase Solana, 2004 y Saborío, 2004a en el sitio 
www.estadonacion.or.cr.
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igual forma, la cantidad de presos sin
condena en el país arroja el porcentaje
más bajo de Centroamérica (cuadro
5.11) y de toda América Latina (Ca-
rranza y Solana, 2004). 

Por último, tanto la Auditoría ciu-
dadana sobre la calidad de la democra-
cia como las sucesivas ediciones del
Informe Estado de la Nación han estu-
diado la capacidad del sistema para
detectar y sancionar los delitos contra
la función pública, los cuales son per-
cibidos con especial sensibilidad por la
opinión pública. Para ello se ha

examinado el desempeño de la Fiscalía
de Delitos Económicos y Corrupción.
La actualización de las estadísticas del
año 2003 reforzó la conclusión presen-
tada en otros Informes, en el sentido
de que esta instancia presenta impor-
tantes limitaciones para procesar y
sancionar los delitos que le competen
(cuadro 5.12).

La erosión de la 
democracia representativa 

En el marco de una desbalanceada
reforma democrática del Estado, en la

última década ocurrió una importante
erosión de la democracia representati-
va. Este deterioro no se debió a un re-
troceso en el sistema electoral, que se
mantuvo como una de las fortalezas de
la democracia costarricense; más bien
tuvo múltiples orígenes: un declive de
larga data en el apoyo ciudadano a la
democracia; un debilitamiento del sis-
tema de partidos en su conjunto y de
los partidos en forma individual; una
creciente desconfianza ciudadana en
la política y sus instituciones; una mer-
ma de la participación electoral y cre-
cientes dificultades de los poderes
Ejecutivo y el Legislativo para formar
coaliciones que permitieran arribar a
decisiones colectivas. Estas dificulta-
des han llevado al Ejecutivo a realizar
acciones para crear amplias bases po-
líticas y sociales de apoyo que, sin em-
bargo, han surtido poco efecto.

Alto pero declinante apoyo 
ciudadano a la democracia

El apoyo de las y los costarricenses
a los valores y principios sobre los que
se sustenta la democracia -lo que se
denomina apoyo difuso al sistema- es
el punto de partida de la valoración
sobre la democracia representativa. El
apoyo difuso a la democracia en Costa

CUADRO 5.10

Relación entre el total de denuncias penales netas ingresadas 
al sistema de justicia y las personas sobreseídasa/, absueltas y condenadas. 1997-2003 

Año Denuncias b/ Sobreseídosc/ % Sobreseídos con % Condenados % Absueltos %
medidas alternativas

1997 67.493 17.016 25,2 7.872 11,7 9.110 13,5
1998 85.926 15.748 18,3 3.718 4,3 3.456 4,0 2.389 2,8
1999 88.943 11.970 13,5 4.899 5,5 3.186 3,6 2.009 2,3
2000 91.344 13.713 15,0 6.718 7,4 3.005 3,3 1.753 1,9
2001 98.565 17.232 17,5 6.566 6,7 3.497 3,5 2.207 2,2
2002 103.146 18.810 18,2 7.269 7,0 3.712 3,6 2.669 2,6
2003 118.658 22.190 18,7 7.612 6,4 3.627 3,1 3.276 2,8

a/ Las cifras de los dos tipos de sobreseimiento se refieren a resoluciones y no a personas, por no estar disponible esta última información.

b/ No incluye los casos por averiguar muerte o desaparición, ni las contravenciones.

c/ No incluye los sobreseimientos relacionados con el cumplimiento de medidas alternativas.

Fuente: Solana, 2004.

CUADRO 5.11

Centroamérica: personas presas sin condena. 2002a/

País Total privados de libertad Presos sin condena Porcentaje

Costa Rica 7.376 1.880 25,5
El Salvador 10.278 5.119 49,8
Guatemala 8.169 4.971 60,9
Honduras 11.898 9.039 76,0
Nicaragua 5.446 b/ 1.677 30,8
Panamá 9.864 5.686 57,6

a/ La información de Nicaragua y Guatemala es de 1999.

b/ No incluye personas alojadas en comisarías policiales. Datos al 30 de junio.

Fuente: Proyecto Estado de la Región, 2003.
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por una pérdida de preferencia por la
democracia electoral; en un estudio
reciente, el 92,8% de las personas en-
trevistadas sostuvo que la democracia
electoral es siempre mejor (Vargas y
Rosero, 2004). Pero sí ha dado paso a

Rica sigue siendo alto desde una pers-
pectiva internacional. De acuerdo con
la metodología desarrollada por Selig-
son para medir este aspecto (Seligson,
2001; Vargas y Rosero, 2004), en com-
paración con ocho países latinoameri-
canos, en el 2004 la puntuación del país
en una escala de 0 a 100 (68) es entre 15
y 20 puntos porcentuales superior a los
rangos de apoyo obtenidos por Guate-
mala, Nicaragua, Honduras y Panamá,
y entre 8 y 10 puntos porcentuales ma-
yor que el apoyo a la democracia en
Colombia, México y El Salvador, que
ocupó el segundo lugar. Cuando la
comparación se realiza con respecto a
países de la región andina, la diferen-
cia resulta todavía más importante. Se-
gún el Proyecto de Opinión Pública de
la Universidad de Vanderbilt (Univer-
sidad de Vanderbilt, 2004), en la última
década el apoyo a la democracia medi-
do por este índice osciló entre 35 y 45

puntos en Perú, Bolivia y Ecuador. No
obstante, la tendencia de largo plazo
es de declive (Seligson, 2001). En Cos-
ta Rica, el apoyo de 2002 es inferior al
obtenido hace casi diez años (72),
cuando estuvo a su vez por debajo de
los resultados de 1985: 87 en una esca-
la de 100 (gráfico 5.7). Empero, debe
anotarse que el índice se recuperó con
respecto a la medición efectuada en
1999, al pasar de 61 a 68. Este es un
hecho positivo, pues la recuperación
sucede en un período de fuerte dete-
rioro del sistema de partidos y de dis-
minución de la participación electoral.
El apoyo al sistema se ha incrementa-
do cuando el país ha enfrentado cir-
cunstancias difíciles, tendencia que
también se notó en la primera mitad
de la década de los ochenta (Seligson
y Gómez, 1989). 

El declive en el apoyo difuso a la
democracia no ha sido acompañado

CUADRO 5.12

Total de casos entrados y casos terminados en la Fiscalía de Delitos Económicos 
y Corrupción del Ministerio Público. 1998-2003

1998 1999 2000 2001 2002 2003
Rubro Absolutos Porcentaje Absolutos Porcentaje Absolutos Porcentaje Absolutos Porcentaje Absolutos Porcentaje Absolutos Porcentaje

Total de casos 
ingresados al 
Ministerio Público 104.638 105.265 110.363 115.757 118.034 132.900
Menos: Incompetencias 15.316 13.454 16.539 14.758 12.283 11.920
Entrada neta de casos 89.322 100,00 91.811 100,00 93.824 100,00 100.999 100,00 105.751 100,00 120.980 100,00 
Casos ingresados en 
la Fiscalía de Delitos 
Económicos y Corrupción 113 274 310 297 
Casos terminados 
en la Fiscalía de Delitos 
Económicos y Corrupción 170 0,19 357 0,39 188 0,20 166 0,16 118 0,11 431 0,36
Menos: Acumulación 
de casos a/ 30 81 115 28 43 276 
Menos: Resueltos 
por desestimación b/ 66 211 37 61 32 102 
Neto Fiscalía de Delitos 
Económicos y Corrupción 74 0,10 65 0,10 36 0,03 77 0,08 43 0,04 53 0,04

a/ Incluye casos de doble registro (fueron contados dos veces por haber ingresado en distintas instancias).

b/ Incluye casos desestimados porque no hubo delito, o las pruebas no fueron suficientes.

Fuente: Departamento de Planificación del Poder Judicial, Sección de Estadística.
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metodología desarrollada por M. Seligson.

Fuente: Vargas Cullell y Rosero, 2004.

GRAFICO 5.7
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fuertes reclamos por una “mano dura”
para resolver los problemas del país,
ya advertida años atrás (PROCESOS,
1998). Estos reclamos han adquirido
expresiones difíciles de interpretar,
pero que son señales preocupantes:
una parte significativa de la ciudadanía
(45,2%) se manifiesta en principio a fa-
vor de un “golpe de Estado” para en-
frentar los problemas nacionales, aun-
que la mayoría de quienes así piensan
(31,4%) no está de acuerdo con medi-
das autoritarias como el recorte de las
libertades, el control de los medios o la
prohibición de los partidos políticos y
el cierre de la Asamblea Legislativa
(Vargas y Rosero, 2004).

Avances acotados 
en el sistema electoral 

Mejoran las oportunidades 
de elegir y ser electo

En el período 1993-2003 ocurrieron
avances acotados en materia de las ga-
rantías para el ejercicio del derecho a
elegir y ser electo. Se fortaleció la regu-
lación del Estado sobre toda la materia
electoral y la reforma del Código Muni-
cipal, de 1998, extendió la base de fun-
cionarios de elección directa. En conse-
cuencia, a los aproximadamente 1.062
cargos públicos que se elegían hasta fe-
brero 2002 (1 presidente, 2 vicepresi-
dentes, 57 diputados y 501 regidores
propietarios e igual cantidad de regido-
res suplentes), se agregaron 4.900 nue-
vos cargos de elección popular (Progra-
ma Estado de la Nación, 2003). 

Además, mejoró la representación
política de sectores históricamente su-
brepresentados. La Ley de Promoción
de la Igualdad Social de la Mujer
(Asamblea Legislativa, 1990) estable-
ció la obligación de que los partidos
políticos incluyan en sus estatutos me-
canismos que garanticen la participa-
ción efectiva de la mujer en los proce-
sos eleccionarios internos, así como
instrumentos que aseguren el nombra-
miento de un porcentaje significativo
de mujeres en cargos públicos53. Este
marco jurídico permitió que se fuera
ampliando progresivamente la repre-
sentación de las mujeres. En las elec-
ciones de 1998 el Partido Liberación

Nacional y la Unidad Social Cristiana
aumentaron el porcentaje de candidatas
inscritas (40,4% y 45,6%), aunque final-
mente los puestos elegibles ocupados
por mujeres representaron un 29% en
Liberación y un 12,5% en la Unidad So-
cial Cristiana (Ramírez, 2004).

Debido a la presión ejercida por di-
versos sectores, en particular los mo-
vimientos de mujeres, el TSE impuso a
los partidos políticos la obligación de
modificar sus estatutos, para adecuar-
los a la reforma al Código Electoral
aprobada en 1996, de manera que el
40% de participación femenina en las
papeletas diputadiles y municipales
fuera obligatoriamente en puestos ele-
gibles. Para garantizar el cumplimien-
to de este mandato, definió que el Re-
gistro Civil solo acreditaría las
reformas a los estatutos y las actas de
las asambleas de los partidos cuando a
partir de estas, o de los informes de los
delegados del TSE, se determinara
que se acató la disposición. Además el
Tribunal se reservó el derecho de fis-
calizar, por los diferentes mecanismos
legales a su alcance, el efectivo cumpli-
miento de la medida (sentencia 1863,
de 23 de setiembre de 1999). Como re-
sultado, en las últimas elecciones na-
cionales la representación política fe-
menina en el Parlamento subió de 19%
a 35% (cuadro 5.13). En las elecciones
municipales y de alcaldes de 2002, las
mujeres superaron el 40% previsto por
la ley en la asignación de escaños que
se efectúa por el principio de represen-
tación proporcional. Debe resaltarse
que las mujeres tienden a participar con
más frecuencia en puestos deliberativos
y no en puestos ejecutivos. En la elec-
ción de alcaldes municipales (2002) úni-
camente resultaron electas 7 mujeres
(8,6%) (Programa Estado de la Nación,
2003).

Por otra parte, en 1991 se aprobó la
Ley de Inscripción y Cedulación Indíge-
na, n° 7225 del 19 de abril de 1991, que
permitió inscribir como costarricenses
por nacimiento a personas indígenas,
conforme a lo dispuesto en la Ley 6172,
del 29 de noviembre de 1977, con lo cual
se ampliaron los derechos a elegir y ser
electos de un grupo de costarricenses
que habían sufrido exclusión política.

Aumentó la regulación 
pública de lo electoral

La reforma constitucional de 1996
(Ley 7675), que reconoció el concepto
de los partidos políticos y su papel en
la democracia costarricense, sentó las
bases jurídicas para que se desarrolla-
ra la regulación estatal sobre toda la
materia electoral y sobre la vida inter-
na de los partidos políticos. 

La jurisprudencia constitucional
activó esa regulación y deslindó las
competencias constitucionales de las
del TSE, al reconocer que la interpre-
tación vinculante del sistema de la
Constitución solo está atribuida a dos
órganos del Estado: la Sala Constitu-
cional, en el ejercicio de su función ju-
risdiccional constitucional, y el Tribu-
nal Supremo de Elecciones, en lo
relativo a la organización, dirección y
fiscalización de los actos relativos al
sufragio. Esto equivale a decir que el
Tribunal interpreta la Constitución Po-
lítica en forma exclusiva y obligatoria,
en el ejercicio de sus competencias
constitucionales y legales, en materia
electoral54. Consecuentemente, en el
año 2000 se inició un proceso de ma-
yor definición de los mecanismos de
tutela de los derechos políticos y elec-
torales con que cuenta el sistema elec-
toral costarricense. Obligado por la
sentencia de la Sala Constitucional, el
TSE finalmente declaró su competen-
cia para dilucidar los conflictos que se
susciten en materia electoral y, en par-
ticular, para resolver las denuncias por
violación a derechos fundamentales
(resolución 303, de 15 de febrero del
2000). En este sentido destaca la crea-
ción de la figura del amparo electoral,
como un derecho fundamental en sí
mismo y como un mecanismo procedi-
mental, cuyo fin es la tutela efectiva de
los derechos político-electorales de las
y los ciudadanos, frente a situaciones
concretas de amenaza o lesión a tales
derechos. A partir del año 2000 es no-
torio el cambio en el volumen de inter-
venciones realizadas por el TSE en la
regulación del tema electoral (gráfico
5.8). 

Con respecto al inicio de la década,
hoy existen más mecanismos para ga-
rantizar que los partidos políticos
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cumplan con normas democráticas en
su vida interna y en la escogencia de
sus candidatos y candidatas. La refor-
ma de los artículos 95 y 98 constitu-
cionales, de 1996, impone a los parti-
dos55 el deber de estructurarse y
funcionar democráticamente, precep-
tos que fueron luego desarrollados en
la reforma al Código Electoral, tam-
bién de 1996. Esto incluye el deber de
que las autoridades y candidatos de
las agrupaciones políticas sean desig-
nados respetando principios democrá-
ticos y que la actividad partidaria sea
respetuosa de los derechos fundamen-
tales de sus miembros. En consecuen-
cia, tanto la Sala Cuarta como el TSE
vigilan que los partidos cumplan con

los parámetros de funcionamiento de-
mocrático legal y constitucionalmente
establecidos. El voto 5379-97 de la Sa-
la Constitucional, de 1997, abrió la po-
sibilidad de que los actos internos de
los partidos sean recurridos ante esa
misma Sala, si estos violan o amena-
zan violar los derechos fundamentales
de las personas, y esta instancia puede
restaurar su goce o prevenir su
transgresión. Sin embargo, cuando di-
chos actos se producen en el ámbito
de lo propiamente electoral, la inter-
vención le corresponde al TSE. El Tri-
bunal ha reconocido que la fiscaliza-
ción que constitucionalmente le
compete sobre la actividad político-
electoral, abarca el conocimiento de

los actos de las estructuras partidarias
que perturben el goce de los derechos
políticos de los ciudadanos.

Bloqueados los cambios 
en el sistema de representación 

A pesar de varios intentos, no se
produjeron acuerdos para impulsar un
programa de reformas al sistema de
representación, tanto en la estructura
territorial como en la interrelación en-
tre los electores y sus representantes
durante los períodos no electorales. A
partir de 1990 se dieron esfuerzos por
lograr algunas reformas políticas y
electorales. En la Asamblea Legislati-
va se conformó una Comisión Especial
de Asuntos Electorales, que funcionó
en las legislaturas 1990-1994 y 1994-
1998 con una amplia agenda de discu-
sión56. Varias propuestas se presenta-
ron a votación, pero fueron
rechazadas la referente a la modifica-
ción del sistema de representación
geográfica, la tendiente a cambiar el
número de diputados y su forma de
elección, y una que pretendía ampliar
los períodos presidencial, legislativo y
municipal a cinco años. El rechazo de
estas iniciativas detuvo la discusión
sobre las reformas esenciales al siste-
ma electoral, cuyo impulso había naci-
do en el seno de los partidos políticos. 

Posteriormente el TSE asumió la
iniciativa y promovió dos propuestas
que fueron sometidas a conocimiento
de la Asamblea Legislativa en 1999,
con el objetivo de que fueran discuti-
das antes de las elecciones de 2002,
pero tampoco fueron aprobadas57. El
principal objetivo de ambos proyectos
era el fortalecimiento de los mecanis-
mos para la participación popular en
el proceso político; se buscaba reducir
los requisitos para la inscripción de
partidos políticos, ampliar el financia-
miento estatal para grupos emergentes
y eliminar el sistema de votación ce-
rrada por lista de partidos, además de
aumentar el número de diputados, en-
tre otros. También se presentaron pro-
puestas relacionadas con los mecanis-
mos de control ciudadano sobre el
ejercicio de los cargos públicos y sobre
el sistema de representación (Proyecto
Estado de la Nación, 1999). 
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Fuente: Elaboración propia con base en información del TSE.  

GRAFICO 5.8

Costa Rica: resoluciones del Tribunal Supremo de Elecciones,
según asunto. 1996-2003

CUADRO 5.13

Mujeres en cargos de decisión por elección popular. 1990-2002

Elecciones
Cargos de elección popular 1990 1994 1998 2002

Vicepresidentas 0 1 2 1
Diputadas 7 9 11 20
Regidoras propietarias 66 74 190 232
Regidoras suplentes 87 119 221 270

Fuente: Elaboración propia con base en datos suministrados por el TSE.
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políticas y los derechos de las mino-
rías. Este voto declaró inconstitucional
el mecanismo utilizado para asignar la
contribución estatal a las campañas
con base en el pasado electoral de los
partidos. Además afirmó que el siste-
ma de financiamiento público debe
descansar sobre los principios de plu-
ralismo e igualdad, de manera que uno
de los pilares del sistema costarricense
de partidos sea el pluripartidismo59.
En la misma línea de apertura, se dio
un paso para la expresión de fuerzas
políticas emergentes al disminuir la
barrera electoral para acceder a la con-
tribución estatal en el caso de los par-
tidos que participan en los procesos
electorales para presidente, vicepresi-
dentes y diputados a la Asamblea Le-
gislativa. El requisito mínimo bajó del
5% al 4% de los sufragios válidamente
emitidos a escala nacional o, en su de-
fecto, la elección de al menos un dipu-
tado. En el caso de los partidos que
participan a escala provincial, se debe
obtener el porcentaje antes indicado
en la provincia. Finalmente, cabe des-
tacar que en la actualidad la Contralo-
ría General de la República ejerce más
controles sobre el uso del financia-
miento público que en el pasado (Pro-
grama Estado de la Nación, 2003; Pro-
yecto Estado de la Nación, 2002).

Sin embargo, estos cambios no ate-
núan los serios problemas que ha ex-
perimentado la democracia costarri-
cense en materia de la transparencia,
equidad y probidad en el manejo del
financiamiento político. En primer lu-
gar, la progresiva disminución del sub-
sidio estatal, a la vez que se incremen-
ta de manera constante el gasto
electoral en un contexto de mayores
exigencias de democratización de los
partidos políticos, ha generado una
mayor presión para conseguir fuentes
privadas de financiamiento. Como ya
lo afirmó este mismo Informe en el
2003, a las elecciones primarias abier-
tas en los partidos mayoritarios se su-
maron los mecanismos de elección di-
recta para las diputaciones, con un
costo alto en ambas agrupaciones (Ca-
sas, 2003). Aunque es difícil cuantifi-
car el gasto electoral total, pues los
partidos solamente reportan una parte

de sus egresos, los datos muestran que
el ciclo electoral 1998-2002 ha sido, ca-
si con seguridad, el más oneroso de los
últimos veinticinco años en términos
absolutos. No obstante, el subsidio pú-
blico ha disminuido su participación
en el gasto electoral total, al pasar de
86,9% del gasto reportado en el proce-
so eleccionario de 1990, al 56,7% en
2002 (nivel similar al existente a fina-
les de la década de los setenta).

La mayor dependencia del finan-
ciamiento privado para las campañas
electorales ha ocurrido en el marco de
las débiles regulaciones introducidas
por la Ley de Reforma al Código Elec-
toral y la Ley Orgánica del Tribunal
Supremo de Elecciones (Asamblea Le-
gislativa, 1996d)60. La legislación adop-
tada para el control del financiamiento
privado a los partidos políticos y las
campañas electorales se construyó so-
bre prohibiciones y limitaciones, pero
en la práctica ha demostrado profun-
das debilidades en la regulación y en el
marco sancionatorio. Se prohibió a los
partidos recibir directa o indirecta-
mente contribuciones, donaciones o
aporte en dinero o especie de personas
físicas o jurídicas, nacionales (más allá
del límite indicado en la ley) o extran-
jeras (cuando sean para campaña elec-
toral). Además encargó que en los es-
tatutos de los partidos establecieran
las normas para permitir la publica-
ción del monto y origen de las contri-
buciones privadas que se reciban y las
identidades de los contribuyentes. En
este último aspecto, los partidos única-
mente están obligados a presentar re-
portes periódicos de sus ingresos al
TSE, pero éste no verifica su conteni-
do, pues ha interpretado que carece de
potestades legales explícitas para lle-
var a cabo cualquier otro control sobre
la veracidad de los informes financie-
ros de los partidos (Casas, 2002; Pro-
yecto Estado de la Nación, 2002; Pro-
grama Estado de la Nación, 2003). 

Los graves defectos de esta legisla-
ción quedaron manifiestos en las elec-
ciones del 2002, cuando sus disposi-
ciones fueron ampliamente violadas.
Durante ese proceso se dio un intenso
escrutinio público sobre el financia-
miento político, lo que permitió

De este modo en Costa Rica, las
provincias continuaron siendo las cir-
cunscripciones electorales, a pesar de
que su conformación no corresponde
a la estructura regional del país. Los
partidos “asignan” cantones a los di-
putados electos, pero se trata de un
mecanismo informal. No varió el nú-
mero de legisladores en el Congreso
y, debido a ello, en el país cada con-
gresista representa a 72.057 habitan-
tes, una de las más bajas de Centroa-
mérica (Proyecto Estado de la Región,
2003). Tampoco se aprobó la revocato-
ria de mandato a los diputados, pese a
que el Código Municipal de 1998 esta-
bleció esta figura en el ámbito local
para el caso de los alcaldes municipa-
les. 

Estos rezagos no fueron soluciona-
dos tampoco por los experimentos
emprendidos por los partidos tradi-
cionales, a través de procesos de de-
mocratización entendidos como la
aplicación de procedimientos demo-
cráticos para la elección de sus repre-
sentantes y los candidatos que presen-
tan a elecciones nacionales58. En
particular, los partidos Liberación
Nacional y Unidad Social Cristiana
establecieron a nivel estatutario y re-
glamentario procesos de elección di-
recta de los postulantes a diputados y
diputadas que no generaron los resulta-
dos previstos. En la práctica, este siste-
ma ha provocado intensos conflictos in-
ternos y afectado la disciplina
partidaria, tanto en el “partido en el
Congreso” como en el “partido en los
municipios”.

El financiamiento político: 
un área crítica 

Durante la última década el finan-
ciamiento a los partidos políticos se
mantuvo como un área crítica del sis-
tema electoral, pese a los cambios ins-
titucionales y los mayores controles
sobre el financiamiento público.

En el lado positivo, el voto 980-91
de la Sala Constitucional corrigió un
aspecto importante del sistema de fi-
nanciamiento público de campañas
electorales: la falta de neutralidad de
ese financiamiento para promover la
competencia, la pluralidad de fuerzas
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detectar serias irregularidades en las
campañas del partido actualmente en
el gobierno y del PLN, entre ellas el
uso de redes paralelas de recaudación
de fondos al margen de las estructuras
partidarias formales, la omisión de re-
porte al TSE de las donaciones canali-
zadas a través de dichas redes parale-
las, la recepción de donaciones de
empresas e individuos extranjeros, la
recaudación de donaciones por montos
muy superiores al tope establecido por
el Código Electoral y la inclusión de
información falsa en los reportes fi-
nancieros presentados al TSE, con
respecto a los montos y nombres de
los contribuyentes. 

Además, de la ley sobre el finan-
ciamiento público deja por fuera algu-
nos procesos electorales, como una
eventual segunda ronda o las eleccio-
nes cantonales, y no establece respon-
sabilidades personales por las trans-
gresiones a esa misma legislación, con
lo cual, en la práctica, esta resulta ino-
cua. Las potestades que se asignan al
TSE en este caso son limitadas e im-
precisas. Por su parte, la CGR ha de-
sarrollado una intervención en esta
materia y sus controles sobre el uso de
estos subsidios se han fortalecido sig-
nificativamente en los últimos años61,
mientras que otros aspectos, como los
niveles de gasto electoral, permanecen
virtualmente desprovistos de regulación
(Programa Estado de la Nación, 2003).
Sobre este tema, en su Memoria del
2003 la CGR señala que las reformas
electorales recientes, en lugar de fortale-
cer el control, lo desmejoraron, pues se
promulgó una normativa compleja y de
aplicación poco clara (CGR, 2004). 

Cambios en el comportamiento
electoral de las y los ciudadanos 

Una importante merma en la parti-
cipación electoral y un cambio en el
comportamiento colectivo de los elec-
tores destacan en el balance de la últi-
ma década. Por una parte, el absten-
cionismo se elevó a niveles
comparables con los de la década de
los cincuenta. Por otra, los ciudadanos
que votaron escogieron otorgar man-
datos de gobierno cada vez más res-
tringidos, distribuyeron el poder polí-

tico en los niveles municipal y legisla-
tivo, y obligaron al Poder Ejecutivo a
realizar negociaciones más costosas al
buscar la construcción de mayorías
para la toma de decisiones. 

Los abstencionistas 
aumentan, pero su perfil es distinto

Entre 1962 y 1994 la abstención
electoral osciló entre 16,7% en 1970 y
21,4% en 1982, ubicándose con mayor
frecuencia entre el 18% y el 19%, de
tal forma que este nivel de absentismo
se llegó a considerar normal. En 1998
la proporción aumentó súbitamente a
un 30,0% y en febrero de 2002 alcan-
zó el equivalente a 31,2% del padrón
electoral62.

El 18% de abstención en el período
1962-1994 hace pensar en la existencia
de un “bloque” de ciudadanos que no
votan persistentemente, el cual habría
aumentado al 30% en los últimos dos
comicios. Un estudio sobre este fenó-
meno, realizado por el Instituto de In-
vestigaciones Sociales de la UCR en
convenio con el TSE, permite refutar
tal imagen63. La reconstrucción de la
historia electoral de los abstencionistas
muestra que hay mucha variabilidad en
la conducta electoral, es decir, no son ha-
bitualmente las mismas personas las que
se abstienen. El análisis comparativo de

los padrones electorales de 1994, 1998 y
febrero de 2002, permite corroborar
esta tesis (gráfico 5.9). Una quinta par-
te de los electores que votaron en fe-
brero de 2002 (69,0%) se abstuvo en
procesos electorales anteriores
(13,6%). Poco menos de la mitad de los
electores son votantes consistentes, o
sea, siempre votan. Por su parte, solo
una quinta parte de los abstencionistas
en el 2002 puede definirse como abs-
tencionistas consistentes (gráfico 5.9).

Hay patrones etarios, de género,
socioeconómicos y de afiliación parti-
daria relacionados con el fenómeno de
la abstención. Hay indicios de que los
y las jóvenes tienden a ser votantes
menos consistentes que sus padres.
Del universo de abstencionistas, entre
los más jóvenes -menores de 26 años-
la mitad (52%) ha votado siempre que
ha tenido ocasión de hacerlo (una o dos
veces, según la edad); un 27,5% nunca
lo ha hecho, por lo que se clasifican co-
mo jóvenes abstencionistas, y el restan-
te 20,5% corresponde a jóvenes que
han tenido dos oportunidades de votar,
pero votaron solo en una ocasión. 

>> PARA MÁS INFORMACIÓN SOBRE EL TEMA 
PARTICIPACIÓN ELECTORAL Y ABSTENCIONISMO
Véase IIS-UCR, 2004  en el sitio 
www.estadonacion.or.cr.
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GRAFICO 5.9

Costa Rica: votantes y abstencionistas, 
según comportamiento electoral. 2002
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Las mujeres votan más que los
hombres, y las mujeres jóvenes votan
aún más en relación con los hombres
jóvenes. Las electoras que nacieron a
inicios de los años cuarenta, y que te-
nían alrededor de 54-55 años en 1994,
votan en igual proporción que los
hombres de su edad. Conforme dismi-
nuye la edad tienden a votar en forma
creciente las mujeres respecto de los
hombres. La mayor participación elec-
toral femenina puede estar asociada a
una tendencia general a una mayor
participación social y, más específica-
mente, a una mayor participación políti-
ca en puestos de elección popular. Los
varones de 20 a 29 años tienen prome-
dios de abstención muy superiores al
promedio nacional, cercanos al 40%.

Hay importantes diferencias so-
cioeconómicas y educativas entre los
abstencionistas de 1998 y de 2002. Es-
tudios realizados en otros países han
encontrado que las personas con ma-
yor nivel socioeconómico, y sobre todo
con mayor nivel educativo, votan más
que quienes tienen niveles inferiores
(Lipset, 1960; Berelson y Steiner, 1964;
Lijphart, 1997). Esta es una de las prin-
cipales razones para preocuparse por
los altos niveles de abstención, dado
que pueden conducir a sumar exclu-
sión política a la exclusión económica
y social (Lijphart, 1997). Esta tenden-
cia se verifica en el caso costarricense;
mientras el aumento de la abstención
de 1998 atravesó todo el espectro so-
cial y se distribuyó por todo el país, los
nuevos abstencionistas de 2002 tendie-
ron a situarse en el segmento en que
históricamente se concentra la absten-
ción, esto es, en sectores con nivel so-
cioeconómico y educativo inferior
(cuadro 5.14). 

Los ciudadanos se abstienen de vo-
tar por razones muy variadas, pero
destaca la abstención por motivos polí-
ticos64. Estos últimos son los que tie-
nen mayor peso, aunque sus caracte-
rísticas son distintas; es el caso, por
ejemplo, de la importancia que tienen
las opciones electorales insatisfacto-
rias para los abstencionistas de 1998.
Entre los abstencionistas consistentes
privan los motivos asociados a la de-
cepción y la desconfianza hacia los

políticos y el malestar por sus accio-
nes. El desinterés es particularmente
marcado entre quienes nunca votan y
fue mayor en 2002 que en 1998. Los
motivos técnicos tienen menor peso
que los otros65, y entre ellos predomi-
nan las dificultades de transporte el
día de las elecciones, que están asocia-
das a los cambios en las acostumbra-
das formas de traslado por parte de los
partidos, a raíz de la reforma electoral
de 1996. A este respecto hubo un pri-
mer cambio en 1998, pero el más signi-
ficativo fue en 2002, lo cual se expresa
en el aumento de la abstención por
motivos técnicos en esos años66.

El fenómeno de la pérdida de sim-
patía hacia los partidos tradicionales,
que se concentra a partir de 1990, in-
fluyó en el aumento de la abstención.
Un 42,2% de los entrevistados simpa-
tizaba con los partidos tradicionales,
un 7,4% con las agrupaciones emer-
gentes y el 50,5% manifestó no tener
simpatía partidaria. Los simpatizantes
con alguno de los partidos se abstuvie-
ron en un 18%, mientras que entre
quienes no tenían ninguna simpatía
partidaria la abstención fue de más del
doble, y superior al 40% (cuadro 5.15).
Destaca el hecho de que hay mayor
pérdida de los partidos cuando han es-
tado en el gobierno. 

Votantes dividen el poder 
y reducen la base política 
del partido ganador

Otro rasgo característico de la últi-
ma década es la opción ciudadana por
una mayor distribución del poder polí-
tico-electoral y la restricción de los
mandatos, en especial los presidencia-
les, en virtud de que desde 1994 los
votantes no le otorgan a los gobiernos
una mayoría legislativa. Además, el ta-
maño de la fracción gubernamental
dentro del Parlamento se ha ido redu-
ciendo significativamente y, con ello,
su margen de maniobra. Mientras en
el período 1994-1998, el gobierno re-
quería un voto proveniente de cual-
quier partido (usualmente uno minori-
tario), para conseguir la aprobación de
sus iniciativas, en el período 2002-
2006 la bancada oficialista está obliga-
da a obtener los votos del principal
partido de oposición y, en su ausencia,
de otros dos o tres partidos (cuadro
5.16). En la actualidad, además de que
el partido en el gobierno no tiene ma-
yoría, hay más actores con poder de
veto, con el consiguiente aumento en
la complejidad de los procesos para la
toma de decisiones y en la dificultad
para la formación de mayorías. Adicio-
nalmente, en el período 1994-2002, los
votos obtenidos por los partidos que

CUADRO 5.14

Perfil del entrevistado según clasificación del comportamiento
abstencionista. 2002

Comportamiento Índice socioeconómico del hogar a/ Escolaridad (promedio de años)

Votante consistente 45,0 8,1
Solo se abstuvo en 1998 44,9 8,2
Solo abstuvo en 2002 39,5 7,5
Solo abstuvo en 1998 y 2002 41,0 7,8
Abstencionistas consistentes 37,7 6,3
No vota hace 3 o más elecciones 37,3 6,5
Abstencionistas irregulares 47,9 8,4
Total 43,6 7,9

a/ El índice socioeconómico del hogar se construyó utilizando la metodología de Madrigal, 2002; la cual

combina tres índices (tenencia de artefactos electrodomésticos, educación del principal sostén económico

del hogar y ocupación del principal sostén económico del hogar) que ponderados dan como resultado el

índice mencionado.  

Fuente: IIS-UCR, 2004.
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ganaron las elecciones presidenciales
disminuyeron en términos absolutos
(149.000 votos menos) pese a que el
padrón electoral sumó 397.688 nuevos
electores durante esos años.

Ciudadanos no fortalecen los 
canales alternativos de 
representación

La merma en la participación electo-
ral no ha implicado el fortalecimiento de

canales alternativos de representación
social y política de la ciudadanía, dis-
tintos a los existentes una década
atrás. Uno de esos canales podría ser
el de las organizaciones sociales y po-
líticas de la sociedad civil; sin embar-
go, a lo largo del tiempo varios traba-
jos han señalado que en Costa Rica
existe un bajo nivel de participación
ciudadana en ese ámbito (Booth, 1998;
Proyecto Estado de la Nación, 2001a;

Vargas y Rosero, 2004). Según la En-
cuesta de Hogares de 2003, el 77,5%
de las personas que trabajan no perte-
nece a ninguna organización. Sola-
mente un 4,3% está afiliado a un sin-
dicato, un 8,7% a una cooperativa, un
4,3% a alguna asociación gremial y un
2,1% a una asociación comunitaria
(INEC, 2003). 

Pese a ello, frente al deterioro de la
capacidad de los partidos para articu-
lar la relación entre la ciudadanía y las
autoridades, se produjeron en la déca-
da dos procesos. Por un lado, el forta-
lecimiento de las instituciones de su-
pervisión y tutela de derechos han
proporcionado canales directos de co-
municación entre los ciudadanos y el
Estado, en una fase ex post de la ac-
ción de gobierno: las personas se que-
jan o buscan la restitución de sus dere-
chos una vez que las políticas o actos
gubernamentales se han producido
(cuadro 5.2). 

Por otra parte, es palpable la irrup-
ción en el escenario político de organi-
zaciones sociales que reclaman un pa-
pel en la definición de la agenda
nacional y que pretenden una repre-
sentación, social o política, más espe-
cífica que la que tienen los partidos
políticos. En particular destacan las

CUADRO 5.15

Simpatía partidaria y porcentajes de abstención. 1994, 1998 y 2002

Simpatía actual Porcentaje de simpatía Porcentaje de abstención 
1994 1998 2002

Población entrevistada 1.575 1.267 1.435 1.575
PLN actualmente 16,7 7,5 17,3 18,1
PLN en el pasado 16,9 15,6 32,3 41,2
PUSC actualmente 25,5 12,1 16,9 18,6
PUSC pasado 11,9 25,6 32,2 45,5
Nuevas opciones presente 7,4 16,9 28,1 18,3
Ninguno presente 21,7 38,3 45,6 43,8
TOTAL 100,0 18,7 28,1 30,9

Nota: El número de casos disminuye en las elecciones de 1994 y 1998, por efecto de las personas

entrevistadas que no tenían edad para votar en esos momentos.

Fuente: IIS-UCR, 2004.

CUADRO 5.16

Difusión del poder como resultado del comportamiento electoral ciudadano. 1974-2002

Período Control del Ejecutivo Votos obtenidos Control del Legislativo Tamaño de la Déficit para mayoría Porcentaje 
bancada oficial de déficit

1974-1978 PLN 294.609 Sin mayoría a/ 27 2 6,9
1978-1982 CU b/ 419.824 Sin mayoría a/ 27 2 6,9
1982-1986 PLN c/ 568.374 PLN 33 0 0,0
1986-1990 PLN 620.314 PLN 29 0 0,0
1990-1994 PUSCd/ 694.589 PUSC 29 0 0,0
1994-1998 PLN 739.339 Sin mayoría a/ 28 1 3,4
1998-2002 PUSC 652.160 Sin mayoría a/ 27 2 6,9
2002-2006 PUSC 590.277 Sin mayoría a/ 19 10 34,5

a/ Ningún partido tiene la mayoría parlamentaria de 29 escaños. En todos los casos, el partido en el gobierno es la primera minoría.

b/ Coalición Unidad.

c/ Partido Liberación Nacional.

d/ Partido Unidad Social Cristiana.

Fuente: Elaboración propia con base en información del sitio www.tse.go.cr 
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organizaciones sindicales, empresaria-
les y, en menor medida, ambientalistas
(sobre estas últimas, véase capítulo 4).
Estas organizaciones tienen acceso a
recursos de poder suficientes para im-
pedir o perturbar el funcionamiento de
las reglas o procedimientos de toma de
decisiones y de solución de conflictos
colectivos67. Dichos recursos de poder
han provenido de su control de deter-
minados cargos o funciones públicas
(por ejemplo, los sindicatos del ICE),
de la posibilidad de producir moviliza-
ciones sociales, como el movimiento
“anti-combo”, o de su representación
del poder económico, como en el caso
de las cámaras empresariales (Prats,
2001)68. El Noveno Informe examinó
cómo este perfil ampliado llevó a la
creación de alianzas multisectoriales a
fin de impulsar propuestas para el de-
sarrollo del país (por ejemplo, la deno-
minada Tercera República en 2002-
2003), iniciativas que tradicionalmente
habían sido propias de la acción de los
partidos políticos. 

Los sindicatos del sector público
fueron la punta de lanza de la protesta
social y se colocaron, al igual que las
cámaras empresariales, como actores
estratégicos en el juego político (luego
del receso ocurrido durante los años
ochenta). En momentos de fuerte con-
frontación con los gobiernos -el caso
más sobresaliente fue la movilización
contra la apertura del mercado de tele-
comunicaciones en el año 2000- plan-
tearon límites programáticos del man-
dato que los ciudadanos otorgan en las
urnas69. Sin embargo, pese a fuertes
movilizaciones ocurridas durante la
década, cuyos eventos más destacados
fueron la huelga de maestros de 1995,
contra la reforma al régimen de pen-
siones, y el movimiento “anti-combo”
del 2000, la protesta social violenta no
fue la tónica. 

Estudios realizados por el IIS-
UCR para el Programa Estado del Na-
ción, sobre las protestas sociales de los
años 2000 y 2003, evidencian que la
acción a la que más se ha recurrido es
la declaración pública. El bloqueo es el
segundo tipo de acción empleado por
los actores, en especial en el 2000 (un
42%), en incidentes relacionados en su

mayoría con la aprobación en primer
debate del “combo del ICE”70. Destacó
en esa oportunidad, la alianza de las
organizaciones que protestaban con un
partido político, Fuerza Democrática,
hecho que no se ha presentado en los
años posteriores (gráfico 5.10). 

El bloqueo como forma de expre-
sión de una protesta colectiva, ha mos-
trado un comportamiento episódico.
En el 2003 se registraron únicamente
10, lo que significó tan solo el 2,4% de
las acciones realizadas. Esta situación
varió significativamente en el 2004,
cuando hubo un fuerte incremento en
su frecuencia e intensidad, pese a que
en el 2002 se aprobó la penalización de
los bloqueos mediante la introducción
del artículo 256 bis del Código Penal.

El mayor número de acciones colec-
tivas se concentra en el año 2000 (589),
todas ellas relacionadas con la lucha
contra la aprobación del “combo ener-
gético” del ICE, mientras que en el
2003 se presentaron 417 acciones. Y son
las organizaciones de trabajadores pú-
blicos y privados las más activas (44%
de las acciones). Tanto en el año 2000
como en el 2003 se registró un número
considerable de participaciones de ex-
trabajadores, principalmente los exba-
naneros afectados por el pesticida Ne-
magón que luchan por el derecho a la
indemnización. Después de los trabaja-
dores, los actores con mayor presencia

son los vecinos, para quienes se regis-
tró un total del 10% de las acciones. El
Gobierno en general es la entidad a la
que se dirigen con mayor frecuencia
las acciones colectivas: un 43% del to-
tal. De nuevo, el 2000 es el año en que
se presentó el mayor número de accio-
nes contra el gobierno en general, siem-
pre en relación con la aprobación del
“combo ICE”. 

La demanda predominante en el
período fue la implementación u opo-
sición a leyes, reglamentos, decretos,
planes o actos administrativos. El 25%
de las demandas planteadas tenía esos
fines. En este contexto, la oposición a
alguna ley o a acciones del gobierno
generó las mayores demandas en el
período analizado; solo en el 2000 es-
ta motivación representó un 43% de
las acciones ciudadanas. 

Sistema de partidos: 
del bipartidismo a la transición

El sistema de partidos políticos expe-
rimentó una transformación en la déca-
da analizada. De un bipartidismo estable
se ha pasado a un estado de fluidez o
transición con rumbo indefinido,
caracterizado por un aumento de las

>> PARA MÁS INFORMACIÓN SOBRE EL TEMA 
ACCIONES COLECTIVAS EN COSTA RICA
Véase Mora et al., 2004  en el sitio 
www.estadonacion.or.cr.
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Fuente: Elaboración propia con base en La Nación y Diario Extra, años 2000 y 2003. 

GRAFICO 5.10

Costa Rica: tipo de acción colectiva, según año. 2000 y 2003 
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opciones electorales, un proceso de de-
safección de los votantes frente a los
partidos y una creciente desconfianza
hacia estos y hacia la política en general. 

En la segunda mitad del siglo XX
el sistema de partidos expresó una bi-
polaridad política. En una primera
etapa, esta bipolaridad respondía a un
partido hegemónico, socialdemócrata,
y un bloque conservador partidaria-
mente inestable. En una segunda eta-
pa se empezó a forjar el bipartidismo,
después de la victoria de la coalición
opositora en las elecciones de 1978 y
de la reforma legal de 1982, que per-
mitió la fusión de partidos políticos y
el acceso al financiamiento público de
campañas uniendo la historia electoral
de las agrupaciones fusionadas. 

Entre 1982 y 1998 se vivió una épo-
ca de bipartidismo estable (Rovira,
2001), que se reflejó en la baja volatili-
dad electoral71 del período. Pero a par-
tir de 1994 empezó a decaer el predo-
minio bipartidista, hasta llegar a una
transición en el sistema de partidos en
el año 2002. 

En las elecciones de 2002 se pre-
sentaron dos hechos. En primer lugar
se dispararon los niveles de volatili-
dad electoral (del bipartidismo esta-
ble) con respecto al período 1982-1994,
especialmente la volatilidad entre par-
tidos pertenecientes a distintos blo-
ques ideológicos. Este fenómeno fue
distinto al del período 1958-1978, ca-
racterizado por una alta volatilidad,
pues en aquel momento los cambios
de los electores se daban dentro de los
mismos bloques de partidos. En 2002
la volatilidad en las elecciones presi-
denciales alcanzó los niveles de las
elecciones legislativas, que siempre
han sido más altos. Para ese año, un
30% de los electores cambió su voto a
otro partido diferente a aquel por el
cual había votado en 1998 (gráfico
5.11).

En segundo lugar, aumentó el nú-
mero de fuerzas políticas y el grado de
éxito de los partidos emergentes. De
acuerdo con el índice de partidos efec-
tivos (NEP), los resultados electorales
marcaron un cambio del bipartidismo
hacia un multipartidismo moderado72.
En las elecciones legislativas el NEP

aumentó de 2,7 en 1994 a 3,7 en 2002,
lo que revela un tránsito hacia un sis-
tema multipartidista. En el ámbito
cantonal el sistema de partidos tiene
manifestaciones de multipartidismo
aún sin afianzarse; se presenta un con-
trol electoral partidario en disputa,
aunque el PLN y el PUSC siguen sien-
do las agrupaciones que obtienen ma-
yor número de votos (pero con menos
votos en cada elección) y los que pre-
dominan en la alternancia (Alfaro,
2002). En los comicios presidenciales
el NEP pasó de 2,1 en 1994 a 3,2 en el
2002 (cuadro 5.17).

En la actualidad, el sistema de par-
tidos está en estado de fluidez, sin dar
señales que permitan anticipar su rum-
bo. A diferencia de otros países de
América Latina, las agrupaciones tradi-
cionales no han desaparecido, pero su
futuro y el de los partidos emergentes
es incierto. En términos generales en la
región, los estudios de opinión pública
muestran un creciente escepticismo
ciudadano con respecto a los partidos
políticos, claramente discernible desde
mediados de los años noventa. Como
en otros países de Latinoamérica, en
Costa Rica la confianza hacia los parti-
dos es la más baja entre todas las insti-
tuciones públicas y organizaciones so-
ciales (Vargas y Rosero, 2004 y
Proyecto Estado de la Nación, 2001a).

La democracia costarricense está
atravesando un proceso de cambio
electoral de largo plazo, que se expre-
sa en la erosión de la identificación
partidaria de los ciudadanos, el conse-
cuente aumento en la volatilidad elec-
toral y el desalineamiento (dealign-
ment) electoral (la erosión de las
lealtades históricas hacia los principa-
les partidos políticos) (Sánchez, 2003).
De acuerdo con el estudio de Sánchez,
en el fenómeno de desalineamiento
partidario en Costa Rica tienen un es-
pecial peso la erosión de la lealtad ha-
cia el PLN y la caída de su apoyo elec-
toral, pues se trata del partido más
antiguo y fuerte del país. Esta tendencia
se explica por dos tipos de factores: los
sociológicos, que se refieren a transfor-
maciones en la composición social del
electorado (cambios en la naturaleza de
la demanda ciudadana) y los políticos,
que se basan en la insatisfacción de los
ciudadanos con el desempeño de los
partidos y con los procesos políticos
que estos conducen (carencias en la
oferta política). Según la misma investi-
gación, ambos tipos de factores se han
presentado en el caso costarricense. No
obstante, el fenómeno de desalinea-
miento partidario también ha afectado
al PUSC (Sánchez, 2003). 

Finalmente, ya el Cuarto Informe
Estado de la Nación (1998) apuntaba la
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GRAFICO 5.11

Costa Rica: volatilidad total en las 
elecciones presidenciales y legislativas. 1958-2002
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extendida percepción ciudadana sobre
la falta de opciones en el sistema polí-
tico (“los partidos son la misma cosa”).
A lo largo de la década se afianzó la
idea de que el PLN y el PUSC perdie-
ron sus diferencias programáticas. 

Esta percepción parece tener un
asidero real cuando se examina el
comportamiento de los partidos en el
Congreso en los últimos años. El aná-
lisis de la agenda parlamentaria (leyes
aprobadas) por la Asamblea Legislati-
va muestra que en 1998 los partidos
mayoritarios y los emergentes tenían
agendas diferentes. El PUSC y el PLN
se concentraban en aspectos sociales,
economía y ambiente, con una tenden-
cia más marcada del PUSC hacia la
agenda social y del PLN hacia temas
económicos. Las fuerzas emergentes
tenían un solo énfasis: Fuerza Demo-
crática en la agenda social (69% de los
proyectos) y el Movimiento Libertario
en la eliminación de impuestos y la re-
forma o cierre de instituciones públicas. 

La evolución hacia el multipartidis-
mo en el período 2002-2006 ha tenido
un impacto en la agenda parlamentaria,

aunque en sentido inverso al que cabría
haber esperado (más partidos, más dis-
persión). En primer lugar, los temas po-
líticos han desplazado a los temas eco-
nómicos como prioridad en las
agrupaciones políticas. Las iniciativas
presentadas por varias fuerzas han sido
en su mayoría reformas constitucionales
y cambios al sistema político. Entre es-
tas últimas, tienen un peso importante
las propuestas para reformar el Regla-
mento Interno de la Asamblea Legisla-
tiva; todos los partidos han presentado
proyectos para adaptar las reglas de jue-
go dentro del Parlamento. La tercera
fuerza (PAC) también se caracteriza por
su énfasis en aspectos del sistema políti-
co. Ningún partido se ha concentrado
específicamente en asuntos sociales, co-
mo sí sucedió en 1998 (cuadro 5.18).

Se redujo la eficacia del 
núcleo central del gobierno 
representativo 

En la última década se debilitó la
eficacia del núcleo central del gobierno
representativo: las relaciones entre el
Ejecutivo y el Legislativo para aprobar y

poner en marcha decisiones colectivas.
La pérdida progresiva de mayorías le-
gislativas, el aumento en el número de
partidos y el quebranto de la disciplina
partidaria han reducido la capacidad de
las autoridades para formar coaliciones
estables para gobernar. Sobre esta situa-
ción converge el efecto de los ampliados
controles sobre la acción pública -anali-
zados en secciones anteriores- que han
sido empleados exitosamente por diver-
sos actores con el fin de bloquear cursos
de acción no deseados. En la democra-
cia costarricense múltiples actores polí-
ticos e institucionales, e incluso la ciu-
dadanía en general, tienen (por lo
menos alguna) capacidad efectiva de ve-
tar la formulación o ejecución de políti-
cas públicas (Proyecto Estado de la Na-
ción, 2001a). En resumen, comparado
con diez o quince años atrás, el margen
de acción política de un gobierno para
llevar adelante sus prioridades de polí-
tica pública es bastante menor. Ello ha
provocado que las sucesivas adminis-
traciones, a partir de 1994, busquen am-
pliar su capacidad política a través de la
construcción de coaliciones con otras
fuerzas sociales, e intenten legitimar sus
propuestas de gobierno con la participa-
ción de organizaciones de la sociedad
civil en el proceso deliberativo. 

Se deterioraron el desempeño
legislativo y las relaciones 
Ejecutivo-Legislativo73 

El cambio ocurrido en las eleccio-
nes de 2002, que se tradujo en un po-
der más repartido y la composición
multi-fuerzas de la Asamblea Legisla-
tiva, abrió grandes expectativas de un
mejoramiento en la calidad del desem-
peño político de los actores centrales,
al obligarlos a hacer negociaciones
más transparentes y a adoptar la cul-
tura de las coaliciones programáticas,
al estilo de los regímenes parlamenta-
rios. A dos años de ese cambio, la infor-
mación generada permite concluir que
el resultado fue contrario a las expecta-
tivas. El multipartidismo no mejoró ni
en el tipo ni en el volumen del output le-
gislativo; por el contrario, en la Asam-
blea Legislativa ha aumentado el peso
de las decisiones sobre temas margina-
les y ha disminuido la efectividad en

CUADRO 5.17

Número de partidos efectivos y volatilidad electoral. 1974-2002

Período NEP elecciones NEP elecciones Volatilidad elecciones Volatilidad elecciones
presidenciales a/ legislativas a/ presidenciales (%)b/ legislativas (%) c/

1974-1978 3,3 4,0 24,3 26,9
1978-2002 2,2 2,9 54,4 55,8
1982-1986 2,2 2,5 19,4 22,7
1986-1990 2,1 2,5 46,7 46,7
1990-1994 2,1 2,6 6,1 8,5
1994-1998 2,1 2,7 4,7 10,7
1998-2002 2,4 3,4 5,8 15,4
2002-2006 3,2 3,7 29,2 31,2

a/ NEP: número de partidos efectivos. Mide el peso real de los partidos de acuerdo con la proporción de votos

que obtuvieron. La fórmula empleada es la desarrollada por Taagapera y Laakso (1980).

b/ Volatilidad elecciones presidenciales: la fórmula empleada es la desarrollada por Pedersen (1983). Mide la

proporción de votos que cambian de un partido a otro en dos elecciones sucesivas.

c/ Para el cálculo de la volatilidad electoral en las elecciones legislativas se aplicaron las siguientes reglas

para contar como un mismo partido a: a) los partidos que cambian de nombre pero mantienen la misma

dirigencia y orientación política, y obtienen representación parlamentaria con el nuevo nombre, b) los

partidos que se agrupan para formar una coalición y obtienen representación parlamentaria como coalición.

Fuente: Sánchez, 2003.
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términos de acuerdos materializados
en leyes. Mientras más fuerzas estén
representadas en el Legislativo, mayor
es el volumen de iniciativas, pero me-
nor la tasa de éxito, o sea, la posibili-
dad de que cada proyecto termine
convirtiéndose en ley. De 396 pro-
puestas planteadas en la primer legis-
latura del período 1998-1999, el 18,4%
fueron aprobadas, y en 2002-2003, el
14% de 525 proyectos se convirtieron
en leyes (cuadro 5.19). 

No solo se ha reducido el número
de leyes aprobadas, sino que cada vez
es más difícil lograr la aprobación de
leyes de algún grado de complejidad74.
La mayor parte de las leyes promulga-
das en las primeras legislaturas (1994,
1998 y 2002) se relaciona con temas en
los que es menos arduo ponerse de

acuerdo: el área de relaciones interna-
cionales (51 leyes en total), seguida por
donación, venta, traspaso y segrega-
ción de bienes (31 leyes), asuntos ha-
cendarios (25), instituciones estatales
(21), régimen municipal (18), comercial
(13), administración de justicia (10) y
seguridad ciudadana (10) (gráfico 5.12). 

En el nuevo contexto, pese a la
necesidad de las coaliciones programáti-
cas, todas las fuerzas han perdido efec-
tividad. En el ámbito bipartidista, aún
en el atenuado de 1998, el partido de
oposición tuvo más incidencia en la

producción legislativa, más poder de
negociación sobre su propia agenda y
mayor éxito en la aprobación de un
número importante de leyes. En el
ámbito pluripartidista, en cambio, la
fracción de gobierno ha debido
complementar la labor del Ejecutivo
en la presentación, tramitación y nego-
ciación de leyes, mientras aumenta el
peso de las coaliciones programáticas
a la hora de presentar los proyectos,
con lo cual se pierde la oportunidad de
que los electores establezcan diferen-
ciaciones entre agendas programáticas
parlamentarias y de que los partidos
reinvindiquen sus propios temas. 

En la actualidad es menor el margen
para que en el primer año de un nuevo
período se aprueben proyectos presen-
tados ese mismo año. De 27 iniciativas
aprobadas en tal circunstancia en 1994,
se pasó a 16 en el 2002 (gráfico 5.13).

También se redujo la efectividad
de las relaciones entre el Ejecutivo y el
Legislativo. En la primera legislatura
de cada gobierno en el período 1990-
2003, el Poder Ejecutivo logró que al-
rededor del 50% de las iniciativas
aprobadas correspondiera a sus pro-
puestas. En 1998 el 66% de las leyes
provenía del Ejecutivo, y un 34% del
Legislativo. En 2002, un 39% era del
Ejecutivo y el 61% del Legislativo, el
porcentaje más alto de la década (Pro-
grama Estado de la Nación, 2003). De
igual modo, en el nuevo escenario
multi-fuerzas de 2002, el Ejecutivo
perdió efectividad en el manejo de las
sesiones extraordinarias de su primer
año de gobierno75. En la actual admi-
nistración es evidente el deterioro del
Ejecutivo para impulsar su agenda le-
gislativa; en su primer año de gobierno
solamente consiguió la aprobación de
2 leyes, de las 26 que propuso en se-
siones extraordinarias, la más baja ta-
sa de éxito desde 1990 (cuadro 5.20). 

Por otro lado, el margen de apro-
bación de leyes (el tamaño de las coa-
liciones que se requieren para aprobar
legislación) se mantiene sin mayores
alteraciones, lo cual implica que la
construcción de mayorías es más one-
rosa en el actual contexto multi-fuer-
zas, en virtud de que tanto el Ejecuti-
vo como los partidos políticos

CUADRO 5.18

Proyectos de ley presentados en la primera legislatura de 
cada período de gobierno, por partido político, según tema. 1994-2002

Partido político a/

Dos o más Movimiento Acción Liberación Unidad Social Renovación 
Temas b/ partidos Libertario Ciudadana Nacional Cristiana Costarricense

Administración 
de la justicia 5 1 1 9 9 6
Agropecuario 6 2 1 4 3 0
Ambiente 2 2 3 0 5 0
Constitucional 20 0 2 9 4 1
Cultura 2 1 0 3 7 0
Traslado de r
ecursos estatales 8 0 5 7 21 0
Empleo 1 1 3 4 3 1
Hacendarios 5 3 0 3 2 0
Instituciones estatales 3 3 2 6 4 0
Régimen municipal 5 1 2 7 28 6
Régimen político 14 1 17 19 12 0
Otros temasc/ 27 14 20 23 36 5
Total 98 29 56 94 134 19

a/ Se incluyen 430 de los 522 proyectos de ley presentados en la legislatura 2002-2003. Las restantes 92

iniciativas pertenecen al Poder Ejecutivo y a bancadas legislativas como el Bloque Patriótico y el Partido

Auténtico Herediano.  

b/ En el total de proyectos de ley no se incluyen 20 iniciativas sobre las cuales no se cuenta con información

suficiente.   

c/ Agrupa proyectos de ley en temas como benemeritazgos, comercial, cooperativo, deporte y recreación,

desarrollo comunal, educación, energía y combustibles, equidad, asuntos financieros, banca y migración.

Fuente: Programa Estado de la Nación, 2004b. 

>> PARA MÁS INFORMACIÓN SOBRE EL TEMA 
DESEMPEÑO LEGISLATIVO
Véase Vargas, 2004 en el sitio 
www.estadonacion.or.cr.
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representados en la Asamblea Legisla-
tiva deben hacer mayores esfuerzos
políticos para lograr la misma cantidad
de apoyos para una iniciativa. Los
márgenes con los cuales se aprobó más
del 50% de las leyes tramitadas en las
legislaturas 1990-1991, 1994-1995 y
1998-1999 superan los 38 votos. En
términos generales, los proyectos de
envergadura tienen mayorías que su-
peran los 40 votos. No obstante, las
coaliciones se hacen más pequeñas
siempre que se trata de asuntos hacen-
darios y presupuestarios, en cuyos casos
los márgenes de aprobación se reducen
a la mitad más uno de los presentes76.
Esta tendencia se revirtió en la legisla-
tura 2002-2003; el primer Presupuesto
Extraordinario de la República para el
Ejercicio Económico del 2002 fue apro-
bado por 38 de 47 diputados presentes.
No obstante, en el mes de noviembre, al
aprobarse la Ley 8341, Ley de Presu-
puesto Ordinario y Extraordinario de
la República para el Ejercicio Econó-
mico del 2003, esta coalición se redujo
a 32 votos. 

Sucesivos y fallidos intentos por 
crear una gran coalición de gobierno 

Ante las crecientes dificultades en
las relaciones Ejecutivo-Legislativo,
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n: 101

n: 73

n: 75

a/ Se incluyen el 72% de las leyes de 1994, el 75% de las leyes de 1998 y el 68% de las leyes del 2002. Los

porcentajes restantes (alrededor del 30%) se distribuyen en categorías como agropecuarios, ambiente,

asuntos constitucionales,  cooperativas, cultura, deporte y recreación, educación, empleo, equidad, energía,

sector financiero, salud, seguridad social, telecomunicaciones y vivienda. 

Fuente: Elaboración propia con base en la revisión de leyes aprobadas. 

GRAFICO 5.12

Costa Rica: leyes aprobadas por legislatura, 
según área temáticaa/. 1994-1995, 1998-1999 y 2002-2003 

CUADRO 5.19

Leyes aprobadas y proyectos de ley presentados a la Asamblea Legislativa 
por legislatura, según iniciativa. 1990-2003

Proponente 1990-1991 1994-1995 1998-1999 2002-2003 Total
Proyectos de Ley

Iniciativa Poder Ejecutivo 50 39 79 80 248
Iniciativa Asamblea Legislativa 282 270 317 445 1.314

Total proyectos presentados 332 309 396 525 1.562
Leyes aprobadas

Poder Ejecutivo 37 49 48 29 163
Partido Liberación Nacional 31 12 13 5 61
Partido Unidad Social Cristiana 12 30 6 23 71
Varios partidos políticos 10 8 6 15 39
Partido Unión Agrícola Cartaginés 1 1
Partido Agrario Nacional 1 1
Partido Fuerza Democrática 1 1
Partido Acción Laborista Agrícola 1 1
Partido Acción Ciudadana 1 1
Partido Movimiento Libertario
Partido Bloque Patriótico
Partido Renovación Costarricense

Total leyes aprobadas 91 101 73 74 339

Fuente: Departamento de Servicios Parlamentarios, Asamblea Legislativa. 

CUADRO 5.20

Proyectos presentados por el 
Poder Ejecutivo en sesiones 
extraordinarias, según legislatura.
1990-2002

Legislatura Proyectos Proyectos del
presentados Ejecutivo 

aprobados  
en la misma
legislatura

1990-1991 28 5
1994-1995 21 6
1998-1999 26 6
2002-2003 26 2

Fuente: Elaboración propia con base en

información suministrada por el Departamento de

Servicios Parlamentarios, Asamblea Legislativa. 
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fuerzas entre los dos partidos mayori-
tarios y el único mandatario en veinte
años sin experiencia legislativa (desde
1974 todos los presidentes han sido di-
putados previamente), que inicia su la-
bor en el marco de una relación con-
flictiva con el Congreso. Esta fue la
administración que más utilizó el veto
de iniciativas legislativas (7 vetos en el
período 1995-1996). Durante su primer
año, este gobierno manejó sus princi-
pales negociaciones políticas al mar-
gen del marco institucional clásico de
la democracia representativa, es decir,
las relaciones Ejecutivo-Legislativo.
Buscó alianzas con las organizaciones
de la sociedad civil, en un intento de
legitimación ex ante de su política fis-
cal. Con este propósito, convocó a un
foro de discusión, conocido como “Un
Acuerdo Nacional Razonable”, al cual
asistieron las organizaciones sociales y
los partidos políticos en calidad de
participantes. El Gobierno explicó sus
propuestas de política y la situación
fiscal del país, e incorporó algunas ob-
servaciones de los presentes. Se trató
de un foro-seminario de tipo consulti-
vo de tres días, con agenda acotada y
convocatoria corporativista.

La mayoría de los proyectos plan-
teados implicaban aprobación legisla-
tiva, pero el Gobierno procedió a rea-
lizar un pacto extraparlamentario con
el principal líder de la oposición, a fin
de llevar “amarrada” la mayoría legis-
lativa para sus propuestas. En el Pacto
Figueres-Calderón se acordaran dieci-
séis propuestas con implicación legislati-
va, once de las cuales se convirtieron en
leyes. Una de ellas, la reforma a las pen-
siones del Magisterio Nacional, ocasionó
una extensa huelga de este sector.

En 1998 aumentó la desventaja del
Ejecutivo (le faltaban dos votos para la
mayoría simple), el Gobierno ganó las
elecciones por un estrecho margen, el
abstencionismo creció considerable-
mente, se profundizó el clima político
de apatía, desencanto y desconfianza
(Barahona et al, 1999) y el presidente
Rodríguez tenía una agenda de refor-
mas económicas y transformaciones
institucionales que, en muchos casos,
requerían mayoría legislativa califica-
da). El Gobierno buscó entonces una

desde 1994 los gobiernos han ensayado
diversas fórmulas orientadas a consti-
tuir una “gran coalición” política y so-
cial, para impulsar ciertas decisiones
políticas consideradas prioritarias. Se
inició un proceso de búsqueda de ca-
nales sustitutos o alternativos para
construir mayorías, involucrando a ac-
tores externos al núcleo básico de re-
laciones del sistema de representación
(Ejecutivo-Legislativo), y ensayando
una serie de procesos de consulta y
negociación, diferentes de los acuer-
dos o alianzas parlamentarias clásicas
de las relaciones Ejecutivo-Legislati-
vo. Con esta estrategia, las administra-
ciones Figueres y Rodríguez buscaron
ampliar su capacidad política y su base
social, por medio de coaliciones con
fuerzas sociales y políticas, y en el mismo
sentido ha venido actuando la adminis-
tración Pacheco. El éxito de estas inicia-
tivas, en términos de aumento de la efec-
tividad de los gobiernos, ha sido pobre. 

Este proceso se ha vivido en cuatro
momentos distintos. En los dos prime-
ros se desplazó de manera total al Par-
lamento como centro de deliberación

de las decisiones políticamente rele-
vantes, y a los partidos como ejes cen-
trales de la negociación política, para
dar cabida a espacios ad hoc creados
por los gobiernos y sectores organiza-
dos de la sociedad civil, en los cuales
participaban representantes de los
partidos políticos como un actor más.
Ahí se desdibujaron las ideas clásicas
de la representación política. En los si-
guientes dos momentos las negocia-
ciones retornan al seno del Parlamen-
to, incorporando a esos sectores
organizados de la sociedad civil en el
núcleo central de toma de decisiones
del gobierno representativo, con las
reglas y procedimientos legislativos
(bajo la figura de las comisiones mix-
tas) y los gobiernos pierden su carác-
ter de actor convocante, al participar
en el proceso en igualdad de condicio-
nes que los sectores sociales presen-
tes, como asesores de la comisión le-
gislativa, con voz pero sin voto. 

En 1994 la conjunción de factores
era la siguiente: un presidente sin ma-
yoría legislativa (le faltaba un voto
para mayoría simple), un empate de

0

10

20

30

40

50

60

70

2002-20031998-19991994-1995

Administración trasanteriorAdministración anteriorMismo año

Fuente: Elaboración propia con base en datos suministrados por la Unidad de Análisis de Gestión

Parlamentaria, Departamento de Servicios Parlamentarios, Asamblea Legislativa. 

GRAFICO 5.13

Costa Rica: leyes aprobadas en la primer legislatura de cada
período de gobierno, según legislatura de procedencia. 1994-2002
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coalición intersectorial como base para
el programa de reformas, para lo cual
convocó al “Proceso de Concertación
Nacional”, en los primeros meses de
su administración. En contraste con la
experiencia anterior, esta fue una con-
vocatoria pluralista, con agenda más
abierta77 y de tipo deliberativo-resolu-
tivo, es decir, los actores involucrados
no solo opinaban sobre una propuesta
de gobierno, sino que cada grupo de-
bía llegar a acuerdos con implicaciones
de ejecución de política pública. Ade-
más se definió un procedimiento para

la deliberación, se normó la toma de de-
cisiones y se estableció una estructura
formal y acordada para la conducción
del proceso. Como resultado se obtuvie-
ron 150 acuerdos, y solo dos (condensa-
dos en la Ley de Protección al Trabaja-
dor) terminaron convirtiéndose en ley.
Tres proyectos relacionados con la
agenda de telecomunicaciones discutida
en el proceso de concertación78 se apro-
baron en primer debate, en el conjunto
que se denominó “combo del ICE”. Es-
te último ocasionó posteriormente la
mayor movilización de protesta

popular en la historia reciente del país
(Proyecto Estado de la Nación, 2001b),
pues en amplios sectores de la socie-
dad se consideraba que las iniciativas
aprobadas no representaban fielmente
los acuerdos de la concertación. Im-
portantes errores en la conducción fi-
nal del Proceso de Concertación Na-
cional provocaron su fracaso
(Barahona et al, 1999; Gutiérrez y Var-
gas, 1998).

Un tercer ensayo del Ejecutivo pa-
ra crear nuevas condiciones de diálo-
go fue el acuerdo que puso fin a las
movilizaciones de protesta contra el
“combo del ICE”, en el 2002. Se inte-
gró a esa oposición extraparlamenta-
ria “anti-combo” dentro del juego polí-
tico democrático e institucional, al
constituir una comisión mixta79 para
que atendiera, recabara y sistematiza-
ra las propuestas de los diferentes sec-
tores de la sociedad civil con respecto
al ICE, introdujera en los proyectos
las alternativas que aprobara80 e infor-
mara al Plenario Legislativo sobre el
proceso, a fin de que este se pronun-
ciara. Es importante destacar que, si
bien estos acuerdos se realizaron fue-
ra del marco institucional del Parla-
mento, contaron con la presencia y el
compromiso del Presidente de la
Asamblea Legislativa, razón por la
cual, posteriormente, el Plenario los
aprobó en su totalidad, los ejecutó de
conformidad y reconoció a la comisión
mixta la condición de órgano garante
de la correcta aplicación de los térmi-
nos del acuerdo en el plano legislativo.
La comisión mixta sobre el ICE fue re-
tomada durante el período 2002-2006,
pero a la fecha no ha logrado formular
una propuesta.

Por último, la práctica de negocia-
ciones con sectores organizados se ha
utilizado también en la administración
Pacheco, en un cuarto intento de pro-
ducir una gran coalición. En el 2002 la
situación para el Ejecutivo era todavía
más compleja: un mandato más debili-
tado, producto de una segunda ronda
electoral, el advenimiento del multi-
partidismo en la Asamblea Legislativa
y la pérdida total de ventaja relativa
del Gobierno en el Congreso. En el
primer año de la administración, y

CUADRO 5.21

Leyes aprobadas y votación registrada por tema, 
según legislatura. 1994-1995, 1998-1999 y 2002-2003 a/

Tema b/

Constitucional Hacendarios Temas Relaciones Donaciones,
ordinariosc/ internacionales segregaciones

1994-1995
Leyes aprobadas 1 10 22 19 2
Leyes con registro de votación 1 7 20 17 1
Votos promedio 50 36 48 47 44
Frecuencia de unanimidad 0 4 16 13 1
1998-1999
Leyes aprobadas 0 6 16 24 2
Leyes con registro de votación 0 6 15 24 2
Votos promedio 0 37 40 45 46
Frecuencia de unanimidad 0 2 3 18 2
2002-2003
Leyes aprobadas 1 7 32 4 12
Leyes con registro de votación 1 4 18 2 3
Votos promedio 50 42 44 45 37
Frecuencia de unanimidad d/ 1 3 22 3 9

a/ Se excluyeron del conteo las leyes aprobadas en las comisiones con potestad legislativa (Plena Primera,

Plena Segunda y Plena Tercera). 

b/ Los temas constitucionales, hacendarios, de relaciones internacionales, lo mismo que las donaciones y

segregaciones, representan el 58% de las leyes de la legislatura 1994-1995, el 67% de la legislatura 1998-

1999 y el 41% de la legislatura 2002-2003. 

c/ Esta categoría agrupa temas como: administración de justicia, asuntos agropecuarios, ambiente, temas

comerciales, cultura, educación, empleo, energía, equidad, instituciones estatales, régimen municipal,

régimen político, salud, seguridad ciudadana, seguridad social, telecomunicaciones y vivienda y

urbanismo. 

d/ Las cifras de las casillas “Frecuencia de unanimidad” y “Leyes con registro de votación” difieren, en

virtud de que en algunas leyes no se registra el número de votos con los que se aprobaron las leyes. 

Fuente: Elaboración propia con base en información del Departamento de Servicios Parlamentarios,

Asamblea Legislativa.
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ante la propuesta de varios sectores orga-
nizados adoptada por el Partido Acción
Ciudadana, el Gobierno accedió a discu-
tir su principal agenda en el marco de un
órgano legislativo mixto. Así, el 31 de ju-
lio de 2002, se conformó la Comisión Es-
pecial Mixta Fiscal, integrada por siete
diputados (dos del PUSC, dos del PLN,
dos del PAC y uno del ML) y ocho aseso-
res externos (dos del sector empresarial,
dos del sector laboral, uno del sector coo-
perativo, uno del sector solidarista, uno
del Poder Ejecutivo y otro del Foro Agro-
pecuario), a la cual se le definió como ob-
jetivo específico “la búsqueda de solucio-
nes estructurales al desequilibrio de las
finanzas públicas, a través de la promo-
ción de un Pacto Fiscal que involucre a
todos los sectores de la población en la
solución al problema del déficit fiscal y en
la búsqueda de nuevas alternativas de

desarrollo económico para el bienestar
de los costarricenses”81. 

Además se fijó un plazo de treinta
días para que esta instancia dictamina-
ra un plan de contingencia fiscal
orientado a detener el agravamiento
del déficit en las finanzas públicas, y
otro de un año para dictaminar los de-
más proyectos enfocados hacia la bús-
queda de soluciones estructurales y
permanentes en este ámbito. A la Co-
misión se le otorgaron facultades para
estudiar, analizar, proponer y dictami-
nar los proyectos de ley que sirvieran al
cumplimiento de su objetivo, y se le es-
pecificó una metodología de trabajo que
promovía la realización de audiencias
públicas y foros de discusión sobre el
tema, a fin de garantizar la mayor parti-
cipación posible de los diversos secto-
res de la población costarricense. 

El Noveno Informe reportó que la
integración de la Comisión Especial
Mixta del Pacto Fiscal careció de crite-
rios definidos para conformar la repre-
sentación de un concepto tan amplio y
plural como “la sociedad civil”, en vista
de que participaron unos sectores y otros
no, sin una clara línea de identificación.
Sus resultados fueron parciales: logró la
aprobación de la Ley de Contingencia
Fiscal, pero le fue más difícil rendir un
dictamen unánime sobre la reforma fis-
cal estructural. La Comisión terminó su
mandato y la reforma estructural se si-
gue discutiendo en una comisión legisla-
tiva especial en la que no hay presencia
de los sectores sociales; el tema es ahora
objeto de negociaciones entre los parti-
dos políticos en la Asamblea y se ha tra-
tado en reuniones con el potencial candi-
dato presidencial del partido opositor.

CUADRO 5.22

Gobiernos sin mayoría legislativa: experiencias de búsqueda de alianzas

Administración Figures Olsen Rodríguez Echeverría Pacheco de la Espriella
1994-1998 1998-2002 2002-2006

Proceso Acuerdo Nacional Pacto Figueres- Foro de Comisión Comisión Mixta Comisión
Razonable Calderón Concertación Nacional Mixta ICE Pacto Fiscal Mixta ICE

Tipo Consultivoa/ Resolutivob/ Consultivo/resolutivo Contención de Resolutivob/ Resolutivob/

conflictoc/

Convocado por Poder Ejecutivo Poder Ejecutivo Comisión Asamblea Asamblea
Facilitadorad/ Legislativa Legislativa

Convocatoria Ampliae/ Restringidaf/ Ampliae/ Restringida a Restringida a Restringida
oposición organizaciones a organizaciones
“anti- combo” proponentes proponentes

Agenda Acotadag/ Acotada Ampliah/ Acotada Acotada Acotada
Resultado Ley de Justicia Ley de Justicia Ley de Protección Se detiene Ley de Contingencia Ninguno

Tributaria Tributaria y Ley al Trabajador proceso legislativo Fiscal
y Ley de Ajuste de Ajuste del “combo ICE”
Tributario Tributario

Reformas Ninguna 9 iniciativas de 3 iniciativas: Ninguna Reforma fiscal Transformación del 
reforma Modernización del estructural ICE, de institución
institucional ICE, Ley de a empresa pública
o estructural Telecomunicaciones,

Ley de Electricidad 
Resultado Ninguno 11 de 13 leyesi/, 7 proyectos de ley j/ , Informes de miembros 1 ley (Ley de En discusión
legislativo excepto cierres y una ley aprobada k/ de la Comisión y Contingencia Fiscal

traslados de y “combo ICE” archivo de expediente y un informe de
instituciones en primer debate del “combo ICE” mayoría
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CUADRO 5.22 (continuación)

a/ Se identifican opciones políticas y se escucha el parecer de los consultados.

b/ Se crean espacios en los que las partes presentan iniciativas políticas y deben llegar a acuerdos con respecto a los temas en discusión. 

c/ Producto de acuerdos tomados en las negociaciones para poner fin al movimiento de protesta. 

d/ Integrada por la Defensoría de los Habitantes, las universidades públicas y la Iglesia Católica.

e/ Se refiere a las convocatorias que superan el enfoque tripartito Gobierno, empresas y trabajadores, y que implican una invitación razonablemente abierta a diversos

sectores sociales. 

f/ No implica una invitación abierta a diversos sectores, ni la posibilidad de negociar la ampliación de la participación.

g/ Establece un único tema de discusión.

h/ Establece varios temas de discusión no necesariamente vinculados entre sí.

i/ Ley de Justicia Tributaria; nº 7535, del 14 de setiembre de 1995.

Ley de Ajuste Tributario; nº 7543, del 14 de setiembre de 1995.

Ley General de Aduanas; nº 7557, del 20 de octubre de 1995.

Transformación del SNE: se crea la ARESEP, por Ley 7593, del 9 de agosto de 1996.

Ley General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, nº 7527, del 10 de julio de 1995.

Reformas al sistema financiero:

Ley Orgánica del Banco Central, nº 7578, del 3 de noviembre de 1995.

Ley Reguladora del Mercado de Valores, nº 7732, del 17 de diciembre de 1997, que reformó la Ley 7201, del 10 de octubre de 1990.

Ley de Creación del Ministerio de Comercio Exterior, nº 7638 del 30 de octubre de 1996.

Cierres del IFAM y CONICIT: no se concretaron.

Apertura del monopolio licorero del Estado y Ley de venta de FANAL y supresión del monopolio de la destilación: se archivó proyecto.

Traslado al sector privado de LAICA, ICAFE, INFOCOOP, DINADECO y CORBANA: no se concretaron los traslados al sector privado. 

OFIARROZ: se transformó en la Corporación Arrocera Nacional, por Ley 8285, del 30 de mayo de 2002; no se trasladó al sector privado.

Transformación del SINART: pasó a ser una sociedad anónima estatal por Ley 8346, del 12 de febrero de 2003.

Junta de Defensa del Tabaco: derogada por Ley 8066, del 7 de febrero de 2001.

j/ Ley de Valorización y Retribución por Servicios Ambientales; Ley de Protección de la Libertad de Prensa, Ley de Creación del Fondo de Solidaridad y Desarrollo

Humano; reformas a varios artículos del Código de Trabajo, Ley nº 2, del 26 de agosto de 1943, y los artículos 10, 15, 17 y 18 del decreto ley nº 832, de noviembre de

1949 y sus reformas; Ley de Seguros; Ley de Protección al Trabajador; Ley de Transformación del Instituto de Desarrollo Agrario en el Instituto de Desarrollo Rural. 

k/ Ley de Protección al Trabajador.

Fuente: Ministerio de Información y Comunicación, 1994; Barahona et al., 1999; expedientes legislativos 13.919, 15.019, 15.516 y 15.166. 
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rrientos, Luis Bonilla, Marta Campos, Silvia Castro,

Rodolfo Cerdas, Héctor Fernández, Hannia Frances-

chi, Roberto Gallardo, Leonardo Garnier, Franklin

González, Ana Lucía Gutiérrez, Miguel Gutiérrez,

Juan Hernández, Nancy Hernández, Alfredo Jones,

Anabelle León, Emma Lizano, Guillermo Matamoros,

José A. Masís, Ana L. Montero, Alejandra Mora, Luis

Paulino Mora, Sindy Mora, Natalia Morales, Juan Ma-

nuel Muñoz, Ciska Raventós, Manuel Rojas, Isabel

Román, Luis Antonio Román, Marcela Román, Elisa

Sánchez, Emilio Solana, Francisco Tula, Carlos Var-

gas, Jorge Vargas, Nelly Vargas, Evelyn Villarreal,

Olman Villarreal, Saúl Weisleder, Elaine White, Lena

White, Fernando Zumbado e Isabel Zúñiga.  

La edición técnica fue realizada por Evelyn

Villarreal, Jorge Vargas Cullell y Ronald Alfaro.

La revisión y corrección de cifras la efectuaron

Ronald Alfaro y Elisa Sánchez.

Se agradece a Mitchell Seligson, Centennial Pro-

fessor y Director del Proyecto de Opinión Pública

de América Latina de la Universidad de Vanderbilt

(EEUU), por haber autorizado el uso de informa-

ción del documento “La cultura política de la de-

mocracia en Costa Rica”, elaborado por Vargas y

Rosero, 2004.
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1 Para una exposición más detallada sobre la manera en que el

Informe plantea la vinculación entre democracia y desarrollo

humano, véase la introducción al capítulo 5 del Noveno Informe

Estado de la Nación (Programa Estado de la Nación, 2003).

2 La Auditoría planteó, basada en los trabajos conceptuales de

O´Donnell y en los propios resultados de la evaluación, que la

democracia es más que un régimen político. Este es una de las

dimensiones del concepto, pero no la única. En general, se en-

tiende por democracia: a) un régimen político en el cual los go-

bernantes son escogidos mediante elecciones libres, limpias,

competidas y reiteradas, por una ciudadanía que ejercita libre-

mente sus derechos civiles y políticos; b) un Estado de derecho

en el cual las autoridades están sujetas al imperio de la ley por

mecanismos horizontales y verticales de rendición de cuentas, y

en el cual las instituciones protegen y promueven los derechos

civiles, políticos y sociales de las personas, y c) una convivencia

ciudadana que sustenta las instituciones del régimen y el Esta-

do democráticos.

3 La receta incluía: privatización de empresas estatales, drásti-

cos recortes presupuestarios, reducción del empleo público, li-

beralización económica y comercial, desregulación, cierre de

instituciones y reformas fiscales

4 Se buscó entonces que el Estado fuese más controlado, más

eficiente y menos centralizado, a través de políticas de reforma

institucional, la introducción del esquema de responsabilización

y rendición de cuentas, la administración gerencial y las refor-

mas fiscales para aumentar la capacidad financiera estatal. La

segunda generación empezó a abordar las reformas a lo interno

de las instituciones públicas (Schneider y Heredia, 2003); véase

también Bresser, 2001; Bresser y Spink, 1999; Echebarría, 2000 y

BID, 1996 y 2003).

5 Por ejemplo, un avance en materia de reconocimiento de de-

rechos al tiempo que ocurre un deterioro en la capacidad de ac-

ción del Estado puede generar fuertes tensiones sobre las insti-

tuciones públicas, que son objeto de demandas ampliadas por

parte de una ciudadanía que tiene expectativas y mecanismos

para hacer exigibles los nuevos derechos concedidos.

6 Esta idea fue planteada por Carlos Vargas Pagán en el taller

en que se discutió la versión preliminar del capítulo, el día 6 de

agosto del 2004.

7 Según Schneider y Heredia (2003), las reformas de las estruc-

turas del Estado no son producto de estrategias de optimiza-

ción, sino de una intensa lucha política. Todos los modelos de re-

forma ocasionan desplazamientos de poderes. Las reformas

centradas en el control y la responsabilización desplazan el po-

der del Ejecutivo al Legislativo, el Judicial u otras instancias de

control.  A su vez, las reformas que fortalecen las estructuras

administrativas aumentan el poder y la discreción de niveles ge-

renciales más bajos, en detrimento de los jerarcas políticos.

8 En el caso costarricense se refiere a mecanismos para redu-

cir la discrecionalidad y la arbitrariedad en la función de gobier-

no que se concentran en regular la gestión financiera y presu-

puestaria, las políticas e instrumentos de contratación y

compras, la gestión del patrimonio público, los instrumentos de

contabilidad y control de gestión, el control parlamentario y de

otras agencias de control, así como el control judicial (Echeba-

rría, 2000).

9 Se refiere a la actividad del Poder Ejecutivo, el sector descen-

tralizado institucional, el sector descentralizado territorial y las

empresas públicas.

10 Toda la Administración Pública emplea hoy el procedimiento

previsto en la Ley General de la Administración Pública en caso

de dictarse actos lesivos a los intereses de los ciudadanos, a raíz

del recurso de amparo, y en especial, de la sentencia u opinión

consultiva 1739-92, que es considerada la guía última del dere-

cho a un debido proceso legal (Volio, 2000).

11 Dato suministrado por el Presidente de la Sala Constitucional,

Lic. Luis Fernando Solano Carrera, en reunión celebrada el 26 de

mayo de 2004.

12 Es importante mencionar que esta función de aprobación

presupuestaria es muy particular de la CGR costarricense; las

otras contralorías generales o cortes de cuentas existentes en

América Latina solo hacen fiscalización posterior. En Costa Rica

la CGR aprueba directamente, sin trámite legislativo, alrededor

de dos tercios del total del gasto público (DFID-Perú, 2003). 

13 De acuerdo con la Sala Constitucional, “el debido proceso le-

gislativo constituye una ordenación necesaria y preestablecida

-en la Constitución Política y en el Reglamento de la Asamblea

Legislativa-, de una serie de actos sucesivos dirigidos a materia-

lizarse en una decisión final, que es la aprobación del proyecto

de ley; y que en un sistema democrático, […] está impregnada

por principios básicos que son indispensables...” (resolución

03220, del 18 de abril de 2000).

14 A este respecto, consúltese las sentencias 441-91, 1617-91,

3464-93, 1898-97, 1954-97, 3967-98, 5880-99 y 6037-99.

15 La Sala Constitucional solamente puede declarar la inconsti-

tucionalidad de los proyectos de ley por razones de procedi-

miento, pero, aun en este tema, la propia Sala ha debido definir

cuáles vicios en el procedimiento de formación de las leyes, en

caso de ser detectados, producen invalidez desde el punto de

vista constitucional, ya que el artículo 101 de la Ley de la Juris-

dicción Constitucional no lo determina con claridad. La Sala ha

analizado el inciso c) del numeral 73 de la mencionada ley, y ha

determinado que los efectos controlables por parte del órgano

constitucional son aquellos que se refieren a la violación de al-

gún requisito o trámite “sustancial” previsto en la Constitución

o, en su defecto, establecido en el Reglamento de la Asamblea

Legislativa (resolución 03220, del 18 de abril de 2000).

16 Son emblemáticas las resoluciones que han garantizado el

derecho a la educación y la salud sin discriminación para la po-

blación migrante, independientemente de su estatus legal, así

como los votos que ordenaron a la CCSS otorgar los medicamen-

tos necesarios a los enfermos de sida (voto 8422-97) y continuar

el programa de transplante de órganos (resolución 6216-04). En

ambos casos se ha señalado la necesidad de que las institucio-

nes del Estado desarrollen el derecho a la salud más allá de una

previsión mínima y se les ha compelido a brindar acceso a los

máximos alcances científicos y tecnológicos existentes en el país

para el tratamiento de la salud. De igual manera se han tutelado

los derechos de los grupos vulnerables, no videntes, personas con

discapacidad, niñez, indígenas, mujeres y migrantes.

17 En todos los países latinoamericanos el ombudsman o defensor

de los habitantes, es nombrado por el Congreso, aunque existen di-

ferencias en cuanto al procedimiento y el número de votos requeri-

do. Por ejemplo, en Argentina, El Salvador, Guatemala, México, Perú

y Bolivia se exige dos terceras partes del Congreso; en cuatro países

se designa una comisión legislativa para que proponga una terna al

Parlamento. Solo en el caso de Colombia los candidatos a defensor

o defensora son propuestos por el Poder Ejecutivo, para que el Con-

greso seleccione a uno de ellos (Uggla, 2003).

18 En 1990, con la aprobación de la Ley 7142, de Igualdad Real

de la Mujer, se creó la Defensoría General de los Derechos Hu-

manos, como un ente adscrito al Ministerio de Justicia y Gracia,

específicamente con el mandato de proteger los derechos de la

mujer, el niño, el consumidor, los internos del sistema peniten-

ciario y el usuario del Registro Nacional, de conformidad con lo

dispuesto en el artículo 25 de la citada ley. 

19 Por ejemplo, la PGR podía inspeccionar oficinas públicas sin

previo aviso y requerir de ellas documentos e información, y

ningún servidor público, en el ejercicio de las funciones propias

del cargo, podía negarse a dar su colaboración. Las funciones

de la Defensoría de los Usuarios del Registro Nacional fueron

asumidas posteriormente por la Contraloría de Servicios del Mi-

nisterio de Justicia, que inició su operación en 1999.

20 La muestra de encuestados fue aleatoria, con base en el to-

tal de personas que realizaron una denuncia en las áreas de

Protección Especial, Calidad de Vida y Control de Gestión de la

DHR, durante el período del 1 de mayo del 2001 al 30 de abril del

2002. N=266 (34% del total de la población). (Escuela de

Ciencias Políticas, UCR, 2003).

Notas
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21 La CNC está adscrita al Ministerio de Economía, Industria y

Comercio, e integrada por tres miembros propietarios y tres su-

plentes, nombrados todos directamente por el Ministro del ra-

mo. Además, para el cumplimiento de sus funciones la CNC

cuenta con una  Unidad Técnica de Apoyo. Cuando los procedi-

mientos conciliatorios no dan resultados, la CNC puede archivar

el caso, resolver la denuncia aplicando una infracción o una

multa que, de no ser pagada, ocasiona el traslado del caso a los

tribunales, y finalmente se puede establecer una medida caute-

lar, que procura evitar un engaño o peligro a los consumidores

ordenando el congelamiento de la distribución de productos

hasta que se hayan realizado los estudios respectivos.

22 El TAA está adscrito al Ministerio de Ambiente y Energía, es-

pecíficamente al Despacho del Ministro, y tiene "competencia

exclusiva e independencia funcional en el desempeño de sus

atribuciones". Está integrado por tres miembros propietarios y

tres suplentes nombrados por el mismo Ministro. La gestión de

protección que realiza este Tribunal se extiende a cualquier per-

sona, grupo o entidad interesada en hacer valer sus derechos

en materia ambiental, la cual puede plantear una denuncia an-

te el TAA, ya sea que la lesión de sus derechos sea causada por

el Estado o por un particular. Así, en este órgano se efectúa un

control tanto de los ciudadanos hacia la autoridad estatal (ver-

tical), como entre las instituciones estatales (horizontal).

23 Los fallos del TAA agotan la vía administrativa y son de aca-

tamiento estricto y obligatorio. Asimismo, el Tribunal está facul-

tado para establecer, por vía administrativa, las indemnizacio-

nes que puedan originarse en relación con los daños producidos

por las violaciones de la legislación tutelar del ambiente. Los es-

tudios de impacto ambiental y las investigaciones de las denun-

cias que requiera el TAA las realiza la Secretaría Técnica Nacio-

nal Ambiental (SETENA).

24 La ARESEP ha promovido la participación ciudadana a tra-

vés de la descentralización de las audiencias públicas, despla-

zándolas a los lugares donde se encuentre la población afecta-

da por el alza, y de la realización de las audiencias después de

las cuatro de la tarde. También creó el Defensor de los Usuarios,

como una herramienta para brindar asesoría a las personas que

quieran participar con su opinión en las audiencias, y ha lleva-

do a cabo procesos de capacitación a las comunidades y usua-

rios sobre los trámites ante la institución.

25 Decreto. 22511- MIDEPLAN, del 17 de setiembre de 1993.

26 Para el 2003, las contralorías de servicios de la CCSS repor-

taron un total de 90.429 quejas recibidas; de ellas, 38.230 fue-

ron de atención telefónica y 37.267 por gestión o trámite direc-

to de usuarios. Las restantes 14.932 se recibieron por otras vías

(Defensoría de los Habitantes, Presidencia de la CCSS y contra-

loría institucional).

27 Ambas iniciativas (expedientes 14.996 y 14.999) pretenden

crear un sistema nacional de contralorías de servicios y

conformar estas dependencias en todos los ministerios, las ins-

tituciones descentralizadas, las empresas públicas y las munici-

palidades, así como en las empresas privadas que brinden ser-

vicios públicos, con fundamento en el derecho de los habitantes

a recibir servicios públicos de óptima calidad. Uno de los proyec-

tos de ley fue presentado por la Defensoría de los Habitantes y

propone que esta instancia se convierta en el ente rector de las

contralorías; el otro fue planteado por el MIDEPLAN y establece

que este Ministerio seguiría funcionando como la secretaría técni-

ca de las contralorías, pero el rector sería un Consejo Nacional de

Contralorías de Servicios. En general, los dos proyectos sugieren

funciones similares para estos órganos, y no solo en el ámbito del

control de la gestión y calidad de los servicios públicos, sino tam-

bién en el de la generación de propuestas y acciones. 

28 La Asamblea Legislativa genera hoy más demandas hacia

la Contraloría que en 1999, año en que se empezó a dar segui-

miento a este indicador. En general, el Parlamento hizo a la CGR

154 solicitudes en 1999, y 425 en 2003. Hoy la Contraloría tiene

más presencia de asesoría en las comisiones legislativas y los

diputados acuden más a ella como fuente de información para

cumplir con sus funciones (Villarreal, 2004).

29 También denominada “Nueva Administración Pública”, pro-

mueve la rendición de cuentas sobre la base del instrumental

clásico de la administración gerencial del sector privado, aplica-

do al quehacer del sector público. Para ello utiliza sistemas de

gestión presupuestaria, sistemas contables e indicadores de

gestión para ejercer el control desde órganos especializados

(Bresser, 2001;  Bresser y Spink, 1999 y Saborío, 2004b).

30 Esta institución espera en el futuro dirigirse hacia un siste-

ma de control de segundo piso, en el cual pueda contar con el

apoyo de los auditores internos y de otras instituciones que fun-

cionen como órganos de control de primera instancia, de mane-

ra que la CGR se dedique mayoritariamente a la supervisión de

estos órganos (Matamoros, 2004).

31 Por ejemplo, solo para la CGR en el año 2001 se gastaron

aproximadamente 4 dólares per cápita, mientras que en las

otras contralorías del área ese gasto apenas llegó a 2 dólares y

tres de los países ni siquiera superaban 1 dólar. Los presupues-

tos de los ombudsman también presentan estas diferencias:

mientras que en Costa Rica, El Salvador y Guatemala gastaron

entre 3 y 4 millones de dólares, en el mismo año en Honduras y

Nicaragua se asignó menos de 1,5 millones (Proyecto Estado de

la Región, 2003).

32 Por capacidad institucional se entiende la combinación de

recursos financieros, humanos, legales y procesales con que

cuenta una institución para cumplir con sus objetivos. Para los

efectos del presente Informe, se hace énfasis en los recursos fi-

nancieros (el presupuesto real ejecutado por las instituciones) y

humanos (cambios en el nivel de plazas ocupadas con que cuen-

tan las instituciones para ejecutar su mandato). No se entra a

considerar la forma en que se ha estructurado el sector público. 

33 En términos generales, en la región latinoamericana hay

una baja carga tributaria (Paramio, 2004).

34 Esto incluye la formulación de políticas económicas y so-

ciales, el desarrollo de actividades de promoción y la provisión

de bienes como educación, salud, asistencia y previsión social,

entre otros (Bresser, 2001). 

35 Estos pueden ser establecidos tanto por vía legal como por

decreto ejecutivo.

36 Se refiere al número de plazas ocupadas en cargos fijos,

servicios especiales y jornales del sector público bajo el ámbito

de la Autoridad Presupuestaria (no incluye datos de empleo en

bancos estatales, universidades y municipalidades). 

37 Si se compara con la cifra de 1988, la disminución es de

48%.  

38 Véase, Saborío, 2004b y sentencias de la Sala Constitucio-

nal 441-91, 1617-91, 3464-93, 1898-97, 1954-97, 3967-98, 5880-99 y

6037-99.

39 El Programa de Modernización de la Administración de Jus-

ticia se inició en 1996, como resultado de la firma de dos acuer-

dos de financiamiento con el Banco Interamericano de Desarro-

llo, de 16 millones de dólares el primero y 32 millones de dólares

el segundo. Más detalles en http://www.poder-judicial.go.cr/bid

40 Al explicar la justificación de esta reforma ante la comisión

legislativa que conoció el proyecto de Ley Orgánica del Poder

Judicial, los magistrados que tuvieron a su cargo la exposición

indicaron que: "…La Corte Plena se reserva las funciones de go-

bierno, en virtud de que el artículo 156 de la Constitución Políti-

ca la establece como el órgano superior administrativo del Po-

der Judicial, pero se le sustraen todas las funciones de

administración del caso concreto. Con ello se descarga a los Ma-

gistrados de la función puramente administrativa, permitiéndo-

les no sólo dedicar más horas a resolver los asuntos que cono-

cen las Salas en las que han sido asignados, sino -función

igualmente importante- poder dedicarse a la elaboración de una

real y efectiva política judicial, que permita terminar con el

"cortoplacismo" y diseñar la estrategia necesaria para que el

Poder Judicial pueda responder oportunamente a las necesida-

des que la evolución de nuestra sociedad le plantea". Citado en

acta de la sesión ordinaria de Corte Plena celebrada a las 13:30

horas del 3 de marzo de 2003.

41 La principal justificación para que no se haya producido un

traslado más radical de funciones administrativas obedece a

una interpretación que algunos magistrados hacen del artículo

156 de la Constitución Política, que señala que la Corte Plena es

el tribunal superior del Poder Judicial, de lo cual se ha derivado

una limitación a la posibilidad de desligarse completamente de

funciones administrativas (Saborío, 2004a).
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42 Entre 1994 y parte de 1997 no ingresaban al Ministerio Pú-

blico las denuncias por delitos contra la propiedad con reo igno-

rado y en las cuales la investigación policial no permitió identi-

ficar al autor del delito. Esa situación varió a partir de 1998, al

entrar a regir el Código Procesal Penal, ya que todas las denun-

cias ingresan al Ministerio Público. El valor de la entrada neta

penal pasó de 50.978 casos en 1994 a 121.646 en el 2003. No todo

este aumento corresponde a un incremento en la criminalidad,

ya que una parte se relaciona con la diferente manera de conta-

bilizar los ingresos en materia penal.

43 A nivel administrativo se han adoptado medidas como la

flexibilización de horarios, con el establecimiento de turnos ex-

traordinarios y jornadas vespertinas, y la incorporación de nue-

vas tecnologías en algunas dependencias judiciales que ahora

utilizan el fax, el acceso a registros públicos vía internet y la In-

tranet Judicial. Se crearon la Oficina de Atención a la Víctima y

la Oficina de Defensa Civil de la Víctima, para brindar apoyo ju-

rídico, psicológico, de trabajo social y económico a las víctimas

que lo requieren.

44 La creación de esta Secretaría es parte del compromiso

contractual que asumió el Poder Judicial con el BID, para la eje-

cución de la segunda etapa del Programa de Modernización de

la Administración de Justicia.

45 Un estudio realizado en 2002 por la CONAMAJ revela que:

"Respecto de las plazas asignadas en propiedad los hombres

ocupan el 61% de las plazas en propiedad y las mujeres el 39%.

En los puestos de "jerarquía o vinculados directamente con la

Administración de Justicia" que están asignados en propiedad,

el 41,68% está ocupado por mujeres y el 58,32% por hombres.

Respecto a los grupos "puestos profesionales, técnicos, especia-

lidades y de investigación" el 76,26% está ocupado por hombres

y el 23,74% por mujeres. En cuanto a los puestos "auxiliares, se-

cretariales, asistentes y otros", el 56,34% de las plazas están

asignadas a hombres y el 43,6% a mujeres. Con respecto a los

nombramientos de juez, al 17 de junio del presente año (2002),

hay un total de 478 jueces nombrados con el actual sistema de Ca-

rrera Judicial, de los cuales, 52,51% son hombres y el 47,49% mu-

jeres. Esto a pesar de que en el promedio que consta en el Regis-

tro de Elegibles de cada uno de estos funcionarios judiciales, en

total el promedio de las mujeres es de 86,67% y el de los hombres

es de 85,32%. En ninguno de los casos los hombres superan al pro-

medio de nota de registro de las mujeres" (Calzada, 2002).   

46 Estas estadísticas fueron brindadas por el Departamento

Administrativo de la Defensa Pública. La metodología para obte-

ner el número de casos por defensor consiste en registrar la in-

formación de un reporte individual que realiza cada defensor so-

bre su volumen de trabajo, cuya consistencia no es revisada por

el Departamento de Estadísticas del Poder Judicial.

47 Hay otras instituciones que prestan servicios de asesoría

legal gratuitos, como los consultorios jurídicos de las universi-

dades, y organizaciones sociales que atienden grupos

específicos de personas (niñez, discapacitados, etc.). Solo la Uni-

versidad de Costa Rica tiene 16 oficinas de consultorios jurídicos,

que en 1998 atendieron 9.688 casos (Proyecto Estado de la Re-

gión, 2003).

48 El indicador de productividad se construye como el cocien-

te entre el número de causas salidas o terminadas y los recur-

sos humanos empleados. Por salida neta se entiende el total de

casos salidos o terminados, menos las incompetencias dictadas;

en materia de tránsito se eliminan, además, las sentencias en las

infracciones simples sin oposición. La información para esta úl-

tima variable está disponible a partir de 1995, dado que con an-

terioridad a este año no se cuenta con los datos para la materia

penal juvenil.

49 Resulta preocupante que el origen de esta situación se en-

cuentra en el Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía del Segundo

Circuito Judicial de San José, despacho que cuenta con el mayor

número de expedientes laborales en tramitación en el país. En-

tre 2002 y 2003 su circulante se incrementó en 5.566 expedien-

tes. Al finalizar el año 2003, uno de cada tres expedientes en ma-

teria laboral que se encontraban en trámite en el país estaba en

ese despacho, que debe atender los juicios por cesantías y pres-

taciones de los trabajadores más vulnerables.

50 Esta programa fue incluido como subcomponente en el

Convenio Corte-AID y en el Contrato-Préstamo 859 OC-CR con el

BID, aprobado por la Ley 7496, del 8 de junio de 1995.

51 El Poder Judicial ha propuesto reformas legales y procesa-

les. Como se indicó, ha promovido la preparación de un Código Ge-

neral del Proceso y un Código Procesal Contencioso-Administrati-

vo, que se orientan a la introducción de la oralidad en los procesos

civiles, comerciales, laborales, agrarios, de familia y administrati-

vos. Además ha presentado reformas al Código Penal, un proyecto

de Ley de Cobro Judicial y reformas a la Ley de Tránsito, para eli-

minar la judicialización de las infracciones simples. Algunos de es-

tos proyectos se encuentran en la corriente legislativa, pero en-

frentan una situación de estancamiento; tal es el caso de las

reformas a la Ley de Tránsito, con casi cinco años en trámite.

52 Se considera que, al fallarse favorablemente un recurso de

casación, se admite que el proceso judicial no se realizó adecua-

damente y fue, por tanto, de calidad inadecuada (Solana, 2004).

53 Un análisis retrospectivo de las trece últimas elecciones

permite concluir que las mujeres han ocupado tan solo el 11,4%

de los escaños legislativos, tomando en cuenta todo el periodo

de estudio. En las elecciones la década de los setenta, las dipu-

tadas elegidas no superaron el 4% del total. En las dos décadas

siguientes ese porcentaje se duplicó, pero no logró ir más allá

del 9% para el período. En los ochenta y los noventa aumentó,

pero siguió siendo bajo (16,4%) y en el 2002 subió a 35%. 

54 La Sala Constitucional ha aclarado que las violaciones que

repercuten, en forma directa, sobre la materia electoral, en

particular sobre los derechos políticos de elegir y ser electo _me-

diante el voto,  son competencia del Tribunal Supremo de Eleccio-

nes, órgano al que, en definitiva, corresponde interpretar la Cons-

titución en lo relativo a la organización, dirección y fiscalización de

los actos relativos al sufragio (voto 3812-93 de las 16:48 horas del

6 de agosto de 1993). Asimismo, ha indicado que la Sala Constitu-

cional solamente se involucra si el Tribunal declina su competen-

cia para resolver, como lo han apuntado numerosas sentencias.

55 Antes de la reforma constitucional de 1996, lo que recono-

cía el artículo 98 del texto constitucional era el derecho de los

ciudadanos de constituir partidos para participar en la vida po-

lítica del país. A partir de 1996 se define el concepto de estas

agrupaciones, el papel que juegan en la democracia y la obliga-

ción de que su estructura y funcionamiento sean democráticos.

Sobre esta base la Sala Constitucional manifestó: “La constitu-

cionalización de los partidos políticos, que en Costa Rica se aso-

ció con modificaciones importantes que sufrió el sistema de su-

fragio y con la depuración de la democracia electoral, trae como

inevitable consecuencia la expansión de la capacidad reguladora

del Estado hasta el interior de esas agrupaciones, donde los pro-

cesos electorales se inician realmente. En ese sentido, el primer

juicio de inconstitucionalidad se debe referir, pues, a la validez de

las reglas que implican una expansión de la potestad normativa

del Estado al interior de esas corporaciones cuyos miembros ven

limitadas así, sus propias potestades reguladoras (...) Esa compe-

tencia reguladora ha sido empleada, dadas las circunstancias his-

tóricas, en tratar de fomentar la democratización interna de los

partidos y esa finalidad que concuerda con lo dispuesto en la

Constitución es su única justificación, por la limitación que impo-

ne a la propia potestad reguladora de los asociados del partido. El

establecimiento de requisitos para la formación y el funcionamien-

to de los partidos, creó una organización mínima necesaria para el

cumplimiento de los requerimientos del principio democrático que

pretendió superar el fenómeno de la oligarquización, que se pre-

senta cuando la organización se convierte en un aparato destina-

do a mantener concentrado el control y el poder de decisión en las

élites políticas o la cúpula del partido” (voto 5379-97). 

56 La Comisión trató temas como régimen político, presiden-

cialismo y parlamentarismo, sistema de partidos políticos, fi-

nanciamiento de los partidos, papel de los actores políticos en

el sistema democrático, sistema de elección de los diputados,

fortalecimiento del Régimen Municipal, comunicación y propa-

ganda en tiempos electorales, entre otros. 

57 Una de ellas fue preparada por la Comisión Consultiva so-

bre Reformas Electorales convocada por el TSE en 1998, que se

concentró en una serie de reformas constitucionales. La otra

propuesta fue elaborada por el Centro de Asesoría y Promoción

Electoral (CAPEL), del Instituto Interamericano de Derechos Hu-

manos, como resultado de un convenio suscrito con el TSE, y

planteaba una reestructuración del Código Electoral.

58 En la literatura académica se reconoce a este tipo de reformas

la virtud de que logran mayor representación y profundización
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democrática, fomentan la competencia, generan la movilidad de

élites y fortalecen el liderazgo, confiriendo mayor legitimidad a

los procesos democráticos y estimulando la participación de la

sociedad. Por el contrario, resulta un factor negativo el hecho

de que la democracia dañe la armonía interna o la imagen ex-

terna de la agrupación como un todo homogéneo (Payne, 2003).

59 El pluripartidismo se asocia con la materialización del prin-

cipio de igualdad democrática, dado que permite una compe-

tencia democrática entre diversas fuerzas políticas con capaci-

dad para acceder al poder, lo cual le otorga al ciudadano una

pluralidad de opciones políticas (Del Castillo, 1990). 

60 Esta tendencia es especialmente preocupante porque los

subsidios estatales se establecieron, precisamente, como meca-

nismo para garantizar la mayor independencia posible de las

autoridades nacionales con respecto a los intereses particula-

res. En los últimos años el debate público giró en torno al mon-

to que el Estado asigna a las campañas electorales. Vigente pa-

ra el proceso electoral 2001-2002, la Asamblea Legislativa

efectuó una reforma temporal para reducir el monto del PIB que

se asignaría como subsidio estatal al gasto electoral. Paralelamen-

te, el sistema político ha ido adoptando fórmulas de mayor parti-

cipación ciudadana en los procesos de elecciones internas de los

partidos, lo cual tiende a incrementar la cantidad de recursos que

se deben dedicar a los procesos electorales nacionales.  

61 Producto de estos controles mejorados, la Controlaría Gene-

ral de la República rechaza una parte significativa de los gastos

presentados por los partidos políticos, para que sean cubiertos

por el subsidio público (Proyecto Estado de la Nación, 2001b; Ca-

sas, 2003).

62 En el presente estudio solo se toma en cuenta la elección de

febrero de 2002, dado que las elecciones de abril y diciembre fue-

ron atípicas y no se pueden comparar con años anteriores.

63 El estudio pretende explicar el aumento en el abstencionis-

mo electoral, identificando quiénes son los abstencionistas y las

razones por las que no votan. La investigación analizó los datos

y padrones electorales del TSE, realizó grupos focales y una en-

cuesta nacional en febrero y marzo de 2003.

64 En la encuesta realizada por el IIS-UCR, a los abstencionis-

tas se les hizo una pregunta abierta sobre por qué no habían vo-

tado en 1998 y/o en 2002, y se les pidió que señalaran hasta dos

motivos. A los abstencionistas consistentes se les preguntó por

qué nunca votaban. Las respuestas fueron recodificadas en dos

niveles: uno que agrupa respuestas semejantes, y un nivel de

mayor generalidad, que agrupa tipos de motivos en motivos

técnicos (aquellos ajenos a su voluntad), desinterés (aquellos

que, pudiendo votar, no tienen interés en la política o las elec-

ciones) y motivos políticos (incluyendo, entre otros, ausencia de

opciones electorales satisfactorias, molestia con los políticos,

decepción, malestar por incumplimiento de promesas de cam-

paña).

65 Es importante tener en cuenta una limitación de la encues-

ta para captar una parte de los abstencionistas por motivos téc-

nicos: aquellos que viven fuera del país.

66 En el taller de consulta de este capítulo varios participan-

tes señalaron que, a pesar de que el rubro de transportes no se

incluye dentro del subsidio estatal, los partidos políticos siguen

gastando montos considerables para trasladar a los electores, e

igual esfuerzo realiza el TSE.

67 A diferencia de los partidos políticos, que están jurídica-

mente obligados a tener una vida interna democrática, las orga-

nizaciones de la sociedad civil en Costa Rica no tienen esa obli-

gación. Por otra parte, en la Auditoría ciudadana sobre la

calidad de la democracia se reseñó una serie de problemas de

vida democrática interna y de representación en las organiza-

ciones sociales (Proyecto Estado de la Nación, 2001a).

68 Por actor estratégico se entiende a todo individuo, organiza-

ción o grupo con recursos de poder suficientes para impedir o per-

turbar el funcionamiento de las reglas o procedimientos de toma de

decisiones y de solución de conflictos colectivos (Payne, 2003). Sin

recursos de poder suficientes para socavar la gobernabilidad no hay

actor estratégico. Los recursos de poder pueden venir del control de

determinados cargos o funciones públicas (ejército, legislativo, pre-

sidencia, política económico-financiera, sistema judicial, gobiernos

locales o municipales clave), del control de factores de producción

(capital, trabajo, materias primas, tecnología), del control de la infor-

mación y las ideas (medios de comunicación social, principalmente),

de la posibilidad de producir movilizaciones sociales desestabiliza-

doras (grupos de activistas), de la autoridad moral (iglesias).

69 La alianza “anti-combo” de organizaciones sociales cues-

tionó el mandato derivado de las elecciones, en términos de la

posibilidad de ejecutar una determinada política de gobierno, es

decir, que la ajustada diferencia con la que el partido en el po-

der había ganado las elecciones “de ninguna manera se puede

interpretar (…) como un mandato claro y fuerte del pueblo cos-

tarricense para que el nuevo gobierno ejecutara una agenda

privatizadora de las instituciones públicas” (Asamblea

Legislativa, 2000a).

70 Menjívar, en una ponencia elaborada para el Sétimo Infor-

me Estado de la Nación, registra un total de 103 bloqueos en la

lucha contra la aprobación del “combo energético”. Las diferen-

cias en número de bloqueos registrados se debe a las fuentes

consultadas. El estudio de Menjívar (2000) tuvo como fuente La

Nación Digital. El recuento de bloqueos para el año 2000 que

aquí se presenta incluyó la revisión del Diario Extra.

71 El concepto de volatilidad electoral se refiere al número de

electores que cambian de voto entre un partido y otro en dos

elecciones sucesivas (Proyecto Estado de la Nación, 2002).

72 El índice del número de partidos efectivos mide el peso

electoral de los partidos, a través del número de votos

obtenidos, o el número de escaños obtenidos en órganos repre-

sentativos como los congresos o los concejos municipales.

Cuando el índice es cercano a 2 indica que en una elección, aun-

que participara gran cantidad de partidos, dos de ellos concen-

traron casi toda la votación (sistema bipartidista). Cuando el ín-

dice se ubica alrededor de 3 refleja la existencia de tres partidos

principales (sistema multipartidista moderado). Cuando el índi-

ce alcanza cifras de 4 o más, se está en presencia de una frag-

mentación del sistema de partidos (Proyecto Estado de la Na-

ción, 2001b).

73 Para realizar la valoración del desempeño legislativo y las

relaciones Ejecutivo-Legislativo se  codificó toda la legislación

aprobada en el primer año legislativo de los gobiernos Calde-

rón, Figueres, Rodríguez y Pacheco. El año legislativo va de ma-

yo a mayo. Se escogió el primer año de gobierno por considerar

que es revelador de la dinámica legislativa interna y entre poderes

de una administración y porque es un periodo en el que los gobier-

nos hacen su principal esfuerzo por definir su agenda y establecer

dinámicas de trabajo que les permitan ser efectivos.

74 Medir la relevancia de los proyectos de ley es una tarea

compleja.  En este caso se utilizó como indicador la clasificación

temática que realiza la propia Asamblea Legislativa. Así, se co-

noce que las tarifas municipales, traspaso de terrenos, etc. son

del ámbito de Gobierno y Administración y presentan menores

dificultades para su aprobación. Se usó también el indicador de

Relaciones Internacionales, aunque la legislación pueda ser re-

levante, pues la potestad legislativa restringida que tiene la

Asamblea sobre los tratados internacionales (solo puede apro-

barlos o improbarlos, mas no reformarlos) implica que el esfuer-

zo legislativo para lograr la aprobación es menor. Por otro lado,

aunque estos son convocados por el Ejecutivo no necesaria-

mente corresponden a su agenda política interna, sino a com-

promisos adquiridos por el Estado. 

75 Este período se da tres meses después de asumido el man-

dato presidencial.

76 Mención especial debe hacerse en el caso de la legislatura

2002-2003, pues en este caso la Ley 8288, Modificación a la Ley

8180, Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la Repú-

blica, Fiscal y por Programas para el Ejercicio Económico del

2002 y Primer Presupuesto Extraordinario de la República para el

Ejercicio Económico del 2002, así como la Ley  8343, Ley de Con-

tingencia Fiscal, fueron aprobadas con más de 38 votos. Al apro-

barse la Ley 8341, Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario

de la República para el Ejercicio Económico del 2003, se retomó la

tendencia descrita, dado que fue aprobada por 32 diputados. 

77 La definición de la agenda demandó buena parte de los es-

fuerzos preparatorios del proceso y debió ampliarse para incluir

tanto los temas estratégicos del Gobierno, como los de interés

de nuevos sectores que iban a participar, y algunos de agenda

de Estado (Barahona et al, 1999). Los temas de la agenda fueron:

asignaciones familiares, cesantía, corrupción, desarrollo rural,
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libertades sindicales, pensiones, política salarial, seguros, servicios

ambientales y telecomunicaciones (Gobierno de Costa Rica, 1998).

78 La Ley General de Electricidad, la Ley general de Telecomu-

nicaciones y la Ley de modernización del ICE.

79 Las comisiones especiales mixtas, de arraigo en la historia

de la Asamblea Legislativa, son mecanismos que prevé el Regla-

mento Legislativo (artículos 90 y 91) para el estudio de un asun-

to determinado o el cumplimiento de una misión. El Reglamento

contempla la posibilidad de que participen otras personas, ade-

más de los diputados, en calidad de asesores con voz, pero sin

voto. En esta oportunidad la Comisión Especial Mixta del ICE se

conformó con nueve diputados, tres representantes del Frente

de Trabajadores del ICE, uno de las federaciones de estudiantes

universitarios, uno de las organizaciones ambientalistas, dos re-

presenantes de la Pastoral Social de la Iglesia Católica, uno de

las organizaciones de empresarios y uno del Poder Ejecutivo.

80 Los acuerdos del Tribunal Supremo de Elecciones de abril

de 2000 son producto del Diálogo Nacional convocado por la De-

fensoría de los Habitantes, los rectores de las universidades pú-

blicas y la Iglesia Católica, quienes a su vez habían actuado co-

mo garantes del proceso de concertación. Se acordó crear la

Comisión Especial Mixta con participación de los sectores que

estaban liderando la protesta social.

81 Según acuerdo de Plenario Legislativo de la sesión nº 52,  de

31 de julio del 2002.


